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TEXTO DEFINITIVO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 003
DE 2004 CAMARA, 194 DE 2004 SENADO

por medio de la cual se modifican, adicionan y derogan algunos artículos
de la Ley 446 de 1998 y del Código Contencioso Administrativo, y se
dictan otras disposiciones sobre competencia, descongestión, eficiencia
y acceso a la administración de justicia, aprobado en segundo debate
en sesión plenaria de la honorable Cámara de Representantes el día 13
         de diciembre de 2004, según consta en el Acta número 153.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. Readecuación temporal de competencias previstas en la
Ley 446 de 1998. El parágrafo del artículo 164 de la Ley 446 de 1998,
quedará así:

“Parágrafo. Las normas de competencia previstas en esta ley se
aplicarán, mientras entran a operar los juzgados administrativos, así:

Los tribunales administrativos conocerán en única instancia de los
procesos cuyas cuantías sean hasta de 100, 300, 500 y 1.500 salarios
mínimos legales mensuales vigentes previstas en el artículo 42, según el
caso, y en primera instancia cuando la cuantía exceda de estos montos.
Asimismo, en única instancia del recurso previsto en los artículos 21 y 24
de la Ley 57 de 1985, en los casos de los municipios y distritos y distritos
y de los procesos descritos en el numeral 9 del artículo 134b adicionado
por esta ley, salvo los relativos a la acción de nulidad electoral de los
alcaldes de municipios que no sean capital de departamento, que serán
revisados en primera instancia”.

Los tribunales administrativos continuarán, en única y primera
instancia, con el ejercicio de las competencias de que tratan los artículos
39 y 40.

Las competencias sobre jurisdicción coactiva asignadas en segunda
instancia a los Tribunales Administrativos según el artículo 41,
corresponderán en segunda instancia al Consejo de Estado. Y las
competencias sobre jurisdicción coactiva asignadas en segunda instancia
a los jueces administrativos según el artículo 42, corresponderán en
segunda instancia a los tribunales administrativos.

El Consejo de Estado asumirá en única y segunda instancia, las
competencias asignadas en los artículos 36, 37 y 38.

Las competencias por razón del territorio y por razón de la cuantía,
previstas en el artículo 43 de la Ley 446 de 1998, regirán a partir de la
vigencia de la presente ley”.

Artículo 2º. Salas Especiales Transitorias de Decisión. Adiciónase un
artículo nuevo transitorio en la Sección Segunda, del Capítulo Tercero,
del Título XXXIII, del Libro Cuarto del Código Contencioso
Administrativo, referente al recurso de súplica, el cual quedará así:

“Artículo transitorio. Salas Especiales Transitorias de Decisión.
Créanse en el Consejo de Estado Salas Especiales Transitorias de
Decisión, encargadas de decidir los Recursos Extraordinarios de Súplica
que, a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, tengan proferido
el respectivo auto admisorio. Estas Salas estarán conformadas por cuatro
Magistrados de la Sala Contencioso Administrativa del Consejo de
Estado, pertenecientes a cada una de las Secciones que integran dicha
Sala, con excepción de la Sección que profirió la providencia impugnada.
Su integración y funcionamiento se harán de conformidad con lo que al
respecto establezca el Reglamento que para tal efecto expida el Consejo,
y el fallo se adoptará dentro de los términos previstos en el mismo.

En caso de presentarse empate en las Salas Especiales, se sorteará un
Magistrado adicional entre los restantes Magistrados de la Sala
Contencioso Administrativa con el fin de que lo dirima, excluyendo a
aquellos integrantes de la Sección que produjo la providencia recurrida.

La vigencia de cada una de las Salas Especiales de Decisión culminará
una vez fallados todos los asuntos a ellas entregados en el respectivo
reparto.

Artículo 3°. Conflictos de Competencia. Adiciónase el artículo 33 del
Código Contencioso Administrativo con el siguiente parágrafo:

“Parágrafo. Los conflictos de competencias administrativas se
resolverán de oficio, o por solicitud de la persona interesada. La entidad
que se considere incompetente remitirá la actuación a la que estime
competente; si esta también se declara incompetente remitirá la actuación
a la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado”.

Si dos entidades administrativas se consideran competentes para
conocer y definir un determinado asunto, remitirán la actuación a la Sala
de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado.

En los dos eventos descritos se observará el siguiente procedimiento:
Recibida la actuación en la Secretaría de la Sala, se fijará por tres (3) días
hábiles comunes en lista a fin de que los representantes de las entidades
en conflicto y las personas que tuvieren interés en el asunto puedan
presentar sus alegatos o consideraciones. Vencido el anterior término, la
Sala decidirá dentro de los veinte (20) días siguientes”.
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Derógase el artículo 88 del mismo Código Contencioso Administrativo
(Decreto número 01 de 1984).

Artículo 4°. Impedimentos. Modifícase el numeral 4 del artículo 160A
del Código Contencioso Administrativo, así:

“4. Si el impedimento comprende a todo el Tribunal Administrativo,
el expediente se enviará a la Sección del Consejo de Estado que conoce
del tema relacionado con la materia objeto de controversia, para que
decida de plano. Si se declara fundado, devolverá el expediente al
Tribunal de origen para el sorteo de conjueces, quienes deberán conocer
del asunto. En caso contrario, devolverá el expediente al referido Tribunal
para que continúe su trámite”.

Artículo 5°. Recusaciones. Modifícase el numeral 5 del artículo 160B
del Código Contencioso Administrativo, así:

“Si la recusación comprende a todo el Tribunal Administrativo, se
presentará ante los recusados para que manifiesten conjunta o
separadamente si aceptan o no la recusación. El expediente se enviará a
la Sección del Consejo de Estado que conoce del tema relacionado con
la materia objeto de controversia, para que decida de plano. Si se declara
fundada la recusación, enviará el expediente al Tribunal de origen para
el sorteo de conjueces, quienes deberán conocer del asunto. En caso
contrario, devolverá el expediente al referido Tribunal para que continúe
su trámite”.

Artículo 6°. Vigencia de la ley. La presente ley rige a partir de la fecha
de su promulgación, en los términos pertinentes del artículo 164 de la Ley
446 de 1998, y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

CAMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., 13 de diciembre de 2004.

En sesión plenaria del día 13 de diciembre de 2004, fue aprobado en
segundo debate el texto definitivo del Proyecto de ley número 003 de
2004 Cámara, 194 de 2004 Senado, por medio de la cual se modifican,
adicionan y derogan algunos artículos de la Ley 446 de 1998 y del
Código Contencioso Administrativo, y se dictan otras disposiciones
sobre competencia, descongestión, eficiencia y acceso a la administración
de justicia. Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga su curso
legal y reglamentario en el honorable Senado de la República y de esta
manera dar cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 de la Ley
5ª de 1992. Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Plenaria número
153 de diciembre 13 de 2004.

Cordialmente,

Los Ponentes,

Freddy Garciaherreros, Myriam Alicia Paredes, Luis Fernando
Velasco Chaves,

El Secretario General,

Angelino Lizcano Rivera.

* * *

TEXTO DEFINITIVO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 014
DE 2003 CAMARA ACUMULADO 037 DE 2003 CAMARA

por la cual se dictan disposiciones sobre racionalización de trámites y
procedimientos administrativos de los organismos y entidades del Estado
y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios
públicos, aprobado en segundo debate en sesión plenaria de la honorable
Cámara de Representantes el día 15 de diciembre de 2004, según consta
                                      en el Acta número 155.

El Congreso de Colombia

Decreta:

CAPITULO I

Disposiciones comunes a toda la administración pública

Artículo 1°. Objeto y principios rectores. La presente ley tiene por
objeto facilitar las relaciones de los particulares con la Administración
Pública, de tal forma que las actuaciones que deban surtirse ante ella para

el ejercicio de actividades, derechos o cumplimiento de obligaciones se
desarrollen de conformidad con los principios establecidos en los artículos
83, 84, 209 y 333 de la Carta Política. En tal virtud, serán de obligatoria
observancia los siguientes principios como rectores de la política de
racionalización, estandarización y automatización de trámites, a fin de
evitar exigencias injustificadas a los administrados:

1. Reserva legal de permisos, licencias o requisitos. Para el ejercicio
de actividades, derechos o cumplimiento de obligaciones, únicamente
podrán exigirse las autorizaciones, requisitos o permisos que estén
previstos taxativamente en la ley o se encuentren autorizados expresamente
por esta. En tales casos las autoridades públicas no podrán exigir
certificaciones, conceptos o constancias.

Las autoridades públicas no podrán establecer trámites, requisitos o
permisos para el ejercicio de actividades, derechos o cumplimiento de
obligaciones, salvo que se encuentren expresamente autorizados por la
ley; ni tampoco podrán solicitar la presentación de documentos de
competencia de otras autoridades.

2. Procedimiento para establecer los trámites autorizados por la ley.
Las autoridades públicas habilitadas legalmente para establecer un
trámite, previa su adopción, deberán someterlo a consideración del
Departamento Administrativo de la Función Pública adjuntando la
manifestación del impacto regulatorio, con la cual se acreditará su
justificación, eficacia, eficiencia y los costos de implementación para los
obligados a cumplirlo; asimismo, deberá acreditar la existencia de
recursos presupuestales y administrativos necesarios para su aplicación.
En caso de encontrarlo razonable y adecuado con la política de
simplificación, racionalización y estandarización de trámites, el
Departamento Administrativo de la Función Pública autorizará su
adopción.

Para el cumplimiento de esta función el Departamento Administrativo
de la Función Pública contará con el apoyo de los Comités sectoriales e
intersectoriales que se creen para el efecto. Asimismo, podrá establecer
mecanismos de participación ciudadana a fin de que los interesados
manifiesten sus observaciones.

Lo dispuesto en el presente numeral no se aplicará cuando en situación
de emergencia se requiera la adopción de medidas sanitarias para
preservar la sanidad humana o agropecuaria.

El Ministro del Interior y de Justicia y el Director de la Función
Pública rendirán informe semestral obligatorio a la Comisión Primera de
cada Cámara en sesión especial sobre la expedición de los nuevos
trámites que se hayan adoptado.

3. Información y publicidad. Sin perjuicio de las exigencias generales
de publicidad de los actos administrativos, todo requisito, para que sea
exigible al administrado, deberá encontrarse inscrito en el Sistema Unico
de Información de Trámites, SUIT, cuyo funcionamiento coordinará el
Departamento Administrativo de la Función Pública, entidad que verificará
para efectos de la inscripción que cuente con el respectivo soporte legal.

Toda entidad y organismo de la administración pública tiene la
obligación de informar sobre los requisitos que se exijan ante la misma,
sin que para su suministro pueda exigirle la presencia física al administrado.
Igualmente deberá informar la norma legal que lo sustenta, así como la
fecha de su publicación oficial y su inscripción en el Sistema Unico de
Información de Trámites, SUIT.

4. Fortalecimiento tecnológico. Con el fin de articular la actuación de
la Administración Pública y de disminuir los tiempos y costos de
realización de los trámites por parte de los administrados, se incentivará
el uso de medios tecnológicos integrados, para lo cual el Departamento
Administrativo de la Función Pública, en coordinación con el Ministerio
de Comunicaciones, orientará el apoyo técnico requerido por las entidades
y organismos de la Administración Pública.

Artículo 2°. Ambito de aplicación. Esta ley se aplicará a los trámites
y procedimientos administrativos de la Administración Pública, se
exceptúan el procedimiento disciplinario y fiscal que adelantan la
Procuraduría y Contraloría respectivamente.
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Para efectos de esta ley, se entiende por “Administración Pública” la
actividad administrativa de las entidades y organismos públicos de las
ramas y órganos del poder público, orientada a cumplir los fines sociales
y esenciales del Estado, en todos sus órdenes y niveles, así como la de los
particulares que ejerzan funciones públicas o presten servicios públicos.

Artículo 3°. Divulgación y gratuidad de los formularios oficiales.
Cuando fuere el caso, todas las entidades y organismos de la administración
pública deberán habilitar los mecanismos necesarios para poner a
disposición gratuita y oportuna de los interesados el formato definido
oficialmente para el respectivo período en que deba cumplirse la respectiva
obligación, utilizando para el efecto formas impresas, magnéticas o
electrónicas.

Parágrafo. El Gobierno Nacional reglamentará el desmonte progresivo
de los cobros por formularios oficiales con excepción de aquellos
relacionados con el proceso de contratación y acceso a la educación
pública; asimismo, la implementación de medios tecnológicos para el
cumplimiento de la respectiva obligación, en un término no mayor de un
año.

Artículo 4°. Presunción de validez de firmas. Las firmas de particulares
impuestas en documentos privados, que deban obrar en trámites ante
autoridades públicas, no requerirán de autenticación. Dichas firmas se
presumirá que son de la persona respecto de la cual se afirma corresponden.
Tal presunción se desestimará si la persona de la cual se dice pertenece
la firma, la tacha de falsa, o si mediante métodos tecnológicos debidamente
probados se determina la falsedad de la misma. Los documentos que
implican transacción, desistimiento y en general, disposición de derechos,
deberán presentarse y aportarse a los procesos y trámites de acuerdo con
las normas especiales aplicables. De la misma manera, se exceptúan los
documentos tributarios y aduaneros que de acuerdo con normas especiales
deban presentarse autenticados así como los relacionados con el sistema
de seguridad social integral y los del magisterio.

Artículo 5°. Notificación. Cualquier persona natural o jurídica que
requiera notificarse de un acto administrativo, podrá delegar en cualquier
persona el acto de notificación, mediante poder, el cual no requerirá
presentación personal, el delegado sólo estará facultado para recibir la
notificación y toda manifestación que haga en relación con el acto
administrativo se tendrá, de pleno derecho, por no realizada. Las demás
actuaciones deberán efectuarse en la forma en que se encuentre regulado
el derecho de postulación en el correspondiente trámite administrativo.
Se exceptúa de lo dispuesto en este artículo la notificación del
reconocimiento de un derecho con cargo a recursos públicos, de naturaleza
pública o de seguridad social.

Artículo 6°. Medios tecnológicos. Para atender los trámites y
procedimientos de su competencia, los organismos y entidades de la
Administración Pública deben emplear cualquier medio tecnológico o
documento electrónico de que dispongan, a fin de hacer efectivos los
principios de igualdad, economía, celeridad, imparcialidad, publicidad,
moralidad y eficacia en la función administrativa. Para el efecto, deberán
implementar las condiciones y requisitos de seguridad que para cada caso
sean procedentes, sin perjuicio de las competencias que en esta materia
tengan algunas entidades especializadas.

La sustanciación de las actuaciones así como la expedición de los
actos administrativos, podrá tener lugar por medios electrónicos. Para el
trámite, notificación y publicación de tales actuaciones y actos, podrán
utilizarse soportes, medios y aplicaciones electrónicas.

Toda persona podrá presentar peticiones, quejas, reclamaciones o
recursos, mediante cualquier medio tecnológico o electrónico del cual
dispongan las entidades y organismos de la Administración Pública.

En los casos de peticiones relacionadas con el reconocimiento de una
prestación económica en todo caso deben allegarse los documentos
físicos que soporten el derecho que se reclama.

Los mensajes de datos serán válidos jurídicamente, gozarán de fuerza
obligatoria, y serán admisibles como medios de prueba según lo dispuesto
en la ley 527 de 1999 y en las normas que la complementen, adicionen o
modifiquen, en concordancia con las disposiciones del Capítulo 8 del

título XIII, Sección Tercera, Libro Segundo, artículos 251 a 293, del
Código de Procedimiento Civil, y demás normas aplicables, siempre que
sea posible verificar la identidad del remitente, así como la fecha de
recibo del documento.

Parágrafo 1°. Las entidades y organismos de la Administración
Pública deberán hacer públicos los medios tecnológicos o electrónicos de
que dispongan, para permitir su utilización.

Parágrafo 2°. En todo caso, el uso de los medios tecnológicos y
electrónicos deberá garantizar la identificación del emisor, del receptor,
la transferencia del mensaje, su recepción y la integridad del mismo.

Parágrafo 3°. Cuando la sustanciación de las actuaciones y actos
administrativos se realice por medios electrónicos, las firmas autógrafas
que las mismas requieran podrán ser sustituidas por cualquier mecanismo
electrónico que asegure la identidad del suscriptor, de conformidad con
lo que para el efecto establezca el reglamento.

Artículo 7°. Publicidad electrónica de normas y actos generales
emitidos por la Administración Pública. La Administración Pública
deberá poner a disposición del público, a través de medios electrónicos,
las leyes, decretos y actos administrativos de carácter general o documentos
de interés público relativos a cada uno de ellos, dentro de los cinco (5) días
siguientes a su publicación, sin perjuicio de la obligación legal de
publicarlos en el Diario Oficial.

Las reproducciones efectuadas se reputarán auténticas para todos los
efectos legales, siempre que no se altere el contenido del acto o documento.

A partir de la vigencia de la presente ley y para efectos de adelantar
cualquier trámite administrativo, no será obligatorio acreditar la existencia
de normas de carácter general de orden nacional, ante ningún organismo
de la administración pública.

Artículo 8°. De la obligación de atender al público. Las entidades
públicas no podrán cerrar el despacho al público hasta tanto hayan
atendido a todos los usuarios que hubieran ingresado dentro del horario
normal de atención, el cual deberá tener una duración mínima de ocho (8)
horas diarias, sin perjuicio de la implementación de horarios especiales
de atención al público en los eventos en que la respectiva entidad pública
no cuente con personal especializado para el efecto. Estas entidades
deberán implementar un sistema de turnos acorde con las nuevas
tecnologías utilizadas para tal fin. El Ministerio de Relaciones Exteriores
señalará el horario en las oficinas de nacionalidad, tratados y visas, por
la especialidad y complejidad de los temas que le corresponde atender
conservando una atención telefónica y de correo electrónico permanente.

Artículo 9°. Prohibición de retener documentos. Modifíquese el
artículo 18 del Decreto 2150 de 1995, el cual quedará así:

“Artículo 18. Prohibición de retener documentos. Ninguna autoridad
podrá retener la cédula de ciudadanía, la cédula de extranjería, el
pasaporte, la licencia de conducción, el pasado judicial, la libreta militar,
o cualquier otro documento de las personas. Si se exige la identificación
de una persona, ella cumplirá la obligación mediante la exhibición del
correspondiente documento. Queda prohibido retenerlos para ingresar a
cualquier dependencia pública o privada”.

Artículo 10. Utilización del correo para el envío de información.
Modifíquese el artículo 25 del Decreto 2150 de 1995, el cual quedará así:

“Artículo 25. Utilización del correo para el envío de información. Las
entidades de la Administración Pública deberán facilitar la recepción y
envío de documentos, propuestas o solicitudes y sus respectivas respuestas
por medio de correo certificado y por correo electrónico.

En ningún caso, se podrán rechazar o inadmitir las solicitudes o
informes enviados por personas naturales o jurídicas que se hayan
recibido por correo dentro del territorio nacional.

Las peticiones de los administrados o usuarios se entenderán
presentadas el día de incorporación al correo, pero para efectos del
cómputo del término de respuesta, se entenderán radicadas el día en que
efectivamente el documento llegue a la entidad y no el día de su
incorporación al correo.
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Las solicitudes formuladas a los administrados o usuarios a los que se
refiere el presente artículo, y que sean enviadas por correo, deberán ser
respondidas dentro del término que la propia comunicación señale, el
cual empezará a contarse a partir de la fecha de recepción de la misma en
el domicilio del destinatario. Cuando no sea posible establecer la fecha
de recepción del documento en el domicilio del destinatario, se presumirá
a los diez (10) días de la fecha de despacho en el correo.

Igualmente, los peticionarios podrán solicitar el envío por correo de
documentos o información a la entidad pública, para lo cual deberán
adjuntar a su petición un sobre con porte pagado y debidamente
diligenciado.

Parágrafo. Para efectos del presente artículo, se entenderá válido el
envío por correo certificado, siempre y cuando la dirección esté correcta
y claramente diligenciada”.

Artículo 11. Prohibición de exigencia de requisitos previamente
acreditados. Modifíquese el artículo 14 del Decreto 2150 de 1995, el cual
quedará así:

“Artículo 14. En relación con las actuaciones que deban efectuarse
ante la Administración Pública, prohíbase la exigencia de todo
comprobante o documento que acredite el cumplimiento de una actuación
administrativa agotada, cuando una en curso suponga que la anterior fue
regularmente concluida”.

Igualmente, no se podrá solicitar documentación de actos
administrativos proferidos por la misma autoridad ante la cual se está
tramitando la respectiva actuación.

Las autoridades administrativas de todo orden no podrán revivir
trámites o requisitos eliminados o modificados por el legislador o el
Gobierno Nacional”.

Artículo 12. Prohibición de exigencia de comprobación de pagos
anteriores. Modifíquese el artículo 34 del Decreto 2150 de 1995 el cual
quedará así:

“Artículo 34. Prohibición de exigencia de comprobación de pagos
anteriores. En relación con los pagos que deben efectuarse ante la
Administración Pública, queda prohibida la exigencia de comprobantes
de pago hechos con anterioridad, como condición para aceptar un nuevo
pago, salvo que este último implique la compensación de deudas con
saldos a favor o pagos en exceso, o los casos en que se deba acreditar, por
quien corresponda, el pago de períodos en mora al sistema de seguridad
social integral”.

Artículo 13. Prohibición de exigencia de presentaciones personales
para probar supervivencia. Ninguna autoridad podrá exigir presentaciones
personales para probar supervivencia cuando no haya transcurrido más
de un (1) año contado a partir de la última presentación de supervivencia.
Este término será de tres (3) meses cuando se trate de entidades que hagan
parte del Sistema de Seguridad Social Integral, a menos que la persona
se encuentre residenciada fuera del país en sitio donde no exista
representación consular colombiana, en cuyo caso operará el término de
seis (6) meses.

Parágrafo. El certificado de supervivencia solamente se podrá exigir
cuando el importe de la prestación se pague por abono en cuenta corriente
o de ahorro, abierta a nombre del titular de la prestación, o cuando se
cobre a través de un tercero.

Artículo 14. Solicitud oficiosa por parte de las entidades públicas. El
artículo 16 del Decreto-ley 2150 de 1995 quedará así:

“Artículo 16. Solicitud oficiosa por parte de las entidades públicas.
Cuando las entidades de la Administración Pública requieran comprobar
la existencia de alguna circunstancia necesaria para la solución de un
procedimiento o petición de los particulares, que obre en otra entidad
pública, procederán a solicitar a la entidad el envío de dicha información.
En tal caso, la carga de la prueba no corresponderá al usuario.

Será permitido el intercambio de información entre distintas entidades
oficiales, en aplicación del principio de colaboración.

El envío de la información por fax o cualquier otro medio de transmisión
electrónica, proveniente de una entidad pública, prestará mérito suficiente

y servirá de prueba en la actuación de que se trate siempre y cuando se
encuentre debidamente firmado y haya sido solicitado por el funcionario
superior de aquel a quien se atribuya el trámite.

Cuando una entidad pública requiera información de otra entidad de
la Administración Pública, esta dará prioridad a la atención de dichas
peticiones, debiendo resolverlas en un término no mayor de diez (10)
días, para lo cual deben proceder a establecer sistemas telemáticos
compatibles que permitan integrar y compartir información de uso
frecuente por otras autoridades.

Cuando se refiera a información correspondiente al archivo general
del Ministerio de Relaciones Exteriores se tendrá en cuenta para el
manejo y acceso a esta, el carácter reservado de la misma”.

Artículo 15. Derecho de turno. Las autoridades que conozcan de
peticiones quejas, o reclamos, deberán respetar estrictamente el orden de
su presentación, dentro de los criterios señalados en el reglamento del
derecho de petición de que trata el artículo 32 del Código Contencioso
Administrativo, sin consideración de la naturaleza de la petición, queja
o reclamo, salvo que tengan prelación legal. Los procedimientos especiales
regulados por la ley se atenderán conforme a la misma. Si en la ley
especial no se consagra el derecho de turno, se aplicará lo dispuesto en
la presente ley.

En todas las entidades, dependencias y despachos públicos, debe
llevarse un registro de presentación de documentos, en los cuales se
dejará constancia de todos los escritos, peticiones y recursos que se
presenten por los usuarios, de tal manera que estos puedan verificar el
estricto respeto al derecho de turno, dentro de los criterios señalados en
el reglamento mencionado en el inciso anterior, el cual será público, lo
mismo que el registro de los asuntos radicados en la entidad u organismo.
Tanto el reglamento como el registro se mantendrán a disposición de los
usuarios en la oficina o mecanismo de atención al usuario.

Cuando se trate de pagos que deba atender la Administración Pública,
los mismos estarán sujetos a la normatividad presupuestal.

Artículo 16. Cobros no autorizados. Ningún organismo o entidad de
la Administración Pública podrá cobrar, por la realización de sus funciones,
valor alguno por concepto de tasas, contribuciones, formularios o precio
de servicios que no estén expresamente autorizados mediante norma con
fuerza de ley o mediante norma expedida por autoridad competente, que
determine los recursos con los cuales contará la entidad u organismo para
cumplir su objeto.

Para el caso de los ingresos percibidos por el Ministerio de Relaciones
Exteriores por concepto de expedición de pasaportes, visas, legalizaciones
y apostilla se mantendrá lo establecido por las normas de carácter
reglamentario o actos administrativos proferidos sobre los mismos.

Artículo 17. En ningún caso en las actuaciones de la administración
podrán establecerse incentivos a los servidores públicos por la imposición
de multas o sanciones y la cantidad o el valor de las mismas tampoco
podrán tenerse en cuenta para la evaluación de su desempeño.

Artículo 18. Supresión de sellos. En el desarrollo de las actuaciones de
la Administración Pública, intervengan o no los particulares, queda
prohibido el uso de sellos, cualquiera sea la modalidad o técnica utilizada,
en el otorgamiento o trámite de documentos, salvo los que se requieran
por motivos de seguridad.

La firma y la denominación del cargo serán información suficiente
para la expedición del documento respectivo. Prohíbase a los servidores
públicos el registro notarial de cualquier sello elaborado para el uso de la
Administración Pública. Igualmente, queda prohibido a los Notarios
Públicos asentar tales registros, así como expedir certificaciones sobre
los mismos.

Parágrafo. La presente supresión de sellos no se aplica a los productos
que requieren registro sanitario, cuando las normas lo exijan como
obligatorio, y a los sellos establecidos con base en los Acuerdos y
Tratados internacionales de naturaleza comercial suscritos por Colombia.

Artículo 19. Prohibición de declaraciones extrajuicio. Modifíquese
el artículo 10 del Decreto 2150 de 1995, el cual quedará así:



GACETA DEL CONGRESO  138 Viernes 1° de abril de 2005 Página 5

“Artículo 10. Prohibición de declaraciones extrajuicio. En todas las
actuaciones o trámites administrativos, suprímase como requisito las
declaraciones extrajuicio ante juez o autoridad de cualquier índole. Para
estos efectos, bastará la afirmación que haga el particular ante la entidad
pública, la cual se entenderá hecha bajo la gravedad del juramento.
Cuando se requieran testigos para acreditar hechos ante una autoridad
administrativa bastará la declaración que rindan los mismos bajo la
gravedad del juramento, ante la misma autoridad, bien sea en declaración
verbal o por escrito en documento aparte, sin perjuicio de que el afectado
con la decisión de la administración pueda ejercer el derecho de
contradicción sobre el testimonio.

Parágrafo. Lo dispuesto en el presente artículo no regirá en los casos
en que la Administración Pública actúe como entidad de previsión o
seguridad social o como responsable en el reconocimiento o pago de
pensiones, ni para los casos previstos en materia del Sistema General de
Seguridad Social en Salud y Riesgos Profesionales, ni para los relacionados
con Protección Social que establezca el Gobierno Nacional”.

Artículo 20. Copias de los registros del estado civil. Las copias de los
registros del estado civil que expida la Registraduría Nacional del Estado
Civil o las Notarías mediante medio magnético y óptico, tendrán pleno
valor probatorio. El valor de las mismas será asumido por el ciudadano
teniendo en cuenta la tasa que fije anualmente el Registrador Nacional del
Estado Civil. En ningún caso el precio fijado podrá exceder el costo de
la reproducción.

Parágrafo. Las copias del registro civil de nacimiento tendrán plena
validez para todos los efectos, sin importar la fecha de su expedición. En
consecuencia, ninguna entidad pública o privada podrá exigir este
documento con fecha de expedición determinada, excepto para el trámite
de pensión, afiliación a la seguridad social de salud, riesgos profesionales
y pensiones y para la celebración del matrimonio, eventos estos en los
cuales se podrá solicitar el registro civil correspondiente con fecha de
expedición actualizada.

Artículo 21. Número Unico de Identificación Personal. Créase el
Número Unico de Identificación Personal, NUIP, el cual será asignado a
los colombianos por la Registraduría Nacional del Estado Civil en el
momento de inscripción del registro civil de nacimiento expedido por los
funcionarios que llevan el Registro Civil. El NUIP se aplicará a todos los
hechos y actos que afecten el estado civil de las personas, y a todos los
documentos que sean expedidos por las autoridades públicas.

El NUIP será asignado por cada oficina de registro civil y su
administración corresponde a la Registraduría Nacional del Estado Civil,
la cual determinará la composición y estructura del mismo. Para los
mayores de edad al momento de expedirse la presente ley, se entenderá
que el NUIP es el número de cédula de ciudadanía de cada colombiano.

El NUIP no cambiará en ningún momento y cuando existan cambios
de documentos, se conservará el NUIP original.

La Registraduría Nacional del Estado Civil podrá crear los mecanismos
de expedición de documentos que permitan la plena identificación de los
menores y de los mayores de edad.

El NUIP será válido como número de identificación universal en todas
las entidades del Sistema Integral de Seguridad Social”.

Artículo 22. El artículo 109 del Decreto-ley 1260 de 1972 quedará así:

“Artículo 109. Documento de identidad de los menores. Para los
menores de 14 años será suficiente como documento de identidad el
Registro Civil de Nacimiento, en la presentación, contenido y
características de seguridad que señale la Registraduría Nacional del
Estado Civil.

El documento de identidad para los menores entre los catorce y los
dieciocho años, será la Tarjeta de Identidad, expedida por la Registraduría
Nacional del Estado Civil, quien señalará su contenido y características
de seguridad. En ningún caso podrá impedirse la matrícula en los
establecimientos educativos por la ausencia de este documento.

Parágrafo. Para facilitar la aplicación de lo dispuesto en el inciso
segundo del presente artículo, la Registraduría Nacional del Estado Civil

adelantará campañas masivas en todos los establecimientos educativos
del país, públicos y privados”.

Lo anterior sin perjuicio de lo establecido en las disposiciones que
regulan el Sistema General de Seguridad Social en Salud”.

Artículo 23. Consejos y juntas directivas no presenciales. Cuando sus
reglamentos así lo establezcan y siempre que se pueda probar, habrá
reunión de los consejos o juntas directivas de las entidades descentralizadas
de la Administración Pública, cuando por cualquier medio sus miembros
puedan deliberar o decidir por comunicación simultánea o sucesiva,
inmediata. El desarrollo de la reunión será grabado en medio magnético
o en video y las decisiones que se tomen siempre deberán constar por
escrito en acto simultáneo indicando fecha y hora.

Artículo 24. Avalúo de bienes inmuebles. Modifíquese el artículo 27
del Decreto 2150 de 1995, el cual quedará así:

“Artículo 27. Avalúo de bienes inmuebles. Sin perjuicio de lo dispuesto
en el estatuto tributario para los procesos administrativos de cobro y
fiscalización, los avalúos de bienes inmuebles en los cuales tenga interés
la Administración Pública serán realizados por el Instituto Geográfico
Agustín Codazzi, o por las oficinas de catastro municipal, o por las
asociaciones o colegios que agrupan a profesionales en finca raíz,
peritazgo y avalúo de inmuebles, o por peritos privados inscritos en las
referidas asociaciones. En este último caso, el avalúo deberá estar
avalado por la asociación correspondiente. Para todos los efectos y
procedimientos concernientes a los procesos de expropiación por vía
administrativa o judicial sólo serán válidos los avalúos realizados de
conformidad con lo establecido en el presente artículo, sin perjuicio de
lo previsto en los artículos 60 a 62 de la Ley 550 de 1999.

En los distritos y municipios en los cuales el impuesto predial se
liquide por el sistema de autoavalúo, cuando el valor comercial del
inmueble sea inferior al avalúo catastral, el contribuyente podrá declarar
como base gravable el valor arrojado por el dictamen de un perito
inmobiliario acreditado, debiendo conservar a disposición de las
autoridades tributarias competentes el respectivo dictamen en el evento
en que hagan uso de sus atribuciones de revisión, sin que en ningún caso
el nuevo avalúo pueda ser inferior al setenta por ciento del valor del
avalúo catastral”.

CAPITULO II

Racionalización de trámites para el ejercicio de actividades
por los particulares

Artículo 25. Factura electrónica. Para todos los efectos legales, la
factura electrónica podrá expedirse, aceptarse, archivarse y en general
llevarse usando cualquier tipo de tecnología disponible, siempre y
cuando se cumplan todos los requisitos legales establecidos y la respectiva
tecnología que garantice su autenticidad e integridad desde su expedición
y durante todo el tiempo de su conservación.

Artículo 26. Requisitos para el funcionamiento de establecimientos
comerciales. En ningún caso podrá autorizarse el funcionamiento de
establecimientos de comercio que desarrollen actividades que atenten
contra la seguridad, la tranquilidad, la salubridad y la moralidad públicas,
y carecerán de todo valor las disposiciones de las autoridades
administrativas en sentido contrario. Cualquier ciudadano podrá acudir
a la acción de cumplimiento para hacer valer lo dispuesto en el presente
inciso, incluyendo la derogatoria de actos administrativos que
contravengan su contenido.

Se presume que un establecimiento de comercio adelanta las actividades
a que se refiere el inciso anterior, cuando en su interior se patrocine el
ejercicio de la prostitución, se expendan licores a menores de edad o se
almacenen o comercialicen sustancias psicoactivas o que produzcan
dependencia física o psíquica y que para su venta requieran autorización
especial, o cuando se dediquen a la explotación de pornografía infantil.

Las autoridades públicas no podrán crear, ni exigir nuevos trámites,
licencias o requisitos para el funcionamiento de los establecimientos de
comercio cuando estos ya posean las licencias, autorizaciones o permisos
expedidos de acuerdo con la ley y por autoridad competente; ni podrán
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exigirle a los particulares, requisitos no contemplados en las leyes que
reglamenten su actividad, so pena de incurrir en causal de mala conducta.

Artículo 27. Racionalización de la conservación de libros y papeles
de comercio. Los libros y papeles del comerciante deberán ser conservados
por un período de diez (10) años contados a partir de la fecha del último
asiento, documento o comprobante, pudiendo utilizar para el efecto, a
elección del comerciante, su conservación en papel o en cualquier medio
técnico, magnético o electrónico que garantice su reproducción exacta.

Igual término aplicará en relación con las personas, no comerciantes,
que legalmente se encuentren obligadas a conservar esta información.

Lo anterior sin perjuicio de los términos menores consagrados en
normas especiales.

CAPITULO III

De las regulaciones, trámites y procedimientos
de las entidades territoriales

Artículo 28. Simplificación del procedimiento de deslinde y
amojonamiento de entidades territoriales. Modifíquense los artículos 1°
de la Ley 62 de 1939, 9° del Decreto 1222 de 1986 y 20 del Decreto 1333
de 1986, los cuales quedarán así:

“Simplificación del procedimiento de deslinde y amojonamiento de
entidades territoriales. El Instituto Geográfico Agustín Codazzi realizará
el deslinde y amojonamiento de las entidades territoriales de la República,
de oficio o a petición del representante legal de una, varias o todas las
entidades territoriales interesadas e informará al Ministerio del Interior
y de Justicia, tanto la iniciación de la diligencia de deslinde y
amojonamiento, como los resultados de la misma”.

Artículo 29. Precisión del concepto de límite definido en el deslinde
y amojonamiento de entidades territoriales y simplificación del
procedimiento en caso de límite dudoso. Modifíquense los artículos 3° de
la Ley 62 de 1939, 11 del Decreto 1222 de 1986 y 22 del Decreto 1333
de 1986, los cuales quedarán así:

“Precisión del concepto de límite definido en el deslinde y
amojonamiento de entidades territoriales y simplificación del
procedimiento en caso de límite dudoso. Cuando un límite no presente
duda y su descripción esté contenida en un acta de deslinde y
amojonamiento que precise el límite sin introducir modificaciones que
generen agregación o segregación de territorio y se suscriba en total
acuerdo por los representantes de todas las entidades territoriales
interesadas, se considerará como límite definido cuando dicha acta sea
aprobada por el Gobernador, tratándose de límites municipales, o por el
Ministro de Interior y de Justicia, tratándose de límites departamentales
o distritales.

Cuando un límite presente duda, el Instituto Geográfico Agustín
Codazzi, por acta marcará el trazado técnico que juzgue más adecuado y
junto con los documentos referentes al límite dudoso, la remitirá para su
decisión, así:

a) Al Congreso de la República, por intermedio del Ministro del
Interior y de Justicia, cuando se trate de límites departamentales o
distritales;

b) A la Asamblea Departamental, por intermedio del Gobernador,
cuando se trate de límites municipales”.

Artículo 30. Amojonamiento, alinderación y límite provisional de
entidades territoriales. Modifíquense los artículos 6° de la Ley 62 de
1939, 13 del Decreto 1222 de 1986 y 25 del Decreto 1333 de 1986, los
cuales quedarán así:

“Amojonamiento y alinderación, y límite provisional de entidades
territoriales. El deslinde y amojonamiento adoptado y aprobado por la
autoridad competente será el definitivo y se procederá a la publicación
del mapa oficial por parte del Instituto Geográfico Agustín Codazzi.

Cuando la autoridad competente para aprobar el acto de deslinde y
amojonamiento, necesite desatar las controversias o definir el límite
dudoso, no lo hiciere dentro del año siguiente a la fecha de radicación del
expediente sobre el límite, levantado por el Instituto Geográfico Agustín

Codazzi, el trazado técnico propuesto por este instituto se considerará
como límite provisional y surtirá todos los efectos legales hasta cuando
se apruebe el deslinde y amojonamiento en la forma prevista por la ley.

Igualmente se considerará como límite provisional, para todos los
efectos legales, el deslinde y amojonamiento que realice autónomamente
el Instituto Geográfico Agustín Codazzi y lo formalice mediante
resolución, cuando previa citación efectuada por dicho instituto, una o
ambas partes no asistan a dos convocatorias de diligencias de deslinde y
amojonamiento”.

CAPITULO IV

De las regulaciones, procedimientos y trámites
del sector del interior y de justicia

Artículo 31. Formulario único para entidades territoriales. Con el
objeto de minimizar la cantidad de formularios que las entidades
territoriales deben diligenciar a pedido de las entidades del orden nacional,
el Ministerio del Interior y de Justicia coordinará en el término de 90 días
con las entidades solicitantes el diseño y la aplicación de un formato
común, cuando varias de ellas soliciten información de la misma
naturaleza.

Las entidades solicitantes estarán en la obligación de aplicar el
formato que acuerden con el Ministerio del Interior y de Justicia.

Artículo 32. Simplificación del trámite de inscripción en el Programa
de Beneficios para Desplazados. El artículo 32 de la Ley 387 de 1997,
quedará así:

“Artículo 32. Tendrán derecho a recibir los beneficios consagrados en
la presente ley, los colombianos que se encuentren en las circunstancias
previstas en el artículo 1° de la misma y que hayan declarado esos hechos
ante la Procuraduría General de la Nación, o ante la Defensoría del
Pueblo, o ante las personerías municipales o distritales, en formato único
diseñado por la Red de Solidaridad Social. Cualquiera de estos organismos
que reciba la mencionada declaración remitirá copia de la misma, a más
tardar el día hábil siguiente, a la Red de Solidaridad Social o a la oficina
que esta designe a nivel departamental, distrital o municipal, para su
inscripción en el programa de beneficios.

Parágrafo. Cuando se establezca que los hechos declarados por quien
alega la condición de desplazado no son ciertos, esta persona perderá
todos los beneficios que otorga la presente ley, sin perjuicio de las
sanciones penales a que haya lugar”.

Artículo 33. Examen para el ejercicio del oficio de traductor e
intérprete oficial. Modifíquese el artículo 4° del Decreto 382 de 1951, el
cual quedará así:

“Artículo 4°. Examen para el ejercicio del oficio de traductor e
intérprete oficial. Toda persona que aspire a desempeñar el oficio de
traductor e intérprete oficial deberá aprobar los exámenes que sobre la
materia dispongan las universidades públicas y privadas que cuenten con
facultad de idiomas debidamente acreditadas y reconocida por el Icfes o
la entidad que tenga a cargo tal reconocimiento.

El documento que expidan las universidades en que conste la aprobación
del examen correspondiente, esto es, la idoneidad para el ejercicio del
oficio, y su registro en el Ministerio de Relaciones Exteriores, constituye
licencia para desempeñarse como traductor e intérprete oficial.

Parágrafo. Las licencias expedidas con anterioridad a la entrada en
vigencia de la presente ley continuarán vigentes.

Quienes a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley hayan
aprobado el examen para acreditar la calidad de traductor o intérprete
oficial, y no hayan solicitado la licencia respectiva ante el Ministerio del
Interior y de Justicia, se regirán por lo establecido en la presente ley”.

Artículo 34. Divorcio ante notario. Podrá convenirse ante notario, por
mutuo acuerdo de los cónyuges, por intermedio de abogado, mediante
escritura pública, la cesación de los efectos civiles de todo matrimonio
religioso y el divorcio del matrimonio civil, sin perjuicio de la competencia
asignada a los jueces por la ley.
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El divorcio y la cesación de los efectos civiles ante notario, producirán
los mismos efectos que el decretado judicialmente.

Parágrafo. El Defensor de Familia intervendrá únicamente cuando
existan hijos menores; para este efecto se le notificará el acuerdo al que
han llegado los cónyuges con el objeto de que rinda su concepto en lo que
tiene que ver con la protección de los hijos menores de edad.

Artículo 35. Simplificación del trámite de registro de asociaciones de
cabildos y/o autoridades tradicionales indígenas. Modifíquese el Decreto
1088 de 1993 en sus artículos 11, 12 y 14 en los siguientes términos:

El artículo 11 quedará así:

Artículo 11. Registro de la Asociación. Una vez conformada la
asociación, deberá registrarse ante la Dirección de Etnias del Ministerio
del Interior y de Justicia, la cual informará de este hecho a los entes
territoriales para efectos de facilitar la coordinación institucional.

El artículo 12 quedará así:

Artículo 12. Requisitos. La solicitud de registro deberá contener los
siguientes documentos:

a) Copia del acta de conformación de la asociación, suscrita por los
representantes de cada cabildo asociado;

b) Copia del acta de elección y reconocimiento del Cabildo o autoridad
indígena por la respectiva Comunidad;

c) Copia de los estatutos de la asociación.

El artículo 14 quedará así:

Artículo 14. En los aspectos no regulados, se aplicará el Decreto 2164
de 1995 y/o los usos y costumbres de los pueblos indígenas. En ningún
caso se exigirán requisitos no previstos legalmente.

Artículo 36. Trámites relacionados con la protección de saberes y
derechos ancestrales de los grupos étnicos. Las comunidades y autoridades
respectivas de los grupos étnicos poseen ancestralmente el derecho y la
facultad para decidir sobre sus conocimientos colectivos, su idioma e
integralidad cultural, conocimientos de medicina y medicamentos
tradicionales, sus prácticas curativas, producción alimentaria, valores
genéticos, bioseguridad, biotecnología, biodiversidad y manejo de sus
recursos biológicos. Acorde con el postulado constitucional de protección
y reconocimiento de la diversidad étnico-cultural, el Gobierno Nacional,
previa consulta y concertación con las autoridades tradicionales y
organizaciones indígenas, establecerá dentro de los seis (6) meses
siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, una reglamentación
especial para preservar los saberes y derechos de los mencionados
grupos, prevenir y sancionar su saqueo y piratería, y establecer los
procedimientos pertinentes para convalidar sus derechos a través de
patentes ante la autoridad competente, cuando ellos así lo decidan, cuyos
tramites para estos asuntos serán gratuitos para las comunidades y
autoridades étnicas.

CAPITULO V

De las regulaciones, procedimientos y trámites
del sector de relaciones exteriores

Artículo 37. Racionalización de trámites en la certificación de
documentos que surtirán efectos en el exterior. Suprímase la certificación
de firma y del ejercicio del cargo de notario, que venía realizando la
Superintendencia de Notariado y Registro para aquellos documentos que
van a surtir efectos en el exterior, de conformidad con lo estipulado en el
artículo 3° del Decreto 1024 de 1982 y el numeral 19 del artículo 9° del
Decreto 2158 de 1992.

Artículo 38. Prueba de nacionalidad. Modifíquese el artículo 3° de la
Ley 43 de 1993, el cual quedará así:

“Artículo 3°. Prueba de nacionalidad. Para todos los efectos legales
se considerarán como pruebas de la nacionalidad colombiana, la cédula
de ciudadanía para los mayores de dieciocho (18) años, la Tarjeta de
Identidad para los mayores de catorce años y menores de dieciocho años
o el Registro Civil de Nacimiento para los menores de catorce años,
expedidos bajo la organización y dirección de la Registraduría Nacional

del Estado Civil, acompañados de la prueba de domicilio cuando sea el
caso.

Parágrafo. Sin embargo, las personas que han cumplido con las
condiciones establecidas en el artículo 96 de la Constitución Política para
ser colombianos por nacimiento y no se les haya expedido los documentos
que prueban la nacionalidad, de conformidad con lo señalado en el
presente artículo, podrán, únicamente para efectos de renunciar a la
nacionalidad colombiana, presentar la respectiva solicitud acompañada
de la documentación que permita constatar el cumplimiento de los
requisitos exigidos en el citado artículo de la Constitución Política”.

Artículo 39. Requisitos para la adquisición de la nacionalidad
colombiana por adopción. Modifíquese el artículo 5° de la Ley 43 de
1993, el cual quedará así:

“Artículo 5°. Requisitos para la adquisición de la nacionalidad
colombiana por adopción. Sólo se podrá expedir Carta de Naturaleza o
Resolución de Inscripción:

a) A los extranjeros a que se refiere el literal a) del numeral 2 del
artículo 96 de la Constitución Política que durante los cinco (5) años
inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud
hayan estado domiciliados en el país en forma continua o el extranjero
titular de visa de residente. En el evento en que los mencionados
extranjeros se encuentren casados, el término de domicilio continuo se
reducirá a dos (2) años;

b) A los Latinoamericanos y del Caribe por nacimiento que durante el
año inmediatamente anterior a la fecha de presentación de la solicitud,
hayan estado domiciliados en el país en forma continua, teniendo en
cuenta el principio de reciprocidad mediante tratados internacionales
vigentes;

c) Los hijos de extranjeros nacidos en el territorio Colombiano a los
cuales ningún Estado les reconozca la nacionalidad, la prueba de la
nacionalidad es el registro civil de nacimiento sin exigencia del domicilio.
Sin embargo es necesario que los padres extranjeros acrediten a través de
certificación de la misión diplomática de su país de origen que dicho país
no concede la nacionalidad de los padres al niño por consanguinidad.

Parágrafo. Las anteriores disposiciones se aplicarán sin perjuicio de lo
que sobre el particular se establezca sobre nacionalidad en tratados
internacionales en los que Colombia sea parte”.

Artículo 40. Interrupción. Modifíquese el artículo 6° de la Ley 43 de
1993, modificado por el artículo 77 del Decreto 2150 de 1995, el cual
quedará así:

“Artículo 6°. Interrupción de domicilio. La ausencia de Colombia por
un término igual o superior a un (1) año, interrumpe el período de
domicilio continuo exigido en el artículo anterior.

Unicamente el Presidente de la República con la firma del Ministro de
Relaciones Exteriores podrá reducir o exonerar el término de domicilio
previsto en los literales a) y b) del artículo anterior, cuando a su juicio se
considere de conveniencia para Colombia.

Asimismo, podrá eximir de los requisitos señalados en el artículo 9°
de la Ley 43 de 1993, cuando a su juicio lo considere de conveniencia para
Colombia. Se exceptúa de esta disposición lo señalado en los numerales
1 y 5 del citado artículo”.

Artículo 41. Documentación. Modificase el artículo 9° de la Ley 43 de
1993, reformado por el artículo 79 del Decreto 2150 de 1995, el cual
quedará así:

“Artículo 9°. Documentación. Para la expedición de la Carta de
Naturaleza o Resolución de Inscripción como colombianos por adopción,
el extranjero deberá presentar los siguientes documentos:

1. Memorial dirigido al Ministro de Relaciones Exteriores solicitando
la nacionalidad colombiana, con su respectiva motivación.

2. Acreditación del conocimiento satisfactorio del idioma castellano,
cuando este no fuere su lengua materna. Para los indígenas que comparten
territorios fronterizos que hablen una o más de las lenguas indígenas
oficiales de Colombia, no será requisito el conocimiento del idioma
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castellano. También se exceptúa de acreditar este requisito a quienes
hayan culminado sus estudios secundarios o universitarios en Colombia
y a las personas mayores de 65 años.

3. Acreditación de conocimientos básicos de la Constitución Política
de Colombia y conocimientos generales de historia patria y geografía de
Colombia. Se exceptúa de acreditar este requisito a quienes hayan
culminado sus estudios secundarios o universitarios en Colombia y a las
personas mayores de 65 años.

4. Acreditación de profesión, actividad u oficio que ejerce en Colombia
con certificación expedida por autoridad competente.

5. Acreditación mediante documento idóneo del lugar y fecha de
nacimiento del solicitante.

6. Registro Civil de Matrimonio válido en Colombia en caso de que el
solicitante sea casado (a) con colombiana (o),

7. Registro de nacimiento de los hijos nacidos en Colombia, si es el
caso.

8. Fotocopia de la cédula de extranjería vigente.

Parágrafo 1°. El peticionario que no pueda acreditar algunos de los
requisitos señalados en este artículo, deberá acompañar a la solicitud de
nacionalización una carta explicativa de los motivos que le impiden
hacerlo, dirigida al Ministro de Relaciones Exteriores quien a su juicio
considerará el autorizar la presentación de las pruebas supletorias del
caso.

Parágrafo 2°. Las personas que obtengan la nacionalidad colombiana
por adopción definirán su situación militar conforme a la legislación
nacional, salvo que comprueben haber definido dicha situación conforme
a la legislación de su país de origen.

Parágrafo 3°. Los exámenes de conocimiento no podrán hacerse con
preguntas de selección múltiple.

Parágrafo 4°. Si el extranjero pierde los exámenes de conocimientos,
estos se podrán repetir seis meses después de la fecha de presentación de
los exámenes iniciales; siempre y cuando el interesado comunique por
escrito al Ministerio de Relaciones Exteriores su interés en repetirlos.

Parágrafo 5°. A juicio del Ministerio de Relaciones Exteriores se le
podrá realizar al solicitante una entrevista por parte de los funcionarios
de la Oficina Asesora Jurídica (Area de Nacionalidad)”.

Artículo 42. Informe sobre el solicitante. Modifíquese el artículo 10
de la Ley 43 de 1993, el cual quedará así:

“Artículo 10. Informe sobre el solicitante. El Ministerio de Relaciones
Exteriores podrá solicitar a la autoridad oficial respectiva, la información
necesaria para tener un conocimiento completo sobre los antecedentes,
actividades del solicitante y demás informaciones pertinentes para los
fines previstos en esta ley. El Ministerio solicitará al Departamento
Administrativo de Seguridad, DAS, información sobre las actividades
del extranjero, si este posee antecedentes judiciales y cualquier otro dato
que esta entidad considere importante. En todo caso, el informe deberá
contener la información que suministre la respectiva Oficina Internacional
de Policía, Interpol. El informe remitido por el Departamento
Administrativo de Seguridad, DAS, y la DIAN si es el caso, será
reservado. En el evento que el concepto no sea satisfactorio, el Ministerio
de Relaciones Exteriores podrá, sin necesidad de trámite adicional, negar
la solicitud de nacionalidad”.

CAPITULO VI

De las regulaciones, procedimientos y trámites
del Sector de Hacienda y Crédito Público

Artículo 43. Información sobre contribuyentes. La Administración
Tributaria no podrá requerir informaciones y pruebas que hayan sido
suministradas previamente por los respectivos contribuyentes y demás
obligados a allegarlas. En caso de hacerlo el particular podrá abstenerse
de presentarla sin que haya lugar a sanción alguna por tal hecho.

Los requerimientos de informaciones y pruebas relacionados con
investigaciones que realice la administración de impuestos, deberán
realizarse al domicilio principal de los contribuyentes requeridos.

Parágrafo. Para los efectos previstos en el presente artículo se entiende
por información suministrada, entre otras, la contenida en las declaraciones
tributarias, en los medios magnéticos entregados con información exógena
y la entregada en virtud de requerimientos y visitas de inspección
tributaria.

Artículo 44. Exigencias sobre numeración consecutiva para el caso
de facturación mediante máquinas registradoras. Adiciónese el siguiente
Parágrafo al artículo 617 del Estatuto Tributario.

“Artículo 617. Estatuto Tributario.

(…)

“Parágrafo. Para el caso de facturación por máquinas registradoras
será admisible la utilización de numeración diaria o periódica, siempre y
cuando corresponda a un sistema consecutivo que permita individualizar
y distinguir de manera inequívoca cada operación facturada, ya sea
mediante prefijos numéricos, alfabéticos o alfanuméricos o mecanismos
similares”.

Artículo 45. Racionalización de la conservación de documentos
soporte. El período de conservación de informaciones y pruebas a que se
refiere el artículo 632 del Estatuto Tributario, será por el plazo que
transcurra hasta que quede en firme la declaración de renta que se soporta
en los documentos allí enunciados. La conservación de informaciones y
pruebas deberá efectuarse en el domicilio principal del contribuyente.

Artículo 46. Fijación de trámites de devolución de impuestos.
Adiciónese el artículo 855 del Estatuto Tributario, con un inciso final del
siguiente tenor:

“Artículo 855 (…)

El término previsto en el presente artículo aplica igualmente para la
devolución de impuestos pagados y no causados o pagados en exceso.

Artículo 47. Presentación de declaraciones de impuestos nacionales
y locales. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 606 del Estatuto
Tributario, las declaraciones de impuestos nacionales deberán presentarse
por cada persona natural o jurídica, sin que pueda exigirse la declaración
por cada uno de sus establecimientos, sucursales o agencias.

En el caso de impuestos territoriales, deberá presentarse en cada
entidad territorial, y por cada tributo, una sola declaración, que cobije los
diferentes establecimientos, sucursales o agencias, que el responsable
posea en la respectiva entidad territorial, salvo en el caso del Impuesto
Predial

Artículo 48. Prohibición de imponer cargas tributarias no creadas
por ley. De conformidad con los artículos 287 y 338 de la Constitución
Política, a las Asambleas y Concejos Distritales y Municipales les está
prohibido imponer contribuciones fiscales o parafiscales que carezcan de
fundamento legal y, por consiguiente, no podrán establecer anticipos ni
retenciones que no se encuentren expresamente autorizados por ella.

Tampoco podrán las Asambleas y Concejos Distritales y Municipales
tramitar ni expedir ordenanzas o acuerdos de contenido tributario que en
esencia reproduzcan disposiciones departamentales, distritales o
municipales que hubieren sido suspendidas o anuladas por la jurisdicción
contencioso administrativa en cualquiera de sus instancias.

Parágrafo. Los particulares que resulten afectados por la violación de
lo dispuesto en el presente artículo, tendrán derecho a que la respectiva
entidad territorial les reintegre los pagos que hubieren efectuado a valor
presente. Las autoridades competentes estarán obligadas a ejercer la
acción de repetición contra todos los servidores públicos que hubieren
intervenido en la aprobación y trámite de la respectiva ordenanza o
acuerdo.

CAPITULO VII

De las regulaciones, procedimientos y trámites
del sector de protección social

Artículo 49. Subsistema de Información sobre Reconocimiento de
Pensiones. Crease el subsistema de información sobre reconocimiento
de pensiones, que hará parte del Sistema de Seguridad Social Integral, el
cual estará a cargo de los Ministerios de Hacienda y Crédito Público, y
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de la Protección Social, quienes actuarán coordinadamente para el efecto.
Dicho subsistema, que será público, soportará el cumplimiento de la
misión, objetivos y funciones de las entidades encargadas del
reconocimiento de pensiones, dará cuenta del desempeño institucional y
facilitará la evaluación de la gestión pública en esta materia.

En el subsistema se incluirá la información sobre los siguientes
aspectos:

1. Reconocimiento de pensiones de invalidez, vejez y sobrevivientes
y de riesgos profesionales.

2. Reliquidación de pensiones de invalidez, vejez y sobrevivientes y
de riesgos profesionales.

3. Lo dispuesto en el presente artículo incluirá los regímenes pensionales
exceptuados por la Ley 100 de 1993.

Artículo 50. Determinación de la pérdida de capacidad laboral y
grado de invalidez. El artículo 41 de la Ley 100 de 1993 quedará así:

“Artículo 41. El estado de invalidez será determinado de conformidad
con lo dispuesto en los artículos siguientes y con base en el manual único
para la calificación de invalidez, expedido por el Gobierno Nacional,
vigente a la fecha de calificación, que deberá contemplar los criterios
técnicos de evaluación, para calificar la imposibilidad que tenga el
afectado para desempeñar su trabajo por pérdida de su capacidad laboral.

Corresponde al Instituto de Seguros Sociales, a las Administradoras
de Riesgos Profesionales, ARP, a las Compañías de Seguros que asuman
el riesgo de invalidez y muerte y a las Entidades Promotoras de Salud,
EPS, determinar en primera oportunidad la pérdida de capacidad laboral
y calificar el grado de Invalidez y el origen de las contingencias. En caso
de que el interesado no esté de acuerdo con la calificación, dentro de los
cinco (5) días siguientes a la manifestación que hiciere sobre su
inconformidad, se acudirá a las Juntas de Calificación de Invalidez del
orden regional, cuya decisión será apelable ante la Junta Nacional.
Contra dichas decisiones proceden las acciones legales.

El acto que declara la invalidez que expida cualquiera de aquellas
entidades, deberá contener expresamente los fundamentos de hecho y de
derecho que dieron origen a esta decisión, así como la forma y oportunidad
en que el interesado puede solicitar la calificación por parte de la Junta
Regional y la facultad de recurrir esta calificación ante la Junta Nacional.

Cuando la incapacidad declarada por una de las entidades antes
mencionadas (ISS, ARP o aseguradora) sea inferior en no menos del diez
por ciento (10%) a los límites que califican el estado de invalidez o que
implican cambios en el monto de la prestación, tendrá que acudirse en
forma obligatoria a la Junta Regional de Calificación de Invalidez por
cuenta de la entidad. Estas juntas son organismos de carácter
interdisciplinario cuya conformación podrá ser regionalizada y el manejo
de sus recursos reglamentado por el Gobierno Nacional de manera
equitativa.

Parágrafo 1º. Para la selección de los miembros de las Juntas Regionales
y Nacional de Pérdida de la Capacidad laboral y de Invalidez, el
Ministerio de la Protección Social tendrá en cuenta los siguientes
criterios:

La selección se hará mediante concurso público y objetivo, cuya
convocatoria se deberá hacer con no menos de dos (2) meses de antelación
a la fecha del concurso e incluirá los criterios de ponderación con base en
los cuales se seleccionará a los miembros de estos organismos. La
convocatoria deberá publicarse en medio de amplia difusión nacional.

Dentro de los criterios de ponderación se incluirán aspectos como
experiencia profesional mínima de cinco (5) años y un examen escrito de
antecedentes académicos sobre el uso del manual de pérdida de capacidad
laboral y de invalidez, el cual se realizará a través de una entidad
académica de reconocido prestigio.

Los resultados del concurso serán públicos y los miembros de las
Juntas serán designados por el Ministro de la Protección Social,
comenzando por quienes obtuvieran mayor puntaje.

Parágrafo 2º. Las entidades de seguridad social y los miembros de las
Juntas Regionales y Nacionales de Invalidez y los profesionales que

califiquen serán responsables solidariamente por los dictámenes que
produzcan perjuicios a los afiliados o a los Administradores del Sistema
de Seguridad Social Integral, cuando este hecho esté plenamente probado”.

Artículo 51. Fortalecimiento del Sistema de Información de Riesgos
Profesionales. Con el fin de fortalecer el sistema de información en el
Sistema General de Riesgos Profesionales, el Ministerio de la Protección
Social, será el único responsable de coordinar los requerimientos de
información que se necesiten, sin perjuicio de las competencias de
inspección y vigilancia que ejerce la Superintendencia Bancaria a las
administradoras de Riesgos Profesionales. En aquellos casos en que los
requerimientos de información obedezcan a procesos de investigación
administrativa, podrán ser solicitados directamente por la entidad
competente.

Artículo 52. Supresión de autorización por autoridades administrativas
para pagos parciales de cesantía. Modifíquese el texto del numeral 3 del
artículo 256 del Código Sustantivo del Trabajo, subrogado por el artículo
18 del Decreto-ley 2351 de 1965, el cual quedará así:

“3. Los préstamos, anticipos y pagos a que se refieren los numerales
anteriores, se aprobarán y pagarán por el empleador cuando el trabajador
pertenezca al régimen tradicional de cesantías, y por los fondos cuando
aquellos trabajadores pertenezcan al régimen de cesantía previsto en la
Ley 50 de 1990, previa acreditación de que van a ser dedicados a los fines
indicados en dichos numerales”.

Todos los empleados del sector privado y del sector público, incluyendo
a los Servidores Públicos, tienen plena libertad para escoger el Fondo
Público o Privado Administrador de Cesantías, al cual autónomamente
decidan afiliarse. En caso de traslado, conforme al procedimiento y
términos legales establecidos, sus cesantías acumuladas deberán ser
transferidas al nuevo fondo escogido, dentro de los 30 días calendarios
siguientes a la notificación hecha al Empleador o patrono.

Suprímase del contenido del artículo 18 del Decreto-ley 2351 de 1965
los numerales 4, 5, 6 y adiciónese el siguiente parágrafo:

“Parágrafo. Exigido el pago por el trabajador de las cesantías parciales,
ya sea a su empleador o al fondo privado de cesantías, estos deberán
aprobar y pagar el valor solicitado dentro de un término no mayor a cinco
(5) días, si vencido ese plazo aquellos no han procedido al pago de las
cesantías parciales previamente solicitadas, el trabajador solicitará la
intervención del Ministerio de la Protección Social, para que ordene al
empleador o al fondo privado de cesantías, según sea el caso, realizar el
pago correspondiente, previo el cumplimiento de los requisitos legales
exigidos”.

Artículo 53. Plazo para realizar el control posterior de los registros
sanitarios. Para efectos de los registros sanitarios que se concedan de
manera automática de conformidad con las disposiciones legales, el
Invima deberá realizar el primer control posterior dentro de los 15 días
siguientes a su expedición.

Artículo 54. Congelación o suspensión temporal de la venta o empleo
de productos y objetos por parte del Invima. Las medidas de congelación
o suspensión temporal de la venta o empleo de productos y objetos
deberán decidirse por el Invima o la autoridad sanitaria competente, en
un lapso máximo de 60 días calendario improrrogables, y en el caso de
productos y objetos perecederos, antes de la mitad del plazo que reste
para la fecha de expiración o vencimiento del producto. En todo caso, sin
exceder el lapso de los 60 días calendarios establecidos.

Artículo 55. Radicación de solicitudes. Cuando se presente una
solicitud para expedición de Registro Sanitario ante el Invima y no se
encuentre acompañada de alguno de los documentos exigidos en la ley,
el Invima mediante auto requerirá al peticionario para que en un término
de treinta (30) días cumpla con los requisitos o aporte los documentos. Si
el peticionario no cumple el requerimiento en el término indicado, la
solicitud será rechazada y se ordenará el archivo del expediente.

Cualquier petición posterior requerirá del pago de las tasas fiscales
correspondientes.
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CAPITULO VIII

De las regulaciones, procedimientos y trámites
del sector de Comercio, Industria y Turismo

Artículo 56. Racionalización de autorizaciones y vistos buenos para
importaciones y exportaciones. En un término no superior a seis (6)
meses a partir de la promulgación de la presente ley, el Ministerio de
Comercio, Industria y Turismo coordinará con las entidades
correspondientes la consolidación de información sobre vistos buenos
previos y autorizaciones estatales a las cuales se encuentran sometidas las
importaciones y exportaciones y promoverá la racionalización de los
mismos a través de los mecanismos correspondientes acordes con la
Constitución Política. Sin perjuicio de las facultades que le corresponde
a cada una de las autoridades en el ámbito propio de sus competencias.

Dentro de los tres (3) meses siguientes a la vigencia de la presente ley,
las autoridades en las cuales recaigan las competencias sobre vistos
buenos y autorizaciones establecerán un esquema de ventanilla y
formulario único, que reúna las exigencias y requerimientos de las
entidades competentes para la realización de las operaciones de comercio
exterior, de tal manera que la respuesta al usuario provenga de una sola
entidad, con lo cual se entenderán surtidos los trámites ante las demás
entidades.

Parágrafo 1°. Todo acto de creación de vistos buenos o autorizaciones
para importaciones o exportaciones deberá informarse al momento de su
expedición al Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.

Parágrafo 2°. Las entidades ante las cuales los importadores o
exportadores deban inscribirse previamente para obtener vistos buenos
o autorizaciones para realizar sus operaciones deberán establecer
mecanismos para facilitar la consulta de dichas inscripciones o publicarlas
vía Internet y no podrán exigir nuevamente tal inscripción ante sus
oficinas ubicadas en los puertos, aeropuertos y zonas fronterizas del país.

Artículo 57. Inspección única en puertos, aeropuertos y zonas
fronterizas para exportar. Para la revisión e inspección física y manejo
de carga en los puertos, aeropuertos y zonas fronterizas, de la mercancía
que salga del país, la DIAN conjuntamente con las entidades que por
mandato legal deban intervenir en la inspección y certificación de la
misma, proveerá los mecanismos necesarios para que dicha revisión,
inspección y manejo, se realicen en una única diligencia cuya duración
no podrá exceder de un (1) día calendario y cuyo costo será único.

CAPITULO IX

De las regulaciones, procedimientos y trámites
del sector de Educación

Artículo 58. Representantes del Ministro de Educación Nacional ante
las Entidades Territoriales. Deróguese el artículo 149, el numeral 5 del
artículo 159 y el numeral 5 del artículo 160 de la Ley 115 de 1994.

Artículo 59. Homologación de estudios superiores cursados en el
exterior. En adelante, la homologación de estudios parciales cursados en
el exterior será realizada directamente por la institución de educación
superior en la que el interesado desee continuar sus estudios, siempre y
cuando existan los convenios de homologación. La convalidación de
títulos será función del Ministerio de Educación Nacional.

Artículo 60. Modifíquese el artículo 11 de la Ley 749 de 2002, el cual
quedará así:

“Artículo 11. Las instituciones técnicas profesionales y tecnológicas
por su naturaleza son las instituciones de educación superior llamadas a
liderar la formación técnica profesional y tecnológica en el país, y a
responder con calidad la demanda de este tipo de formación.

No obstante lo anterior las instituciones técnicas profesionales y
tecnológicas podrán ofrecer programas profesionales solo a través de
ciclos propedéuticos, cuando se deriven de los programas de formación
técnica profesional y tecnológica. Para tal fin deberán obtener el registro
calificado para cada uno de los ciclos que integren el programa.

El registro otorgado a un programa estructurado en ciclos propedéuticos
se considerará como una unidad siendo necesario para su funcionamiento

conservar los ciclos tal como fueron registrados en el Sistema Nacional
de Información de la Educación Superior, Snies”.

CAPITULO X

De las regulaciones, procedimientos y trámites
del sector de transporte

Artículo 61. Sistema de información. En caso de inmovilización de
vehículos, las autoridades de tránsito establecerán un sistema de
información central, preferiblemente de acceso telefónico, que les permita
a los interesados conocer de manera inmediata el lugar donde este se
encuentra inmovilizado.

Artículo 62. Pagos. Los pagos que deban hacerse por concepto de
multas, grúas y parqueo, en caso de inmovilización de automotores por
infracción de tránsito, serán cancelados en un mismo acto, en diferentes
entidades financieras con una amplia red de servicios en el país con las
cuales las autoridades de tránsito realicen convenios para tal efecto. En
ningún caso, podrá establecerse una única entidad, oficina, sucursal o
agencia para la cancelación de los importes a que se refiere este artículo.

Los pagos a que se refiere el presente artículo podrán realizarse: En
forma inmediata, mediante el uso de la tarjeta de crédito o débito, o a
través de los envíos postales realizados por la respectiva autoridad de
transito los cuales deberán remitirse en un plazo no mayor de treinta (30)
días y ser cancelados en las oficinas o sucursales bancarias señaladas en
la correspondiente orden de pago.

Artículo 63. Modifíquese el artículo 146 de la Ley 488 de 1998, el cual
quedará así:

“Articulo 146. El impuesto de vehículos automotores se declarará y
pagará anualmente, ante la Federación Colombiana de Municipios, en
cualquier parte del país, eliminando así la múltiple tramitación en el pago
del impuesto.

El Registro Nacional Consolidado del Impuesto de Vehículos estará
a cargo de la Federación Colombiana de Municipios, quien recibirá las
bases de datos correspondientes al registro automotor enviado por los
organismos de tránsito, los cuales tendrán la obligación de garantizar que
no se efectúe ningún trámite sobre el vehículo gravado si no se encuentra
a paz y salvo en relación con el impuesto. Las características, el montaje,
la operación y la actualización de la información del sistema, serán
determinadas por la Federación Colombiana de Municipios. Se pagará
dentro de los plazos que señalen los departamentos y el Distrito Capital,
en las instituciones financieras que para el efecto señale la Federación
Colombiana de Municipios.

La Dirección de Apoyo Fiscal del Ministerio de Hacienda y Crédito
Público prescribirá los formularios correspondientes, en los cuales habrá
una casilla para indicar la compañía que expidió el seguro obligatorio de
accidentes de tránsito y el número de póliza.

La Dirección de Impuestos Distritales prescribirá los formularios del
impuesto de vehículos automotores en la jurisdicción del Distrito Capital
de Bogotá. El formulario incluirá la casilla sobre seguro obligatorio de
accidentes de tránsito de que trata el inciso anterior.

Modificase el artículo 147 de la Ley 488 de 1998, el cual quedará así:

Artículo 147. Administración y control. El recaudo, la impresión y
distribución de los formularios, la administración de la información y
distribución de los ingresos a los beneficiarios del impuesto sobre
vehículos automotores es de competencia de la Federación Colombiana
de Municipios a la cual deberá remitir los organismos de tránsito, la base
de datos de registro automotor correspondiente.

El contribuyente pagará anualmente por el formulario de declaración
de impuesto unificado de vehículos a la Federación Colombiana de
Municipios, 1.2 salarios mínimos legales diarios y con el fin de evitar
trámites innecesarios el contribuyente podrá cumplir en cualquier parte
del país su obligación de pagos.

Modificase el artículo 150 de la Ley 488 de 1998, el cual quedará así:

Del total recaudado por concepto de impuesto, sanciones e intereses,
al departamento le corresponde el ochenta por ciento (80%). El 20%
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correspondiente a los municipios a que corresponda la dirección informada
en la declaración.

El recaudo se hará en entidades financieras y se transferirá por la
Federación Colombiana de Municipios a la cuenta de cada uno de los
departamentos, municipios y el distrito capital indique en un plazo no
superior a diez (10) días hábiles a partir del pago de impuesto.

Al Distrito Capital le corresponde la totalidad del impuesto recaudado
en su jurisdicción.

 Artículo 64. Cómputo de tiempo. Para efectos del cobro de los
derechos de parqueo de vehículos inmovilizados por las autoridades de
tránsito, sólo se podrá computar el tiempo efectivo entre la imposición de
la multa y la cancelación de la misma ante la autoridad correspondiente.

En este sentido, no se tendrá en cuenta el tiempo que le tome al
interesado en cumplir con los requerimientos adicionales al mencionado
en el inciso anterior, para retirar el automotor.

Artículo 65. Trámite de permisos especiales de transporte agrícola
extradimensional. El Ministerio de Transporte concederá permisos
especiales, individuales o colectivos hasta por tres (3) años, para el
transporte de productos agrícolas y bienes de servicios por las vías
nacionales con vehículos.

CAPITULO XI

Trámites y procedimientos relacionados con el Ministerio
del Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial

Artículo 66. Racionalización del trámite de transferencias de bienes
fiscales en virtud de la Ley 708 de 2001. Las entidades del orden Nacional
a que hace referencia el artículo 1º de la Ley 708 de 2001, podrán
transferir directamente a los municipios y distritos los bienes inmuebles
fiscales, o la porción de ellos con vocación para la construcción o el
desarrollo de proyectos de vivienda de interés social, previa suscripción
de un convenio entre el Fondo Nacional de Vivienda y la entidad
territorial, mediante el cual se conserva el objeto de asignar dichos
inmuebles, como Subsidio Familiar de Vivienda en especie por parte del
Fondo y que la preservación del predio estará a cargo de la entidad
receptora del inmueble.

Artículo 67. Para efectos tributarios, el Fondo Nacional de Ahorro se
regirá por lo previsto para los establecimientos públicos incluida la
exención del pago del impuesto de industria y comercio. Además para el
cumplimiento de su objeto social y mediante convenio de alianza a través
de encargo fiduciario contratará el desarrollo y construcción de proyectos
de vivienda de interés social en las diferentes capitales de departamentos
y/o ciudades intermedias para los afiliados con opción de crédito.

Como un mecanismo de distribución de la política crediticia se
destinará mínimo el 30% del presupuesto anual de crédito hipotecario
para estos proyectos.

Artículo 68. Del formulario único para la obtención de los permisos,
licencias, concesiones y/o autorizaciones para el uso y/o aprovechamiento
de los recursos naturales renovables. Dentro de los dos (2) meses
siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, el Ministerio de
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial en coordinación con las
CAR, regionales, establecerá un formulario único para la obtención de
los permisos licencias, concesiones y/o autorizaciones para el uso y/o
aprovechamiento de los recursos naturales renovables y de control del
medio ambiente.

Parágrafo. El formulario así expedido, será de obligatoria utilización
por parte de las Corporaciones Autónomas Regionales y demás autoridades
ambientales.

Artículo 69. Consulta de documentos. Los compradores de inmuebles
podrán consultar los documentos entregados por el constructor o
urbanizador a la Curaduría Urbana, o a la Secretaria de Planeación
Municipal en los municipios en que no operen las curadurías, con el fin
de verificar las condiciones y características del proyecto inmobiliario.
Dicha consulta no causa erogación alguna al interesado.

El Plan de Ordenamiento Territorial de cada municipio estará disponible
para todos los interesados en las Oficinas de Planeación y en las
Curadurías Urbanas donde existieren.

Artículo 70. Cuando en un acuerdo conciliatorio se incluyan bienes
inmuebles, para efectos de su inscripción en el registro público, el acta de
conciliación es el título constitutivo y translaticio de dominio.

CAPITULO XII

Regulaciones, procedimientos y trámites del sector cultura

Artículo 71. Racionalización del trámite de reconocimiento deportivo.
El inciso 3º del artículo 18 del Decreto-ley 1228 de 1995 quedará así:

“El reconocimiento deportivo se concederá por el término de cinco
años contados a partir de la ejecutoria del acto administrativo
correspondiente”.

Artículo 72. El inciso 1º del artículo 4° de la Ley 788 de 2002 quedara
así:

“Artículo 4°. Distribución de recursos. Los recursos destinados a
salud, deberán girarse de acuerdo con las normas vigentes, a los fondos
de salud departamentales y del Distrito Capital. Los recursos destinados
a financiar el deporte, se giraran al respectivo ente deportivo departamental
creado para atender el deporte, la recreación y la educación física”.

CAPITULO XIII

Trámites y procedimientos relacionados con la Registraduría
Nacional del Estado Civil

Artículo 73. Racionalización del registro civil de las personas.
Modifíquese el artículo 118 del Decreto-ley 1260 de 1970, modificado
por el artículo 10 del Decreto 2158 de 1970, el cual quedará así:

“Artículo 118. Son encargados de llevar el registro civil de las
personas:

“1. Dentro del territorio nacional los Registradores Especiales,
Auxiliares y Municipales del Estado Civil.

La Registraduría Nacional del Estado Civil podrá autorizar excepcional
y fundadamente, a los Notarios, a los Alcaldes Municipales, a los
corregidores e inspectores de policía, a los jefes o gobernadores de los
cabildos indígenas, para llevar el registro del estado civil.

2. En el exterior los funcionarios consulares de la República.

Parágrafo. La Registraduría Nacional del Estado Civil podrá establecer
la inscripción de registro civil en clínicas y hospitales, así como en
instituciones educativas reconocidas oficialmente, conservando la
autorización de las inscripciones por parte de los registradores del estado
civil”.

CAPITULO XIV

Regulaciones, procedimientos y trámites
del sector comunicaciones

Artículo 74. Deróguese el artículo 19 de la Ley 30 de 1986.

CAPITULO XV

Disposiciones finales

Artículo 75. El incumplimiento en todo o en parte de las disposiciones
previstas en la presente ley, será causal de mala conducta de conformidad
con el Código Disciplinario Unico.

Artículo 76. Las entidades públicas, dentro de los seis meses siguientes
a la entrada en vigencia de la presente ley deberán adecuar su estructura
y tecnología con el objeto de dar cumplimiento a lo preceptuado.

Artículo 77. Ninguna denuncia o queja anónima podrá promover
acción jurisdiccional, penal, disciplinaria, fiscal, o actuación de la
autoridad administrativa competente (excepto cuando se acredite, por lo
menos sumariamente la veracidad de los hechos denunciados).

Artículo 78. Salida de menores al exterior. Si el menor sale acompañado
de sus dos (2) padres no se requerirá documento distinto del pasaporte,
salvo el certificado de registro civil de nacimiento en el caso que los
nombres de sus padres no estuvieren incluidos en el pasaporte.

Artículo 79. Para la importación y/o comercialización de bebidas
alcohólicas en ningún caso se aceptará la homologación o sustitución del
registro sanitario.
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Artículo 80. El artículo 164 de la Ley 23 de 1982 quedará así:

Artículo 164. No se considera ejecución pública, para los efectos de
esta ley, la que se realice con fines estrictamente educativos, dentro del
recinto e instalaciones de los institutos de educación, siempre que no se
cobre suma alguna, por el derecho de entrada y la que realicen con fines
estrictamente personales los comerciantes detallistas, que tengan el
carácter de microempresarios según los términos del artículo 2º numeral
3, de la Ley 590 de 2000, que no obtengan ningún beneficio económico
por dicha ejecución.

Artículo 81. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de
su publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Artículo transitorio. El Congreso de la República dentro del término
de seis (6) meses contados a partir de la fecha de promulgación de la
presente ley compilará las disposiciones constitucionales, legales y
reglamentarias vigentes para la organización y efectivo funcionamiento
de la ley, por la cual se dictan disposiciones sobre racionalización de
trámites y procedimientos administrativos de los organismos y entidades
del Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan
servicios públicos. La enumeración comenzará por la unidad y los
capítulos y títulos se nominarán y ordenarán de acuerdo con el contenido
de las disposiciones que se codifiquen. Para tal efecto se creará una
comisión conformada por tres (3) Senadores y tres (3) Representantes de
las Comisiones Primeras de Senado y Cámara, designados por las mesas
directivas de ambas corporaciones.

CAMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., 15 de diciembre de 2004.

En sesión plenaria del día 15 de diciembre de 2004, fue aprobado en
segundo debate el texto definitivo del Proyecto de ley número 014 de
2003 Cámara Acumulado 037 de 2003 por la cual se dictan disposiciones
sobre racionalización de tramites y procedimientos administrativos de
los organismos y entidades del Estado y de los particulares que ejercen
funciones públicas o prestan servicios públicos. Esto con el fin de que el
citado proyecto de ley siga su curso legal y reglamentario en el honorable
Senado de la República y de esta manera dar cumplimiento con lo
establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. Lo anterior según
consta en el Acta de Sesión Plenaria número 155 del 15 de diciembre de
2004.

Cordialmente,

Los Ponentes,

Germán Varón Cotrino, Lucio Muñoz Meneses, Adalberto Jaimes
Ochoa, Telésforo Pedraza Ortega, Jaime Alejandro Amín, Zamir Silva
Amín, Clara Isabel Pinillos, Carlos Arturo Piedrahíta, Iván Díaz Matéus.

El Secretario General,

Angelino Lizcano Rivera.

* * *

TEXTO DEFINITIVO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 033
DE 2004 CAMARA

por la cual se dictan normas generales y se señalan en ellas los objetivos
y criterios a los cuales debe sujetarse el Gobierno Nacional para regular
las actividades de manejo, aprovechamiento e inversión de recursos
captados del público que se efectúen mediante valores y se dictan otras
disposiciones, aprobado en segundo debate en sesión plenaria de la
honorable  Cámara  de  Representantes  el  día  13  de  diciembre  de  2004,
                          según consta en el Acta número 153.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

T I T U L O   P R I M E R O

DE LA INTERVENCION DEL GOBIERNO NACIONAL

CAPITULO PRIMERO

Objetivos y criterios de la intervención del Gobierno Nacional

Artículo 1º. Objetivos y criterios de la intervención. El Gobierno
Nacional ejercerá la intervención en las actividades de manejo,

aprovechamiento e inversión de recursos captados del público que se
efectúen mediante valores, con sujeción a los siguientes objetivos y
criterios:

a) Objetivos de la intervención:

1. Proteger los derechos de los inversionistas.

2. Promover el desarrollo y la eficiencia del mercado de valores.

3. Prevenir y manejar el riesgo sistémico del mercado de valores.

4. Preservar el buen funcionamiento, la equidad, la transparencia, la
disciplina y la integridad del mercado de valores y, en general, la
confianza del público en el mismo;

b) Criterios de la intervención:

1. Que se promueva el desarrollo y la democratización del mercado de
valores, así como su conocimiento por parte del público.

2. Que la regulación y la supervisión del mercado de valores se ajusten
a las innovaciones tecnológicas y faciliten el desarrollo de nuevos
productos y servicios dentro del marco establecido en la presente ley.

3. Que las normas y los procedimientos sean ágiles, flexibles y claros,
y que las decisiones administrativas sean adoptadas en tiempos razonables
y con las menores cargas administrativas posibles.

4. Que los costos de la supervisión y la disciplina del mercado de
valores sean eficiente y equitativamente asignados, y que las cargas que
se impongan a los participantes del mercado sean consideradas, teniendo
en cuenta, en la medida de lo posible, la comparación entre el beneficio
y el costo de las mismas.

5. Que se evite impedir o restringir la competencia.

6. Que se dé prelación al sentido económico y financiero sobre la
forma, al determinar si algún derecho o instrumento es un valor, o si
alguna actividad es de aquellas que requieran autorización o registro y,
en general, cuando expida normas dirigidas a la protección de los
derechos de los inversionistas.

7. Que el mercado de valores esté provisto de información oportuna,
completa y exacta.

8. Que se garantice que las operaciones realizadas en el mercado de
valores sean llevadas hasta su puntual y exacta compensación y liquidación.

9. Que se propenda porque en la regulación y la supervisión se eviten
los arbitrajes, procurando que exista uniformidad en las normas que se
expidan.

CAPITULO SEGUNDO

Del concepto de valor y de las actividades
del mercado de valores

Artículo 2º. Concepto de valor. Para efectos de la presente ley será
valor todo derecho de naturaleza negociable que haga parte de una
emisión, cuando tenga por objeto o efecto la captación de recursos del
público, incluyendo los siguientes:

a) Las acciones;

b) Los bonos;

c) Los papeles comerciales;

d) Los certificados de depósito de mercancías;

e) Cualquier título o derecho resultante de un proceso de titularización;

f) Cualquier título representativo de capital de riesgo;

g) Los certificados de depósito a término;

h) Las aceptaciones bancarias;

i) Las cédulas hipotecarias;

j) Cualquier título de deuda pública.

Parágrafo 1º. No se considerarán valores las pólizas de seguros y los
títulos de capitalización.

Parágrafo 2º. Cuando concurran en un mismo emisor las calidades de
acreedor y deudor de determinado valor, sólo operará la confusión si el
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título estuviere vencido o si ella fue prevista en el correspondiente
prospecto de emisión o, en su defecto, en las condiciones contractuales
del respectivo valor.

Parágrafo 3º. Lo dispuesto en la presente ley y en las normas que la
desarrollen y complementen será aplicable a los derivados financieros,
tales como los contratos de futuros, de opciones y de permuta financiera,
siempre que los mismos sean estandarizados y susceptibles de ser
transados en las bolsas de valores o en otros sistemas de negociación de
valores. Los productos a que se refiere el presente parágrafo solo podrán
ser ofrecidos al público previa su inscripción en el Registro Nacional de
Valores y Emisores.

Parágrafo 4º. Los valores tendrán las características y prerrogativas de
los títulos valores, excepto la acción cambiaria de regreso. Tampoco
procederá acción reivindicatoria, medidas de restablecimiento de derecho,
comiso e incautación, contra el tercero que adquiera valores inscritos,
siempre que al momento de la adquisición haya obrado de buena fe exenta
de culpa.

Parágrafo 5º. Las empresas públicas y privadas podrán emitir los
valores a que se refiere el presente artículo en los términos y condiciones
que determine el Gobierno Nacional.

Artículo 3º. Actividades del mercado de valores. Serán actividades del
mercado de valores:

a) La emisión y la oferta de valores;

b) La intermediación de valores;

c) La administración de fondos de valores, fondos de inversión,
fondos mutuos de inversión, fondos comunes ordinarios y fondos comunes
especiales;

d) El depósito y la administración de valores;

e) La administración de sistemas de negociación o de registro de
valores, futuros, opciones y demás derivados;

f) La compensación y liquidación de valores;

g) La calificación de riesgos;

h) La autorregulación a que se refiere la presente ley;

i) El suministro de información al mercado de valores, incluyendo el
acopio y procesamiento de la misma;

j) Las demás actividades previstas en la presente ley o que determine
el Gobierno Nacional, siempre que constituyan actividades de manejo,
aprovechamiento e inversión de recursos captados del público que se
efectúen mediante valores.

Parágrafo 1º. Las entidades que realicen cualquiera de las actividades
señaladas en el presente artículo, estarán sujetas a la supervisión del
Estado.

Parágrafo 2º. Unicamente las entidades constituidas o que se constituyan
en Colombia podrán realizar las actividades del mercado de valores a que
se refiere el presente artículo, salvo las previstas en los literales a) e i),
casos en los cuales no será necesario constituir una sociedad en el país.

Lo previsto en el presente parágrafo se entiende sin perjuicio de la
promoción de servicios a través de oficinas de representación o contratos
de corresponsalía, conforme a lo dispuesto en las normas pertinentes.

CAPITULO TERCERO

Intervención en el mercado de valores

Artículo 4º. Intervención en el mercado de valores. Conforme a los
objetivos y criterios previstos en el artículo 1º de la presente ley, el
Gobierno Nacional intervendrá en las actividades del mercado de valores,
así como en las demás actividades a que se refiere la presente ley, por
medio de normas de carácter general para:

a) Determinar las actividades que, en adición a las previstas en la
presente ley, hacen parte del mercado de valores por constituir manejo,
aprovechamiento e inversión de los recursos captados del público mediante
valores, así como establecer su regulación. Igualmente, establecer la
regulación aplicable a las actividades del mercado de valores señaladas
en las normas vigentes.

En ejercicio de esta facultad el Gobierno Nacional regulará el comercio
transfronterizo de los servicios propios de las actividades previstas en el
artículo 3º de la presente ley;

b) Establecer la regulación aplicable a los valores, incluyendo, el
reconocimiento de la calidad de valor a cualquier derecho de contenido
patrimonial o cualquier instrumento financiero, siempre y cuando reúnan
las características previstas en el inciso 1º del artículo 2º de la presente
ley; lo relativo a las operaciones sobre valores, la constitución de
gravámenes o garantías sobre los mismos u otros activos con ocasión de
operaciones referidas a valores y su fungibilidad; la emisión de los
valores; la desmaterialización de valores; la promoción y colocación a
distancia de valores; las ofertas públicas, sus diversas modalidades, las
reglas aplicables, así como la revocabilidad de las mismas; y la
determinación de las actividades que constituyen intermediación de
valores.

En ejercicio de esta facultad el Gobierno Nacional solo podrá calificar
como ofertas públicas aquellas que se dirijan a personas no determinadas
o a sectores o grupos de personas relevantes, o que se realicen por algún
medio de comunicación masiva para suscribir, enajenar o adquirir
valores.

En desarrollo de esta facultad el Gobierno Nacional no podrá modificar
las normas sobre títulos valores establecidas en el Código de Comercio;

c) Establecer la regulación aplicable a las entidades sometidas a la
inspección y vigilancia permanente de la Superintendencia de Valores
incluyendo, su organización y funcionamiento; el mantenimiento de
niveles adecuados de patrimonio, de acuerdo con los distintos riesgos
asociados a su actividad; definición, de manera general y previa de las
prácticas constitutivas de conflictos de interés, así como los mecanismos
a través de los cuales se manejen, revelen o subsanen dichas situaciones,
cuando a ello hubiere lugar; la autorización para que desempeñen
actividades que no estén actualmente previstas en las normas vigentes,
salvo aquellas que correspondan al objeto exclusivo de instituciones
financieras y aseguradoras; el control y el manejo del riesgo; la separación
de los activos propios de los de terceros; lo relacionado con el deber de
actuar ante los clientes como expertos prudentes y diligentes; el uso de
redes de oficinas y redes comerciales; la adquisición de participaciones
en su propiedad; el régimen de inversiones y la publicidad.

En desarrollo de la facultad prevista en este literal el Gobierno
Nacional no podrá modificar las normas del Código de Comercio en
materia societaria ni reducir los tipos de operaciones actualmente
autorizadas por las normas vigentes a las entidades sujetas a la inspección
y vigilancia permanente de la Superintendencia de Valores, ni modificar
los montos mínimos de capital señalados en la ley.

En ejercicio de la facultad prevista en este literal el Gobierno Nacional
podrá autorizar a los depósitos centralizados de valores para recibir en
custodia y administración valores que se negocien en el mercado de
valores nacional e internacional;

d) Determinar los casos en los cuales las entidades vigiladas por la
Superintendencia Bancaria podrán realizar nuevas actividades de
intermediación en el mercado de valores, sin perjuicio de la realización
de las operaciones conexas a su objeto social.

En ejercicio de la facultad prevista en este literal, el Gobierno
Nacional podrá determinar los casos en los cuales las entidades vigiladas
por la Superintendencia de la Economía Solidaria podrán realizar
actividades de intermediación en el mercado de valores, sin perjuicio de
la realización de las operaciones conexas a su objeto social.

En desarrollo de la facultad prevista en este literal el Gobierno
Nacional no podrá autorizar a las entidades vigiladas por la
Superintendencia Bancaria y la Superintendencia de la Economía
Solidaria, operaciones que correspondan al objeto exclusivo de entidades
sujetas a la inspección y vigilancia permanente de la Superintendencia de
Valores;

e) Definir quiénes tendrán la calidad de cliente inversionista y de
inversionista profesional teniendo en cuenta los volúmenes de inversión,



Página 14 Viernes 1° de abril de 2005 GACETA DEL CONGRESO  138

la habitualidad, la profesionalidad, los conocimientos especializados y
los demás factores relevantes, así como las reglas aplicables a las
relaciones entre dichos inversionistas y los emisores e intermediarios;

f) Dictar las normas relacionadas con la organización y funcionamiento
del Sistema Integral de Información del Mercado de Valores, SIMEV, y
establecer los requisitos de inscripción, actualización de la información
y cancelación voluntaria o de oficio. En desarrollo de esta facultad podrá,
entre otros, ordenar la inscripción de participantes del mercado en el
sistema, excluir de la obligación de inscripción a algunos de los
participantes del mercado, disponer la delegación en terceros de la
administración del sistema y establecer la información que hará parte del
mismo;

g) Establecer las normas dirigidas a la divulgación de información que
se deba suministrar a la Superintendencia de Valores, al público, a los
inversionistas o a los accionistas, así como aquellas destinadas a la
preservación de secretos industriales y de la información de carácter
similar, así como dictar normas en materia de uso indebido de información
privilegiada dirigidas a los participantes del mercado y servidores públicos
con acceso a dicha información;

h) Dictar, con sujeción a la presente ley, las normas que desarrollen la
autorregulación a que se refiere el Capítulo Segundo del Título Cuarto de
la presente ley, sin perjuicio de la autonomía que corresponde a los
organismos autorreguladores;

i) Regular la actividad en el mercado de valores de quienes desarrollen
intermediación de valores;

k) Regular la emisión, suscripción y colocación de los títulos de deuda
pública.

Artículo 5º. Limitaciones a las facultades de intervención. En ejercicio
de las facultades de regulación previstas en la presente ley, el Gobierno
Nacional no podrá modificar las normas relativas a la estructura del
mercado de valores y productos, la constitución, objeto principal, forma
societaria, y causales y condiciones de disolución, toma de posesión y
liquidación de las entidades sometidas a la inspección y vigilancia
permanente de la Superintendencia de Valores.

T I T U L O   S E G U N D O

DE LA SUPERVISION, DEL SISTEMA INTEGRAL
DE INFORMACION DEL MERCADO DE VALORES

Y DE LAS CONTRIBUCIONES

Artículo 6º. Funciones adicionales de la Superintendencia de Valores.
La Superintendencia de Valores tendrá, en adición a las funciones que
actualmente le han sido asignadas, las siguientes:

a) Instruir a las entidades sujetas a su inspección y vigilancia permanente
acerca de la manera como deben cumplirse las disposiciones que regulan
su actividad en el mercado de valores, fijar los criterios técnicos y
jurídicos que faciliten el cumplimiento de tales normas y señalar los
procedimientos para su cabal aplicación;

b) Vigilar el cumplimiento de las disposiciones del Banco de la
República en relación con las personas sujetas a su inspección y vigilancia
permanente;

c) Suspender preventivamente cuando hubiere temor fundado de que
se pueda causar daño a los inversionistas o al mercado de valores, una
oferta pública en cualquiera de sus modalidades; la negociación de
determinado valor, la inscripción de valores, o de los emisores de los
mismos en el Registro Nacional de Valores y Emisores; la inscripción de
determinada persona en el Registro Nacional de Agentes del Mercado de
Valores; la inscripción de determinada persona en el Registro Nacional
de Profesionales del Mercado de Valores;

d) Imponer las medidas cautelares establecidas en el Código de
Procedimiento Civil y las demás medidas preventivas establecidas en la
presente ley y en las normas que la desarrollen, complementen o
modifiquen dirigidas a salvaguardar los valores, instrumentos financieros,
recursos administrados y, en general, los activos que estén en poder de
personas investigadas, cuando existan motivos que razonablemente
permitan inferir que dichos activos se encuentran en riesgo y que se puede

afectar el interés de los inversionistas. Estas medidas incluyen la de
ordenar la entrega temporal de los respectivos activos a un administrador
profesional, en condiciones similares a las prevalecientes en el mercado.

La función prevista en el presente literal únicamente se podrá ejercer
frente a las entidades sujetas a la inspección y vigilancia permanente de
la Superintendencia de Valores;

e) Ejercer, solo en cuanto a su actividad de intermediación, frente a los
intermediarios que no estén sujetos a su inspección y vigilancia
permanente, las mismas funciones asignadas respecto de las entidades
señaladas en el numeral 1º del parágrafo 3º del artículo 63 de la presente
ley.

Artículo 7º. El Sistema Integral de Información del Mercado de
Valores. El Sistema Integral de Información del Mercado de Valores,
SIMEV, es el conjunto de recursos humanos, técnicos y de gestión que
utilizará la Superintendencia de Valores para permitir y facilitar el
suministro de información al mercado y estará conformado así:

a) El Registro Nacional de Valores y Emisores, el cual tendrá por
objeto inscribir las clases y tipos de valores, así como los emisores de los
mismos y las emisiones que estos efectúen, y certificar lo relacionado con
la inscripción de dichos emisores y clases y tipos de valores.

Las ofertas públicas de valores deberán estar precedidas por la
inscripción en el Registro Nacional de Valores y Emisores.

Parágrafo 1º. El Gobierno Nacional establecerá los términos, requisitos
y condiciones para la homologación de registros de valores de otros
países.

Parágrafo 2º. El Gobierno Nacional podrá autorizar a las sociedades
comisionistas de bolsa la negociación de valores emitidos en el extranjero
que no se encuentren inscritos en el Registro Nacional de Valores, en los
términos y condiciones que este determine;

b) El Registro Nacional de Agentes del Mercado de Valores, el cual
tendrá por objeto la inscripción de las entidades sometidas a la inspección
y vigilancia permanente de la Superintendencia de Valores así como las
demás que determine el Gobierno Nacional, salvo los emisores de valores
en cuanto a su actividad de emisión de valores. Este registro será
condición para actuar en el mercado de valores y desarrollar las actividades
a que se refiere el artículo 3º de la presente ley, salvo la prevista en el
literal a) de dicha disposición;

c) El Registro Nacional de Profesionales del Mercado de Valores, el
cual tendrá por objeto la inscripción de las personas naturales que
desempeñen los cargos o funciones de tesorero o quien haga sus veces,
las personas naturales que realicen operaciones en las mesas de dinero y
las personas naturales que gerencien o administren fondos de valores,
fondos de inversión, y fondos mutuos de inversión, así como las demás
personas naturales que desempeñen los cargos o funciones que determine
el Gobierno Nacional en las entidades que desarrollen las actividades
previstas en el artículo 3º de la presente ley, salvo la prevista en el literal
a) de dicha disposición. La inscripción en este registro será condición
para actuar en el mercado de valores.

Parágrafo 1º. El Gobierno Nacional señalará el régimen de inscripción
en el Registro Nacional de Agentes del Mercado de Valores y en el
Registro Nacional de Profesionales del Mercado de Valores de las
entidades sometidas a la inspección y vigilancia de la Superintendencia
Bancaria que desarrollen alguna de las actividades previstas en el artículo
3º de la presente ley, salvo la prevista en el literal a) de dicha disposición,
y de las personas naturales que presten sus servicios en estas.

Parágrafo 2º. La información que repose en el SIMEV será pública. En
consecuencia, cualquier persona podrá consultarla, observando las reglas
que para el efecto se establezcan.

Parágrafo 3º. La veracidad de la información que repose en el SIMEV,
así como los efectos que se produzcan como consecuencia de su
divulgación serán de exclusiva responsabilidad de quienes la suministren
al sistema.

Parágrafo 4º. La inscripción en el Registro Nacional de Valores y
Emisores no implicará calificación ni responsabilidad alguna por parte de
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la Superintendencia de Valores acerca de las personas naturales o
jurídicas inscritas ni sobre el precio, la bondad o la negociabilidad del
valor, o de la respectiva emisión, ni sobre la solvencia del emisor.

Parágrafo 5º. En virtud del riesgo social y del interés público de las
actividades que regula la presente ley, el tesorero o quien haga sus veces,
las personas que realicen operaciones en las mesas de dinero y las
personas que gerencien o administren fondos de valores, fondos de
inversión, fondos mutuos de inversión, fondos comunes ordinarios y
fondos comunes especiales deberán aprobar exámenes de idoneidad para
inscribirse o para permanecer en el Registro Nacional de Profesionales
del Mercado de Valores. Dichos exámenes podrán ser aplicados por
personas que ejerzan funciones de autorregulación, por las bolsas de
valores, por organizaciones gremiales o profesionales o por instituciones
de educación superior autorizadas por el ICFES, las cuales deberán ser
previamente aprobadas para el efecto por la Superintendencia de Valores.
La Superintendencia de Valores velará por el cumplimiento de lo aquí
dispuesto para lo cual aprobará el contenido y alcance de los exámenes
que administren las personas antes mencionadas.

Parágrafo 6º. Quienes se desempeñen o pretendan desempeñarse
como administradores, directores y revisores fiscales de las entidades
sometidas a la inspección y vigilancia permanente de la Superintendencia
de Valores, así como las personas que gerencien o administren fondos de
valores, fondos de inversión y fondos mutuos de inversión, deberán
acreditar ante esta que gozan de buena reputación moral y profesional, así
como de una experiencia comprobable mínima de cinco (5) años en
materia administrativa, financiera, contable o legal.

Artículo 8º. Contribuciones. Los derechos de inscripción en el Sistema
Integral de Información del Mercado de Valores, SIMEV, a que se refiere
la presente ley y las cuotas que se deberán pagar a la Superintendencia de
Valores se liquidarán y pagarán según lo previsto en el presente artículo.
Para el efecto la Superintendencia calculará y cobrará las respectivas
contribuciones determinadas por el monto total del presupuesto de
funcionamiento e inversión de la entidad en el año respectivo deducidos
los excedentes por contribuciones de la vigencia anterior. Los derechos
de oferta pública se cobrarán por una sola vez y se calcularán como un
porcentaje sobre el valor de la emisión.

Cada contribución se calculará con base en el límite establecido en el
numeral anterior, de la siguiente forma:

a) Tratándose de las actividades de intermediación de valores o de
futuros, opciones y demás derivados, de las actividades de compensación
y liquidación de valores o de futuros, opciones y demás derivados, de las
actividades de administración de sistemas de negociación de valores o de
futuros, opciones y demás derivados, de las actividades de los sistemas
de negociación de divisas y de las actividades de los sistemas de registro
de valores, de divisas o de futuros, opciones y demás derivados, se
cobrará a cada agente una tarifa que se calculará como un porcentaje del
valor total de las operaciones de su respectiva actividad durante el año
fiscal anterior. Igual regla se aplicará a las bolsas agropecuarias o
agroindustriales y otras entidades que administren fondos de negociación
especializados en la transacción de activos o bienes;

b) Tratándose de las actividades de administración de fondos de
valores, de fondos de inversión y de fondos mutuos de inversión se
cobrará una tarifa que se calculará como un porcentaje del valor total de
los activos que conformen los respectivos fondos;

c) Tratándose de la actividad de depósito de valores, se cobrará una
tarifa que se calculará como un porcentaje del monto total de los valores
depositados en el respectivo depósito;

d) Tratándose de sociedades titularizadoras se cobrará una tarifa por
la inspección y vigilancia que se calculará como un porcentaje del
patrimonio de la respectiva sociedad;

e) Tratándose de la actividad de emisión de valores se cobrará una
tarifa que se calculará como un porcentaje del valor del patrimonio del
correspondiente emisor o, en su defecto, de su presupuesto anual. Para
efectos de lo dispuesto en este literal se cobrará a las sociedades
titularizadoras una tarifa sobre el volumen de los activos titularizados en
el año fiscal anterior;

f) Tratándose de las actividades de calificación de valores se cobrará
una tarifa que se calculará como un porcentaje de los ingresos de la
respectiva sociedad calificadora durante el año fiscal anterior;

g) Tratándose de otras personas jurídicas diferentes a las mencionadas
en los literales que preceden que deban estar inscritas en el Registro
Nacional de Agentes del Mercado se cobrará una tarifa que se calculará
como un porcentaje de los ingresos brutos por cuenta de la correspondiente
actividad del mercado de la respectiva persona jurídica durante el año
fiscal anterior.

Cuando el contribuyente no permanezca bajo supervisión durante
toda la vigencia, su contribución será proporcional al período bajo
supervisión. Cuando por el hecho de que un supervisado no mantenga
esta condición durante toda la vigencia y se genere algún defecto
presupuestal que requiera subsanarse, el Superintendente podrá liquidar
y exigir a los demás contribuyentes el monto respectivo en cualquier
tiempo durante el año correspondiente.

Parágrafo 1º. La resolución que expida el Superintendente de Valores
para fijar las tarifas anuales, deberá señalar topes mínimos y máximos, la
periodicidad del pago y diferentes tarifas para quienes se encuentren en
un proceso concursal, de liquidación, de reestructuración u otro proceso
similar. En todo caso, esta resolución no se someterá a la aprobación de
ninguna otra autoridad.

La Superintendencia de Valores podrá reliquidar las cuotas con base
en la última información que obre en su poder cuando, a la fecha de su
liquidación inicial, el respectivo obligado no hubiere cumplido con el
deber de actualizar la información financiera.

Parágrafo 2º. En la fijación de las tarifas el Superintendente de Valores
deberá considerar el costo efectivo de la supervisión ejercida sobre cada
uno de los diferentes tipos de entidades señaladas en los literales
anteriores.

Parágrafo 3º. Los recursos por concepto de contribuciones que no se
paguen en los plazos fijados por la Superintendencia, causarán los
mismos intereses de mora aplicables al impuesto de renta y
complementarios.

Parágrafo 4º. La Nación-Ministerio de Hacienda y Crédito Público no
está sujeta al pago de contribuciones.

Parágrafo 5º. En el evento previsto en el artículo 62 de la presente ley,
las contribuciones y demás recursos con que cuenta la Superintendencia
de Valores para el ejercicio de sus funciones, serán trasladados sin
necesidad de autorización alguna a la entidad encargada de adelantar las
funciones asignadas a dicha entidad de vigilancia y control, o a aquella
que resulte del respectivo proceso de fusión, integración o reorganización.

T I T U L O   T E R C E R O

DEL SISTEMA DE COMPENSACION Y LIQUIDACION
DE OPERACIONES Y DEL DEPOSITO DE VALORES

CAPITULO PRIMERO

Actividades de compensación y liquidación

Artículo 9º. Sistemas de compensación y liquidación. Para efectos de
la presente ley, son sistemas de compensación y liquidación de operaciones
el conjunto de actividades, acuerdos, agentes, normas, procedimientos y
mecanismos que tengan por objeto la confirmación, compensación y
liquidación de operaciones sobre valores. Para ser reconocidos como
sistemas de compensación y liquidación, tales actividades, acuerdos,
normas, procedimientos y mecanismos deberán constar en reglamentos
previamente aprobados por la Superintendencia de Valores.

Podrán administrar sistemas de compensación y liquidación de
operaciones las entidades constituidas exclusivamente para tal fin, las
cámaras de riesgo central de contraparte, las bolsas de valores, las bolsas
de bienes y productos agropecuarios, agroindustriales o de otros activos
o bienes, el Banco de la República, los depósitos centralizados de valores
y las demás entidades que autorice el Gobierno Nacional.

La regulación aplicable a la compensación y liquidación deberá
prever mecanismos para el manejo de los riesgos de crédito, de liquidez,
operacional, legal y sistémico.
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Tendrán la calidad de participantes en un sistema de compensación y
liquidación las entidades que autorice el Gobierno Nacional por vía
general. Para efectos del acceso a los sistemas de compensación y
liquidación, dichos sistemas deberán incorporar en sus reglamentos
criterios objetivos y equitativos para la participación en los mismos.

Parágrafo. Para efectos de lo dispuesto en la presente ley se entiende
por compensación el proceso mediante el cual se establecen las
obligaciones de entrega de valores y transferencia de fondos de los
participantes de un sistema de compensación y liquidación, derivadas de
operaciones sobre valores. La forma de establecer las obligaciones de los
participantes podrá hacerse a partir de mecanismos bilaterales o
multilaterales que incorporen o no el valor neto de dichas obligaciones.
Las obligaciones así establecidas deben cumplirse en los términos
señalados en la presente ley.

Se entiende por liquidación el proceso mediante el cual se cumplen
definitivamente las obligaciones provenientes de una operación sobre
valores, donde una parte entrega valores y la otra efectúa la transferencia
de los fondos o valores.

Artículo 10. Principio de finalidad en las operaciones sobre valores.
Las órdenes de transferencia de fondos o valores derivadas de operaciones
sobre valores, así como cualquier acto que, en los términos de los
reglamentos de un sistema de compensación y liquidación de operaciones
deba realizarse para su cumplimiento, serán firmes, irrevocables, exigibles
y oponibles frente a terceros a partir del momento en que tales órdenes
hayan sido aceptadas por el sistema de compensación y liquidación.

Se entiende por orden de transferencia la instrucción incondicional
dada por un participante a través de un sistema de compensación y
liquidación de valores para que se efectúe la entrega de un valor o valores,
o de determinada cantidad de fondos a un beneficiario designado en dicha
instrucción.

Para efectos de esta ley, se entiende que una orden de transferencia ha
sido aceptada cuando ha cumplido los requisitos y controles de riesgo
establecidos en los reglamentos del respectivo sistema de compensación
y liquidación, adoptados conforme a las disposiciones pertinentes. Tales
reglamentos deberán ser aprobados por la Superintendencia de Valores.

Parágrafo 1º. Una vez una orden de transferencia haya sido aceptada
por el sistema de compensación y liquidación en los términos señalados
en esta Ley, los valores y los fondos respectivos no podrán ser objeto de
medidas judiciales o administrativas incluidas las medidas cautelares,
órdenes de retención o similares, así como las derivadas de normas de
naturaleza concursal, de toma de posesión, disolución, liquidación, o
acuerdos globales de reestructuración de deudas, que tengan por objeto
prohibir, suspender o de cualquier forma limitar los pagos que deban
efectuarse a través de dicho sistema. Las órdenes de transferencia
aceptadas, los actos necesarios para su cumplimiento y las operaciones
que de aquellas se derivan no podrán impugnarse, anularse o declararse
ineficaces. Estas medidas solo surtirán sus efectos respecto a órdenes de
transferencia no aceptadas a partir del momento en que sean notificados
al administrador del sistema de acuerdo con las normas aplicables. En el
caso de medidas derivadas de normas de naturaleza concursal, de toma
de posesión, disolución, liquidación, o acuerdos globales de
reestructuración de deudas dicha notificación deberá hacerse de manera
personal al representante legal del administrador del sistema.

Parágrafo 2º. Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio de
las acciones que puedan asistir al agente especial, el liquidador, los
órganos concursales, a las autoridades pertinentes o a cualquier acreedor
para exigir, en su caso, las indemnizaciones que correspondan o las
responsabilidades que procedan, por una actuación contraria a derecho o
por cualquier otra causa, de quienes hubieran realizado dicha actuación
o de los que indebidamente hubieran resultado beneficiarios de las
operaciones realizadas.

Parágrafo 3º. Lo previsto en el presente artículo será aplicable a las
operaciones que se efectúen tanto en el mercado mostrador como a las
que se realicen en los sistemas de negociación de valores, a partir del
momento en que hayan sido aceptadas por el sistema de compensación
y liquidación.

Artículo 11. Garantías entregadas por cuenta de los participantes.
Las garantías entregadas por cuenta de un participante a un sistema de
compensación y liquidación de operaciones, sean propias o de un tercero,
que estén afectas al cumplimiento de operaciones u órdenes de
transferencia aceptadas por el sistema, así como de la compensación y
liquidación que resulten de estas, no podrán ser objeto de reivindicación,
embargo, secuestro, retención u otra medida cautelar similar,
administrativa o judicial, hasta tanto no se cumplan enteramente las
obligaciones derivadas de tales operaciones u órdenes.

Los actos por virtud de los cuales se constituyan, incrementen o
sustituyan las garantías a que hace referencia el inciso anterior serán
irrevocables y no podrán impugnarse, anularse o declararse ineficaces.

Las garantías entregadas por cuenta de un participante en un sistema
de compensación y liquidación de operaciones podrán aplicarse a la
liquidación de las obligaciones garantizadas aún en el evento en que el
otorgante sea objeto de un proceso concursal o liquidatorio o de un
acuerdo de reestructuración. Se entenderá, sin embargo, que el sobrante
que resulte de la liquidación de las obligaciones correspondientes con
cargo a las citadas garantías será parte del patrimonio del otorgante para
efectos del respectivo proceso.

Las garantías a que se refiere el presente artículo se podrán hacer
efectivas, sin necesidad de trámite judicial alguno, conforme a los
reglamentos del correspondiente sistema de compensación y liquidación
de operaciones.

Parágrafo 1º. En el libro de anotación en cuenta podrán inscribirse
prendas con o sin tenencia sobre valores y otros negocios jurídicos
dirigidos a garantizar o asegurar el cumplimiento de obligaciones.

Parágrafo 2º. Las garantías entregadas al Banco de la República para
asegurar el cumplimiento de las operaciones que realice el Banco en
cumplimiento de sus funciones, tendrán las prerrogativas establecidas en
el presente artículo.

CAPITULO SEGUNDO

Anotación en cuenta y operaciones sobre valores

Artículo 12. Anotación en cuenta. Se entenderá por anotación en
cuenta el registro que se efectúe de los derechos o saldos de los titulares
en las cuentas de depósito, el cual será llevado por un depósito centralizado
de valores.

La anotación en cuenta será constitutiva del respectivo derecho. En
consecuencia, la creación, emisión o transferencia, los gravámenes y las
medidas cautelares a que sean sometidos y cualquiera otra afectación de
los derechos contenidos en el respectivo valor que circulen mediante
anotación en cuenta se perfeccionará mediante la anotación en cuenta.

Se presumirá que quien figure en los asientos del registro electrónico
es titular del valor al cual se refiera dicho registro y podrá exigir de la
entidad emisora que realice en su favor las prestaciones que correspondan
al mencionado valor.

El Gobierno Nacional al expedir la regulación que desarrolle lo
previsto en el presente artículo deberá tener en cuenta los principios de
prioridad, rogación, fungibilidad, buena fe registral y tracto sucesivo del
correspondiente registro.

Artículo 13. Valor probatorio y autenticidad de las certificaciones
expedidas por los depósitos centralizados de valores. En los certificados
que expida un depósito centralizado de valores se harán constar los
derechos representados mediante anotación en cuenta. Dichos certificados
prestarán mérito ejecutivo pero no podrán circular ni servirán para
transferir la propiedad de los valores. Asimismo, corresponderá a los
depósitos centralizados de valores expedir certificaciones que valdrán
para ejercer los derechos políticos que otorguen los valores.

Artículo 14. Operaciones repo, operaciones simultáneas e intercambio
de valores. Las operaciones repo, las operaciones simultáneas de valores
y las de intercambio de valores celebradas conforme a la normatividad
aplicable, conllevan la transferencia de propiedad sobre los valores
entregados.
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Los efectos jurídicos de las operaciones repo y simultáneas a las cuales
se refiere el presente artículo serán los siguientes:

a) Una vez cumplido el plazo o la condición que se pacte el adquirente
inicial de los valores deberá restituir la propiedad de los mismos a quien
se los transfirió. Si los títulos originalmente utilizados en la operación
fueron enajenados, deberá entregar otros de la misma especie, clase y
monto;

b) Si quien inicialmente transfiere los valores incumple su obligación
de pagar el precio de readquisición, su contraparte mantendrá el derecho
de propiedad sobre los mismos y en consecuencia podrá conservarlos
definitivamente, disponer de ellos o cobrarlos a su vencimiento. Sin
embargo, en este caso la parte que mantenga la propiedad del título
deberá entregar a su contraparte en un plazo no mayor a cinco (5) días
hábiles contados a partir de la fecha del incumplimiento la diferencia que
resulte entre el precio acordado y el precio de mercado del valor en la
fecha del incumplimiento;

c) Si quien inicialmente adquiere los valores incumple su obligación
de retransferirlos, su contraparte no tendrá obligación de pagar un precio
por los mismos. La contraparte que entregó inicialmente el título tendrá
derecho a que se le entregue en un plazo no mayor a cinco (5) días hábiles
contados a partir de la fecha del incumplimiento, la diferencia que resulte
entre el precio acordado y el precio de mercado del valor en la fecha del
incumplimiento.

En los intercambios de valores, si quien está obligado a restituir el
valor a su contraparte incumple dicha obligación, la contraparte mantendrá
el derecho de propiedad de los valores que inicialmente se le hayan
entregado y en consecuencia podrá conservarlos definitivamente, disponer
de ellos o cobrarlos a su vencimiento. Si existe alguna diferencia entre el
precio de mercado del título recibido y el precio de mercado del título
entregado valorados en la fecha del incumplimiento, la parte que haya
entregado inicialmente el valor con el mayor precio, tendrá derecho a que
se le pague en un plazo no mayor a cinco (5) días hábiles contados a partir
de la fecha del incumplimiento, la diferencia entre los precios de los dos
valores, mediante la entrega de dinero o valores de la misma clase, según
lo convengan las partes.

Parágrafo 1º. Cuando se encuentre pendiente de cumplimiento una de
las operaciones a las que se refiere este artículo y se presente un
procedimiento concursal, una toma de posesión para liquidación o,
acuerdos globales de reestructuración de deudas, respecto de las partes
que intervienen en la misma se dará por terminada anticipadamente la
operación a partir de la fecha en que se haya adoptado la decisión
respectiva. En este caso el agente, liquidador o quien haga sus veces
podrá optar por dar cumplimiento a la operación en los términos financieros
que corresponda dentro de los quince (15) días siguientes.

En el caso en que no se dé cumplimiento a la operación en el plazo
fijado en el inciso anterior se procederá como se dispone en el presente
artículo según la posición de la parte incumplida en la respectiva
operación. En el caso previsto en el literal c) la parte que transfirió los
valores tendrá derecho a que se le reconozca un crédito por una suma
equivalente a la diferencia entre el valor de la obligación a la fecha
respectiva y el precio de mercado del valor el día de la declaración del
proceso concursal. En el caso de los intercambios de valores, si la
contraparte de la entidad respecto de la cual se inició un proceso
concursal entregó valores con un mayor precio de mercado, tendrá
derecho a que se le reconozca un crédito por una suma equivalente a la
diferencia de precios entre los dos valores. Estos créditos no forman parte
de los activos del proceso concursal y deberán satisfacerse a la mayor
brevedad posible.

Parágrafo 2º. Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo el
Gobierno Nacional reglamentará la forma de determinar los precios de
mercado de los valores.

Parágrafo 3º. Lo previsto en el presente artículo será aplicable en caso
que no exista previsión diferente en los contratos correspondientes o en
el respectivo reglamento.

CAPITULO TERCERO

De las Cámaras de Riesgo Central de Contraparte

Artículo 15. Las Cámaras de Riesgo Central de Contraparte. Las
Cámaras de Riesgo Central de Contraparte tendrán por objeto exclusivo
la prestación del servicio de compensación como contraparte central de
operaciones, con el propósito de reducir o eliminar los riesgos de
incumplimiento de las obligaciones derivadas de las mismas. En ejercicio
de dicho objeto desarrollarán las siguientes actividades:

a) Constituirse como acreedoras y deudoras recíprocas de los derechos
y obligaciones que deriven de operaciones que hubieren sido previamente
aceptadas para su compensación y liquidación, de conformidad con lo
establecido en el reglamento autorizado por la Superintendencia de
Valores, asumiendo tal carácter frente a las partes en la operación de
forma irrevocable, quienes a su vez mantendrán el vínculo jurídico con
la contraparte central y no entre sí;

b) Administrar sistemas de compensación y liquidación de operaciones;

c) Exigir, recibir y administrar las garantías otorgadas para el adecuado
funcionamiento de la Cámara de Riesgo Central de Contraparte;

d) Exigir a las personas que vayan a actuar como sus contrapartes,
respecto de las operaciones en las que se constituya como deudora y
acreedora recíproca, los dineros, valores o activos que le permitan el
cumplimiento de las obligaciones de aquellos frente a la misma, de
conformidad con lo establecido en el reglamento autorizado por la
Superintendencia de Valores;

e) Expedir certificaciones de los actos que realice en el ejercicio de sus
funciones. Las certificaciones de sus registros en las que conste el
incumplimiento de sus contrapartes frente a la sociedad prestarán mérito
ejecutivo, siempre que se acompañen de los documentos en los que
consten las obligaciones que les dieron origen.

Las Cámaras de Riesgo Central de Contraparte estarán obligadas a
incluir en su razón social y nombre comercial la denominación “Cámara
de Riesgo Central de Contraparte”, seguida de la abreviatura S. A.
Ninguna otra persona o entidad podrá utilizar tales denominaciones o
cualquier otra que induzca a confusión con las mismas ni realizar la
actividad prevista en el literal a) del presente artículo.

Las Cámaras de Riesgo Central de Contraparte solo podrán realizar las
tareas a que se refiere el literal a) del presente artículo en relación con las
contrapartes que cumplan los requisitos fijados por el Gobierno Nacional,
quienes participarán por su propia cuenta o por cuenta de terceros.

Parágrafo. Lo establecido en los artículos 10 y 11 de la presente ley
será aplicable a las operaciones que compensen y liquiden las Cámaras
de Riesgo Central de Contraparte.

Artículo 16. Socios. Podrán ser socios de las Cámaras de Riesgo
Central de Contraparte los intermediarios de valores, los establecimientos
de crédito, las compañías de seguros, las sociedades de servicios
financieros, las sociedades de capitalización, las sociedades
administradoras de sistemas de negociación, las bolsas de valores, las
bolsas de productos agropecuarios, agroindustriales o de otros activos o
bienes, los intermediarios de estas últimas y los depósitos centralizados
de valores. El Gobierno Nacional podrá establecer por vía general que
otras personas, en adición a las señaladas en el presente artículo, podrán
ser socias de las Cámaras de Riesgo Central de Contraparte.

También podrán ser socios de las Cámaras de Riesgo Central de
Contraparte, las entidades del exterior cuya actividad sea igual o similar
a las señaladas en el inciso anterior, cuya participación sea autorizada por
la Superintendencia de Valores.

Ninguna persona podrá ser beneficiario real de un número de acciones
que representen más del diez por ciento (10%) del capital social de una
Cámara de Riesgo Central de Contraparte. El Gobierno Nacional podrá
señalar los casos de excepción en los cuales una persona podrá tener una
participación que supere el límite anterior.

Artículo 17. Compensación. Las obligaciones que las Cámaras de
Riesgo Central de Contraparte tengan con sus deudores y acreedores
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recíprocos, se extinguirán por compensación hasta el importe que
corresponda.

Artículo 18. Garantías entregadas a las Cámaras de Riesgo Central
de Contraparte. El patrimonio de las Cámaras de Riesgo Central de
Contraparte estará afecto de forma preferente al cumplimiento de las
obligaciones asumidas por la propia Cámara de Riesgo Central de
Contraparte.

Los bienes y derechos entregados en garantía en favor de las Cámaras
de Riesgo Central de Contraparte no podrán ser objeto de reivindicación,
embargo, secuestro, retención u otra medida cautelar similar, o de
medidas derivadas de la aplicación de normas de naturaleza concursal o
de la toma de posesión, liquidación o acuerdo de reestructuración. Tales
garantías se liquidarán conforme a los reglamentos de la Cámara de
Riesgo Central de Contraparte, sin necesidad de trámite judicial alguno.

Los bienes patrimoniales y las garantías otorgadas a las Cámaras de
Riesgo Central de Contraparte se liquidarán conforme con sus reglamentos
de operaciones, los cuales deberán ser autorizados por la Superintendencia
de Valores.

Parágrafo. El producto de la realización de las garantías otorgadas por
las contrapartes de las Cámaras de Riesgo Central de Contraparte así
como los valores o cualquier otro activo objeto de compensación y
liquidación, serán destinados a la liquidación de las obligaciones asumidas
dentro del ámbito de las Cámaras de Riesgo Central de Contraparte. El
remanente, cuando lo haya, será entregado a la correspondiente contraparte.

CAPITULO CUARTO

Remisión normativa

Artículo 19. Remisión normativa. Las transferencias de fondos y/o
divisas a través de sistemas de pagos se regirán por los mismos principios
aplicables a los sistemas de compensación y liquidación de valores
definidos en el presente Título, en los términos que reglamenten el
Gobierno Nacional y el Banco de la República de acuerdo con sus
competencias.

T I T U L O   C U A R T O

DEL FUNCIONAMIENTO ORDENADO DEL MERCADO

CAPITULO PRIMERO

Disposiciones generales aplicables a las entidades sometidas
a la inspección y vigilancia permanente de la Superintendencia

de Valores

Artículo 20. Inhabilidades. Las inhabilidades previstas en las normas
vigentes para las bolsas de valores se harán extensivas a las Sociedades
Administradoras de Sistemas de Negociación y a las bolsas de productos
agropecuarios y agroindustriales o de otros activos.

Los administradores de las sociedades inscritas como comisionistas
de bolsa así como sus socios o accionistas según sea el caso no podrán ser
administradores ni revisores fiscales de sociedades cuyas acciones o
valores se encuentren inscritos en el Registro Nacional de Valores y
Emisores, salvo de las bolsas de valores, las sociedades administradoras
de sistemas de negociación de valores o de su propia sociedad comisionista.
Sin embargo, podrán formar parte de sus juntas directivas los directores
de la matriz o sus representantes legales.

Los intermediarios de las bolsas de productos agropecuarios y
agroindustriales o de otros activos y sus administradores no podrán ser
administradores ni revisores fiscales de sociedades cuyas acciones o
valores se encuentren inscritos en el Registro Nacional de Valores y
Emisores, salvo respecto de las bolsas de productos agropecuarios,
agroindustriales o de otros activos o de su propio intermediario.

Para todos los efectos, se entenderán incorporadas en la presente ley
las disposiciones previstas en el artículo 1.1.6.4 de la Resolución 400 de
1995 en relación con las inhabilidades de las sociedades calificadoras de
valores.

Las incompatibilidades e inhabilidades previstas en las normas vigentes
para los administradores, revisores fiscales y comisionistas de las bolsas
de valores serán también aplicables a los administradores y revisores

fiscales de las bolsas de productos agropecuarios, agroindustriales o de
otros activos y sus intermediarios.

Artículo 21. Contralor normativo. Las sociedades comisionistas de
bolsa deberán contar con un contralor normativo, quien será una persona
independiente nombrada por la junta directiva de la sociedad. El contralor
normativo asistirá a las reuniones de la junta directiva de la sociedad con
voz pero sin voto y tendrá por lo menos las siguientes funciones:

a) Establecer los procedimientos para asegurar que se cumpla con las
leyes, reglamentos, estatutos y, en general, toda la normatividad que
afecte a la entidad;

b) Proponer a la Junta Directiva el establecimiento de medidas para
prevenir conflictos de interés y evitar el uso indebido de información;

c) Documentar e informar a la Junta Directiva de las irregularidades
que puedan afectar el sano desarrollo de la sociedad;

d) Las demás que se establezcan en los estatutos sociales.

Las funciones del contralor normativo se ejercerán sin perjuicio de las
que correspondan al revisor fiscal de conformidad con la legislación
aplicable.

Parágrafo. El Gobierno Nacional podrá establecer la obligación para
que otras entidades sometidas a inspección y vigilancia deban contar con
un contralor normativo.

Artículo 22. Aplicación del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.
En la constitución de las entidades de que trata el presente título se
aplicará lo previsto por el artículo 53 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero siempre que no sea contrario a las disposiciones especiales
sobre la materia. Igualmente les serán aplicables a dichas entidades los
artículos 72, 74, 81, 88 y 102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero y las normas que las modifiquen, sustituyan o complementen.

La Superintendencia de Valores podrá adoptar las medidas a que se
refiere el artículo 108 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero
respecto de aquellas personas que realicen las actividades previstas en la
presente ley sin contar con la debida autorización.

Las causales, procedencia de la medida y demás reglas previstas para
la toma de posesión, liquidación forzosa administrativa y para los
institutos de salvamento y protección de la confianza pública previstas en
el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero serán aplicables a la
Superintendencia de Valores y a las entidades sometidas a su inspección
y vigilancia permanente, en lo que sean compatibles con su naturaleza.

La fusión, escisión, conversión, cesión de activos, pasivos y contratos
de las entidades señaladas en el presente capítulo se regirá, en lo
pertinente, por lo dispuesto en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero
y las normas que lo modifiquen, sustituyan o complementen.

Adicionalmente, será aplicable a tales entidades lo previsto en el
numeral 4º del artículo 98 y en el numeral 1 del artículo 122 del Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero.

Artículo 23. Derechos sobre valores en caso de liquidación. Cuando
quiera que se dé inicio a un procedimiento dirigido a la liquidación de una
de las entidades previstas en el presente título, los valores, los bienes o el
dinero que haya recibido de terceros para su custodia, administración o
transferencia, o para la ejecución de negocios o de encargos, se
considerarán que no forman parte del proceso liquidatorio y deberán
devolverse a dichos terceros a la mayor brevedad posible.

CAPITULO SEGUNDO

De la autorregulación del mercado y de su disciplina

Artículo 24. Del ámbito de la autorregulación. La autorregulación
comprende el ejercicio de las siguientes funciones:

a) Función normativa: Consistente en la adopción de normas para
asegurar el correcto funcionamiento de la actividad de intermediación;

b) Función de supervisión: Consistente en la verificación del
cumplimiento de las normas del mercado de valores y de los reglamentos
de autorregulación;
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c) Función disciplinaria: Consistente en la imposición de sanciones
por el incumplimiento de las normas del mercado de valores y de los
reglamentos de autorregulación.

Parágrafo. Estas funciones se deberán cumplir por las entidades
autorizadas para actuar como organismos autorreguladores, en los términos
y condiciones que determine el Gobierno Nacional. En ejercicio de esta
facultad, el Gobierno Nacional deberá propender porque se eviten los
arbitrajes entre las entidades que deberán cumplir con las obligaciones de
autorregulación previstas en la presente ley.

Artículo 25. Obligación de autorregulación. Quienes realicen
actividades de intermediación de valores están obligados a autorregularse
en los términos del presente capítulo. Estas obligaciones deberán atenderse
a través de cuerpos especializados para tal fin. Podrán actuar como
organismos autorreguladores las siguientes entidades:

a) Organizaciones constituidas exclusivamente para tal fin;

b) Organizaciones gremiales o profesionales;

c) Las bolsas de valores;

d) Las bolsas de productos agropecuarios, agroindustriales o de otros
activos o bienes;

e) Las Sociedades Administradoras de Sistemas de Negociación a que
se refiere la presente ley.

Parágrafo 1º. Las entidades a las que se refiere el presente artículo
podrán ejercer algunas o todas las funciones de autorregulación previstas
en el artículo 24, en los términos y condiciones que determine el
Gobierno Nacional. Mientras no se establezca lo contrario, las bolsas de
valores continuarán ejerciendo a través de sus órganos las funciones a que
se refiere el artículo 24, en los términos en que actualmente las cumplen.

Parágrafo 2º. La función de autorregulación no tiene el carácter de
función pública.

Parágrafo 3º. Los organismos de autorregulación a que se refiere el
presente artículo responderán civilmente cuando exista culpa grave o
dolo. En estos casos los procesos de impugnación se tramitarán por el
procedimiento establecido en el artículo 421 del Código de Procedimiento
Civil y solo podrán proponerse dentro del mes siguiente a la fecha de la
decisión de última instancia que resuelva el respectivo proceso.

Parágrafo 4º. La Superintendencia de Valores, en los términos que
establece la presente ley, supervisará el adecuado funcionamiento de los
organismos de autorregulación y velará porque las funciones disciplinarias
sean desarrolladas oportuna y adecuadamente por tales organismos.

Artículo 26. Reglamentos. Los organismos autorreguladores deberán
adoptar un cuerpo de normas que deberán ser cumplidas por las personas
sobre las cuales tienen competencia. Este cuerpo de normas deberá
quedar expresado en reglamentos que serán previamente autorizados por
la Superintendencia de Valores, serán de obligatorio cumplimiento y se
presumirán conocidos por quienes se encuentren sometidos a los mismos.

Artículo 27. Función disciplinaria. Quien ejerza función normativa y/
o de supervisión deberá poner en conocimiento de quien ejerza la función
disciplinaria el incumplimiento de los reglamentos de autorregulación o
de las normas del mercado de valores. En ejercicio de esta última función
se deberán establecer procedimientos e iniciar de oficio o a petición de
parte acciones disciplinarias por el incumplimiento de los reglamentos de
autorregulación, decidir sobre las sanciones disciplinarias aplicables e
informar a la Superintendencia de Valores la iniciación de investigaciones
por la posible ocurrencia de dichas violaciones, así como las medidas
adoptadas.

Quien ejerza funciones disciplinarias podrá decretar, practicar y
valorar pruebas, determinar la posible responsabilidad disciplinaria de
las personas investigadas dentro de un proceso disciplinario, imponer las
sanciones disciplinarias establecidas en los reglamentos, garantizando
en todo caso el derecho de defensa y el debido proceso.

Las pruebas recaudadas por quien ejerza funciones disciplinarias
podrán ser utilizadas por la Superintendencia de Valores en ejercicio de
su facultad sancionatoria. Igualmente, las pruebas recaudadas por la

Superintendencia de Valores podrán ser utilizadas por quien ejerza
funciones disciplinarias, sin perjuicio del derecho de contradicción.

Parágrafo. La función disciplinaria de que trata este artículo, podrá
continuar ejerciéndose a través de cámaras disciplinarias en los términos
y condiciones que determine el Gobierno Nacional.

T I T U L O   Q U I N T O

DEL REGIMEN DE PROTECCION A LOS INVERSIONISTAS

CAPITULO PRIMERO

De los deberes y funcionamiento de las sociedades inscritas

Artículo 28. Régimen de las sociedades inscritas. Para efectos de la
presente ley y de las normas que la desarrollen, complementen o
modifiquen, serán sociedades inscritas las sociedades anónimas que
tengan acciones o bonos obligatoriamente convertibles en acciones
inscritos en el Registro Nacional de Valores y Emisores.

Artículo 29. Mecanismos de elección de miembros de junta directiva
diferentes al cuociente electoral. Las sociedades inscritas podrán adoptar
en sus estatutos alguno de los sistemas de votación diferentes del
cuociente electoral que determine el Gobierno Nacional en ejercicio de
la facultad prevista en el inciso 3º del presente artículo, para la elección
de uno, algunos o todos los miembros de la junta directiva.

Los mecanismos a que se refiere el presente artículo serán válidos
siempre que con su aplicación los accionistas minoritarios aumenten el
número de miembros de junta directiva que podrían elegir si se aplicara
el sistema previsto en el artículo 197 del Código de Comercio.

El Gobierno Nacional establecerá y regulará los sistemas de votación
que podrán ser adoptados por las sociedades inscritas conforme a lo
dispuesto en el presente artículo.

Parágrafo. Lo dispuesto en el presente artículo no será aplicable a las
entidades sujetas a la inspección y vigilancia de la Superintendencia
Bancaria.

Artículo 30. Protección de accionistas. Cuando un número plural de
accionistas que represente, cuando menos, el cinco por ciento (5%) de las
acciones suscritas presente propuestas a las juntas directivas de las
sociedades inscritas, dichos órganos deberán considerarlas y responderlas
por escrito a quienes las hayan formulado, indicando claramente las
razones que motivaron las decisiones.

En todo caso tales propuestas no podrán tener por objeto temas
relacionados con secretos industriales o información estratégica para el
desarrollo de la compañía. El Gobierno Nacional regulará la materia.

Artículo 31. Contenido del reglamento de suscripción de acciones. El
reglamento de suscripción de acciones de las sociedades inscritas
contendrá:

a) La cantidad de acciones que se ofrezca, que no podrá ser inferior a
las emitidas;

b) La proporción y forma en que podrán suscribirse;

c) El plazo de la oferta, que no será menor de quince (15) días ni
excederá de un (1) año;

d) El precio a que sean ofrecidas, el cual deberá ser el resultado de un
estudio realizado de conformidad con procedimientos reconocidos
técnicamente.

Los estatutos o la asamblea general de accionistas podrán disponer
que lo dispuesto en este literal no será aplicable;

e) Los plazos para el pago de las acciones.

Parágrafo 1º. Cuando el reglamento de suscripción de una sociedad
inscrita prevea el pago por cuotas no se aplicará lo dispuesto en el artículo
387 del Código de Comercio. En consecuencia el reglamento de
suscripción de acciones establecerá que parte del precio deberá cubrirse
al momento de la suscripción, así como el plazo para cancelar las cuotas
pendientes.

Parágrafo 2º. Lo dispuesto en el presente artículo no será aplicable a
las entidades sujetas a la inspección y vigilancia de la Superintendencia
Bancaria.
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Artículo 32. Readquisición de acciones y enajenación posterior. Las
sociedades inscritas podrán readquirir sus acciones con sujeción a lo
dispuesto en el artículo 396 del Código de Comercio, siempre que la
readquisición se realice mediante mecanismos que garanticen igualdad
de condiciones a todos los accionistas. En estos casos, el precio de
readquisición se fijará con base en un estudio realizado de conformidad
con procedimientos reconocidos técnicamente.

La enajenación de las acciones readquiridas por las sociedades inscritas
deberá realizarse mediante mecanismos que garanticen igualdad de
condiciones a todos los accionistas sin que resulte necesaria la elaboración
de un reglamento de suscripción de acciones.

Parágrafo. Lo dispuesto en el presente artículo no será aplicable a las
entidades sujetas a la inspección y vigilancia de la Superintendencia
Bancaria.

Artículo 33. Acuerdos entre accionistas. Los acuerdos entre accionistas
de sociedades inscritas deberán, además de cumplir con los requisitos
previstos en el artículo 70 de la Ley 222 de 1995, divulgarse al mercado,
inmediatamente sean suscritos, a través del Registro Nacional de Valores
y Emisores.

Sin el lleno de los requisitos a que se refiere la presente norma los
acuerdos de accionistas no producirán ningún tipo de efectos entre las
partes, frente a la sociedad, frente a los demás socios o frente a terceros.

Parágrafo 1º. Excepcionalmente la Superintendencia de Valores,
podrá autorizar la no divulgación de un acuerdo de accionistas, cuando
así estos lo soliciten y demuestren sumariamente que la inmediata
divulgación del mismo les ocasionaría perjuicios. En ningún caso podrá
permanecer sin divulgación un acuerdo de esta naturaleza durante un
término superior a doce (12) meses contados a partir de su celebración.

Parágrafo 2º. Los acuerdos entre accionistas que se hayan suscrito con
anterioridad a la vigencia de la presente ley deberán registrarse en el
Registro Nacional de Valores y Emisores dentro de los tres (3) meses
siguientes a la entrada en vigencia de la misma. Aquellos acuerdos entre
accionistas que no se registren en los términos anteriores no producirán
efectos a partir del vencimiento del plazo de tres (3) meses fijado en el
presente parágrafo.

CAPITULO SEGUNDO

De los deberes y funcionamiento de los emisores de valores

Artículo 34. Juntas directivas de los emisores de valores. Las juntas
directivas de los emisores de valores se integrarán por un mínimo de
cinco (5) y un máximo de diez (10) miembros principales, de los cuales
cuando menos el veinticinco por ciento (25%) deberán ser independientes.
En ningún caso los emisores de valores podrán tener suplentes numéricos.
Los suplentes de los miembros principales independientes deberán tener
igualmente la calidad de independientes.

Quien tenga la calidad de representante legal de la entidad no podrá
desempeñarse como presidente de la junta directiva.

Parágrafo 1º. Los emisores de valores podrán disponer en sus estatutos
que no existirán suplencias en las juntas directivas.

Parágrafo 2º. Para los efectos de la presente ley, se entenderá por
independiente, aquella persona que en ningún caso sea:

1. Empleado o directivo del emisor o de alguna de sus filiales,
subsidiarias o controlantes, incluyendo aquellas personas que hubieren
tenido tal calidad durante el año inmediatamente anterior a la designación,
salvo que se trate de la reelección de una persona independiente.

2. Accionistas que directamente o en virtud de convenio dirijan,
orienten o controlen la mayoría de los derechos de voto de la entidad o
que determinen la composición mayoritaria de los órganos de
administración, de dirección o de control de la misma.

3. Socio o empleado de asociaciones o sociedades que presten servicios
de asesoría o consultoría al emisor o a las empresas que pertenezcan al
mismo grupo económico del cual forme parte esta, cuando los ingresos
por dicho concepto representen para aquellos, el veinte por ciento (20%)
o más de sus ingresos operacionales.

4. Empleado o directivo de una fundación, asociación o sociedad que
reciba donativos importantes del emisor.

Se consideran donativos importantes aquellos que representen más
del veinte por ciento (20%) del total de donativos recibidos por la
respectiva institución.

5. Administrador de una entidad en cuya junta directiva participe un
representante legal del emisor.

6. Persona que reciba del emisor alguna remuneración diferente a los
honorarios como miembro de la junta directiva, del comité de auditoría
o de cualquier otro comité creado por la junta directiva.

Parágrafo 3º. En todo caso la totalidad de los miembros de la junta
directiva será elegida por la asamblea de accionistas, por el sistema de
cuociente electoral o a través de cualquiera otro de los mecanismos que
determine el Gobierno Nacional en ejercicio de la facultad prevista en el
inciso 3º del artículo 29 de la presente ley.

Artículo 35. Comité de auditoría. Los emisores de valores deberán
constituir un comité de auditoría el cual se integrará con por lo menos tres
(3) miembros de la junta directiva incluyendo todos los independientes.
El presidente de dicho comité deberá ser un miembro independiente. Las
decisiones dentro del comité se adoptarán por mayoría simple.

Los miembros del comité deberán contar con adecuada experiencia
para cumplir a cabalidad con las funciones que corresponden al mismo.

El comité de auditoría contará con la presencia del revisor fiscal de la
sociedad, quien asistirá con derecho a voz y sin voto.

El comité de auditoría, en los términos que determine el Gobierno
Nacional, supervisará el cumplimiento del programa de auditoría interna,
el cual deberá tener en cuenta los riesgos del negocio y evaluar
integralmente la totalidad de las áreas del emisor. Asimismo, velará
porque la preparación, presentación y revelación de la información
financiera se ajuste a lo dispuesto en la ley.

Para el cumplimiento de sus funciones el comité de auditoría podrá
contratar especialistas independientes en los casos específicos en que lo
juzgue conveniente, atendiendo las políticas generales de contratación
del emisor.

Parágrafo 1º. Lo dispuesto en el presente artículo no será aplicable a
las entidades sujetas a la inspección y vigilancia de la Superintendencia
Bancaria.

Parágrafo 2º. Los estados financieros deberán ser sometidos a
consideración del comité de auditoría antes de ser presentados a
consideración de la junta directiva y del máximo órgano social.

Parágrafo 3º. Los emisores de valores deberán prever en sus estatutos
las disposiciones que regirán el funcionamiento del comité de auditoría
así como lo relacionado con la elección de sus miembros, con estricta
sujeción a lo dispuesto en la presente ley y a las normas que la desarrollen.

Parágrafo 4º. El comité de auditoría deberá reunirse por lo menos cada
tres (3) meses. Las decisiones del comité de auditoría se harán constar en
actas, para lo cual se aplicará lo dispuesto en el artículo 189 del Código
de Comercio.

Artículo 36. Excepciones a lo dispuesto en el presente capítulo. Las
disposiciones contenidas en el presente capítulo no serán aplicables a la
Nación, a las entidades territoriales a que se refiere el artículo 286 de la
Constitución Política, al Banco de la República, al Fondo de Garantías de
Instituciones Financieras, Fogafín, a los organismos multilaterales de
crédito, a los Estados y gobiernos extranjeros y a las entidades constituidas
en el extranjero.

T I T U L O   S E X T O

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS

CAPITULO PRIMERO

De las infracciones

Artículo 37. Ambito de aplicación. La Superintendencia de Valores
tendrá la facultad de imponer, a quienes desobedezcan sus decisiones o
a quienes violen las normas que regulen el mercado de valores las
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sanciones a que se refiere el presente título, cuando incurran en cualquiera
de las infracciones previstas en el artículo siguiente de la presente ley.

Las sanciones administrativas impuestas por la Superintendencia de
Valores se aplicarán sin perjuicio de que se adelanten las demás acciones
establecidas en la ley.

Artículo 38. Infracciones. Se consideran infracciones las siguientes:

a) Ejercer actividades o desempeñar cargos u oficios sin haber
realizado previamente la correspondiente inscripción en el respectivo
registro, cuando dicha inscripción fuere requerida;

b) Realizar, colaborar, cohonestar, autorizar, participar de cualquier
forma o coadyuvar con transacciones u otros actos relacionados, que
tengan como objetivo o efecto:

i) Afectar la libre formación de los precios en el mercado de valores;

ii) Manipular la liquidez de determinado valor;

iii) Aparentar ofertas o demandas por valores;

iv) Disminuir, aumentar, estabilizar o mantener artificialmente el
precio, la oferta o la demanda de determinado valor, y

v) Obstaculizar la libre concurrencia y la interferencia de otros en las
ofertas sobre valores.

El ejercicio de la función de estabilización de valores, legítimamente
ejercida, incluyendo los contratos de liquidez, no se considerará como
infracción;

c) No llevar la contabilidad según las normas aplicables o llevarla de
forma que contenga vicios, imprecisiones o errores que impidan conocer
la verdadera situación patrimonial o las operaciones.

Esta infracción únicamente será aplicable a las personas sujetas a la
inspección y vigilancia permanente de la Superintendencia de Valores y
a los emisores de valores sometidos a su control exclusivo;

d) Remitir a las autoridades información contable que no sea llevada
conforme a las normas aplicables o que sea llevada de forma que
contenga vicios, imprecisiones o errores que impidan conocer la verdadera
situación patrimonial o las operaciones, o no publicar la información
contable en los términos y condiciones que la normatividad aplicable
establezca.

Esta infracción será aplicable a las entidades sujetas a la inspección y
vigilancia de la Superintendencia Bancaria en cuanto a las obligaciones
de suministro de información al mercado de valores;

e) Incumplir las normas sobre información privilegiada, o utilizar o
divulgar indebidamente información sujeta a reserva;

f) Incumplir las disposiciones sobre conflictos de interés; incumplir
los deberes profesionales que les correspondan a quienes participen en el
mercado en cualquiera de sus actividades; incumplir los deberes o las
obligaciones frente al mercado, respecto de los accionistas de sociedades
inscritas, incluidos los minoritarios, o respecto de los inversionistas;
incumplir los deberes o las obligaciones que impongan la ley o las normas
que la desarrollen o complementen, frente a quienes confieran encargos
a intermediarios de valores o frente a aquellos en cuyo nombre se
administren valores o fondos de valores, fondos de inversión, fondos
mutuos de inversión.

Estas infracciones serán aplicables a las instituciones sometidas a la
inspección y vigilancia de la Superintendencia Bancaria, únicamente en
lo que hace relación a su actuación en el mercado de valores;

g) No divulgar en forma veraz, oportuna, completa o suficiente
información que pudiere afectar las decisiones de los accionistas en la
respectiva asamblea o que, por su importancia, pudiera afectar la
colocación de valores, su cotización en el mercado o la decisión de los
inversionistas de vender, comprar o mantener dichos valores;

h) Admitir o permitir que determinado valor sea ofrecido o negociado
en un sistema de negociación de valores sin estar previamente inscrito en
el Registro Nacional de Valores y Emisores; suspender o excluir las
negociaciones de determinado valor inscrito en un sistema de negociación

de valores, sin causa justificada, o negociarlo en el mercado sin que exista
alguna de las inscripciones en los registros que establece la presente ley;

i) Utilizar cualquier denominación o signo distintivo dirigido al
público, o cualquier palabra o locución, inclusive en lengua extranjera,
que pudiera engañar o confundir sobre la legitimación para desarrollar
cualquier actividad propia del mercado de valores; incumplir lo previsto
en esta ley o en cualquier norma que la desarrolle sobre la publicidad
sobre valores o intermediarios;

j) Omitir el deber de informar sobre participaciones de capital y sobre
movimientos de compra, venta o disposición de acciones, o incumplir
cualquier otro deber de información a las autoridades, al mercado o a los
inversionistas, incluyendo los inversionistas potenciales, o los deberes
especiales de información que establezcan las normas aplicables;

k) Realizar una oferta pública en cualquiera de sus modalidades, con
violación de las normas aplicables, o no realizarla cuando las autoridades
así lo requieran;

l) Incumplir las normas sobre autorregulación, así como las dictadas
en ejercicio de la función de autorregulación;

m) Violar las normas relacionadas con la separación patrimonial entre
los activos propios y los de terceros o dar a los activos de terceros un uso
diferente del permitido.

Esta infracción únicamente será aplicable a las personas sujetas a la
inspección y vigilancia permanente de la Superintendencia de Valores;

n) Realizar declaraciones o divulgar informaciones falsas, engañosas,
inexactas o incompletas o expedir comunicaciones o certificaciones
falsas o inexactas sobre los valores depositados en los depósitos
centralizados de valores;

o) Incumplir los deberes legales o contractuales que correspondan a
quienes administren fondos de valores, fondos de inversión y fondos
mutuos de inversión;

p) Acceder fraudulenta o abusivamente o sin autorización a los
sistemas de registro o de negociación de valores;

q) Autorizar actos, ejecutarlos, cohonestarlos, o no evitarlos debiendo
hacerlo, en contra de lo dispuesto en la presente ley o las normas que la
desarrollen, o las otras normas que regulen el mercado de valores;

r) No declarar oportunamente un impedimento o una inhabilidad
relacionada con el ejercicio de actividades en el mercado de valores;

s) Incumplir el régimen establecido en los artículos 102 a 107 del
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y en las normas del mercado
de valores que los desarrollen, modifiquen o adicionen, en concordancia
con lo dispuesto en el artículo 39 de la Ley 190 de 1995 o cualquier norma
relacionada con la prevención y control de actividades delictivas a través
del mercado de valores.

Esta infracción únicamente será aplicable a las personas sujetas a la
inspección y vigilancia permanente de la Superintendencia de Valores,
sin perjuicio del ejercicio de las facultades de la Superintendencia
Bancaria en materia de prevención y control de actividades delictivas;

t) Incumplir las normas sobre designación de defensor del cliente,
miembros independientes de la junta directiva, oficial de cumplimiento
o miembros del comité de auditoría, contralor normativo; no efectuar las
apropiaciones necesarias para el suministro de los recursos humanos y
técnicos que quienes ejercen los mencionados cargos requieran para su
adecuado desempeño o no proveer la información que los mismos
necesiten para el ejercicio de sus funciones. Para quienes actúen como
defensor del cliente, miembros de junta directiva, oficial de cumplimiento,
miembros del comité de auditoría y contralor normativo incumplir con
los deberes y obligaciones establecidos para el desarrollo de sus funciones.

Esta infracción únicamente será aplicable a las personas sujetas a la
inspección y vigilancia permanente de la Superintendencia de Valores y
a los emisores de valores sometidos a su control exclusivo;

u) Utilizar el nombre o las cuentas de terceros para el registro de
operaciones en provecho de un intermediario, de sus funcionarios o de
terceros;
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v) Incumplir las normas relacionadas con capitales mínimos, niveles
adecuados de patrimonio, márgenes de solvencia, posición propia,
inversiones obligatorias, máximos y mínimos de inversión y demás
controles de ley, por parte de las entidades sometidas a la inspección y
vigilancia permanente de la Superintendencia de Valores;

w) Incumplir las disposiciones del Banco de la República por parte las
entidades sometidas a la inspección y vigilancia permanente de la
Superintendencia de Valores;

x) Infringir las reglas contenidas en la presente ley, las normas que se
expidan con base en la misma, cualquiera de las normas que regulen el
mercado de valores o los reglamentos aprobados por la Superintendencia
de Valores.

CAPITULO SEGUNDO

De las sanciones

Artículo 39. Principios. La facultad sancionatoria administrativa de la
Superintendencia de Valores se orienta y ejerce de acuerdo con los
siguientes principios:

a) Principio de proporcionalidad, según el cual la sanción deberá ser
proporcional a la infracción;

b) Principio disuasorio de la sanción, según el cual la sanción procurará
persuadir a los participantes del mercado de vulnerar la norma que dio
origen a la misma;

c) Principio de la revelación dirigida, de acuerdo con el cual la
Superintendencia de Valores podrá determinar el momento en que
divulgará al público determinada sanción, en los casos en los cuales la
revelación de la misma pueda poner en riesgo la estabilidad del mercado;

d) Principio de contradicción, de acuerdo con el cual la Superintendencia
de Valores tendrá en cuenta los descargos que hagan las personas a
quienes se les formuló pliego de cargos y la contradicción de las pruebas
allegadas regular y oportunamente al proceso administrativo sancionatorio.

Artículo 40. Criterios para la graduación de las sanciones. Las
sanciones por las infracciones administrativas definidas en el capítulo
anterior, se graduarán atendiendo los siguientes criterios, en cuanto
resulten aplicables:

a) La reiteración o reincidencia en la comisión de infracciones;

b) La resistencia, negativa u obstrucción frente a la acción investigadora,
de supervisión o sancionatoria de la Superintendencia de Valores;

c) La renuencia o desacato a cumplir las órdenes impartidas por la
Superintendencia de Valores;

d) La utilización de medios fraudulentos en la comisión de la infracción
o la comisión de esta por interpuesta persona, ocultar la comisión de la
misma o encubrir sus efectos;

e) El que la comisión de la infracción pudiera derivar en un lucro o
aprovechamiento indebido, para sí o para un tercero;

f) El que la comisión de la infracción se realice por medio, con la
participación, o en beneficio de personas sometidas a la inspección y
vigilancia permanente de la Superintendencia de Valores, personas que
realicen las actividades señaladas en el artículo 3º de la presente ley o
sometidas a la inspección y vigilancia de la Superintendencia Bancaria,
o de quienes las controlen, o de sus subordinadas;

g) La dimensión del daño o peligro a los intereses jurídicos tutelados
por las normas del mercado de valores;

h) El grado de prudencia y diligencia con que se hayan atendido los
deberes o se hayan aplicado las normas pertinentes;

i) La oportunidad en el reconocimiento o aceptación expresos que
haga el investigado sobre la comisión de la infracción.

Parágrafo 1º. Los criterios antes mencionados serán aplicables
simultáneamente cuando a ello haya lugar.

Parágrafo 2º. Para los efectos del presente artículo, se entenderá que
hay reiteración cuando se cometan dos o más infracciones entre las cuales
medie un período inferior a tres (3) años.

Parágrafo 3º. Estos criterios de graduación no se aplicarán en la
imposición de aquellas sanciones pecuniarias regladas por normas
especiales, cuya cuantía se calcula utilizando la metodología indicada
por tales disposiciones, como son las relativas a capitales mínimos,
niveles adecuados de patrimonio, márgenes de solvencia, posición propia,
inversiones obligatorias, máximos y mínimos de inversión y demás
controles de ley, aplicables a las entidades sometidas a la inspección y
vigilancia permanente de la Superintendencia de Valores.

Artículo 41. Sanciones. Quien incurra en cualquiera de las infracciones
descritas en el artículo 38 de la presente ley estará sujeto a una o algunas
de las siguientes sanciones, que serán impuestas por la Superintendencia
de Valores:

a) Amonestación;

b) Multa a favor del Tesoro Nacional;

c) Suspensión o inhabilitación hasta por cinco (5) años para realizar
funciones de administración, dirección o control de las entidades sometidas
a la inspección y vigilancia permanente de la Superintendencia de
Valores;

d) Remoción de quienes ejercen funciones de administración, dirección
o control o del revisor fiscal de las entidades sometidas a la inspección y
vigilancia permanente de la Superintendencia de Valores;

e) Suspensión de la inscripción en cualquiera de los registros a que se
refiere la presente ley. Esta podrá imponerse de forma que prevenga la
realización de todo tipo de actividades o de manera limitada para algunas
de ellas. Una vez vencido el término de la suspensión se restablecerá la
respectiva inscripción con todos sus efectos;

f) Cancelación de la inscripción en cualquiera de los registros a que se
refiere la presente ley. En este caso, le quedará prohibido al afectado
inscribirse en alguno de los registros que componen el Sistema Integral
de Información del Mercado de Valores, SIMEV. La correspondiente
cancelación será de uno (1) a veinte (20) años. Una vez vencido el término
de la cancelación deberá surtirse nuevamente el trámite de solicitud de
inscripción en el respectivo registro;

g) Por los defectos en que incurran las entidades sometidas a la
inspección y vigilancia permanente de la Superintendencia de Valores,
respecto de niveles adecuados de patrimonio y márgenes de solvencia
señalados en las disposiciones vigentes, la Superintendencia de Valores
impondrá una multa por el equivalente al tres punto cinco por ciento
(3.5%) del defecto patrimonial que presenten durante el respectivo
período de control, sin exceder, respecto de cada incumplimiento, del uno
punto cinco por ciento (1.5%) del patrimonio requerido para dar
cumplimiento a dichas relaciones. Por los defectos o excesos respecto de
los límites a la posición propia en moneda extranjera se impondrá una
sanción pecuniaria a favor del Tesoro Nacional, proporcional a dicho
exceso o defecto y a la utilidad que se pueda derivar de la violación de los
límites mencionados, según lo determine la Junta Directiva del Banco de
la República para los intermediarios del mercado cambiario.

Parágrafo. Las sanciones previstas en el presente artículo podrán
aplicarse simultáneamente, siempre que su acumulación no pugne con su
naturaleza.

Artículo 42. Registro de sanciones. Las sanciones impuestas en virtud
de lo dispuesto en el presente título deberán ser inscritas en el respectivo
registro a partir del momento de su ejecutoria. El registro de la sanción
se mantendrá por veinte (20) años.

Artículo 43. Límites a la imposición de multas. En el caso de sanciones
institucionales la Superintendencia de Valores podrá imponer multas por
cada infracción hasta por el equivalente a lo señalado en el literal b) del
numeral 3 del artículo 208 o el numeral 3 del artículo 211 del Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero, según corresponda.

Tratándose de sanciones personales la Superintendencia de Valores
podrá imponer multas por cada infracción hasta por el equivalente a lo
señalado en el literal b) del numeral 3 del artículo 208 del Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero.
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En todo caso, la sanción pecuniaria mínima por cada infracción será
equivalente a diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes para
la época de los hechos.

Las multas previstas en este artículo podrán ser sucesivas mientras
subsista el incumplimiento que las originó.

Artículo 44. Intereses. A partir de la ejecutoria de cualquier resolución
por medio de la cual la Superintendencia de Valores imponga una sanción
pecuniaria y hasta el día de su pago, el sancionado deberá reconocer en
favor del Tesoro Nacional un interés mensual equivalente a una y media
veces (1.5 veces) el interés bancario corriente certificado por la
Superintendencia Bancaria de Colombia para el respectivo período,
sobre el valor insoluto de la sanción.

Artículo 45. Prohibición. Queda prohibido que las sanciones
pecuniarias de carácter personal impuestas por la Superintendencia de
Valores sean pagadas directamente o por interpuesta persona por la
persona jurídica a la cual se encuentra vinculado el sancionado o por
aquella a la que se hubiere encontrado vinculado durante la ocurrencia o
con ocasión de los respectivos hechos, así como por sus respectivas
matrices o subordinadas.

CAPITULO TERCERO

Del procedimiento sancionatorio

Artículo 46. Procedencia. La actuación administrativa para determinar
la comisión de infracciones podrá iniciarse de oficio, por queja o por
traslado de cualquier autoridad.

Artículo 47. Procedimiento. Las actuaciones administrativas que
requiera adelantar la Superintendencia de Valores se sujetarán al
procedimiento determinado en el numeral 4 del artículo 208 del Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero y demás normas concordantes, así
como a aquellas que las modifiquen o sustituyan.

Para efectos de la infracción prevista en el literal v) del artículo 38 de
la presente ley, se aplicará lo dispuesto en el numeral 5 del artículo 208
del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y demás normas que lo
modifiquen, adicionen o sustituyan.

En todo caso, contra las decisiones del Superintendente de Valores y
de los Superintendentes Delegados, solo procederá el recurso de
reposición.

Artículo 48. Caducidad. Lo dispuesto en el numeral 6 del artículo 208
del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, en concordancia con lo
previsto en el literal m) del numeral 4 de la misma norma, o en las
disposiciones que los modifiquen o sustituyan será aplicable a la facultad
que tiene la Superintendencia de Valores para imponer sanciones.

Artículo 49. Proposición, trámite y efectos de los incidentes. Los
incidentes de nulidad, recusación, impedimentos y denuncias de
parcialidad, se propondrán y tramitarán de conformidad con lo establecido
en el Código Contencioso Administrativo y en el Código de Procedimiento
Civil.

Artículo 50. Reserva. Las actuaciones que se surtan dentro de los
procesos administrativos sancionatorios que adelante la Superintendencia
de Valores tendrán el carácter de reservadas frente a terceros. Las
sanciones no serán objeto de reserva una vez se agote la vía gubernativa,
sin perjuicio de lo establecido en el literal c) del artículo 39 de la presente
ley en relación con el principio de revelación dirigida.

T I T U L O   S E P T I M O

DE LAS DISPOSICIONES FINALES

Artículo 51. Acciones revocatorias o de simulación en procesos de
titularización. No procederán las acciones revocatorias o de simulación
previstas en el artículo 39 de la Ley 550 de 1999 o en las normas que la
modifiquen o sustituyan, respecto de procesos de titularización de
activos, cuando los valores resultantes de la titularización hayan sido
debidamente inscritos en el Registro Nacional de Valores y Emisores y
colocados en el mercado de valores.

Artículo 52. Negociación de los bonos pensionales. La negociación
del bono pensional o de los cupones en los que se incorporen sus cuotas

partes se efectuará en los mercados de valores o a través de los
intermediarios financieros o con las entidades que señale el Gobierno
Nacional, en condiciones y conforme a procedimientos que permitan
lograr un mayor valor de negociación para el afiliado. El Gobierno
Nacional determinará los casos en los cuales los emisores de bonos
pensionales deberán inscribirse en el Registro Nacional de Valores y
Emisores y podrá establecer condiciones especiales para su inscripción
y la de los bonos.

Cuando en desarrollo de lo previsto en el presente artículo se ordene
la inscripción de los bonos pensionales en el Registro Nacional de
Valores y Emisores, no deberá darse cumplimiento a lo dispuesto en los
artículos 34 y 35, siempre que el respectivo emisor no tenga otros valores
inscritos en dicho registro.

El Gobierno Nacional regulará lo concerniente con las obligaciones de
información que deberán cumplir los emisores de bonos pensionales
cuando quiera que se ordene su inscripción en el Registro Nacional de
Valores y Emisores, así como las funciones que cumplirá la
Superintendencia de Valores frente a dichos emisores.

Artículo 53. Garantías. Los recursos de los fondos administrados por
las sociedades administradoras de fondos de pensiones y cesantías,
aquellos correspondientes a los fondos administrados por las sociedades
fiduciarias, sociedades comisionistas de bolsa, sociedades administradoras
de inversión y los de las reservas técnicas de las compañías de seguros,
podrán ser utilizados para celebrar operaciones con derivados,
transferencias temporales de valores y operaciones asimiladas, así como
para otorgar garantías que respalden dichas operaciones, en los términos
y condiciones que determine el Gobierno Nacional.

Artículo 54. Aplicabilidad de esta ley al Banco de la República y a la
Nación. Las facultades previstas en la presente ley para el Gobierno
Nacional y la Superintendencia de Valores, se entenderán sin perjuicio de
las que la Constitución Política y la ley han reservado a la Junta Directiva
del Banco de la República.

El Banco de la República estará sujeto a la presente ley, a las
regulaciones que de ella se deriven, a las regulaciones que no sean
derogadas por la presente ley y a la supervisión de la Superintendencia
de Valores, únicamente respecto de las actividades como administrador
de sistemas de negociación y registro de valores y en divisas y de sistemas
de compensación y liquidación de valores y de divisas y de administración
de depósitos centralizados de valores.

Lo previsto en la presente ley en relación con el Registro Nacional de
Profesionales del Mercado de Valores será aplicable al Banco de la
República, teniendo en cuenta su naturaleza especial.

Los valores emitidos, avalados o garantizados por la Nación o por el
Banco de la República y las correspondientes emisiones se considerarán
inscritas y autorizada su oferta sin que sea necesario ningún trámite ni
requisito para ese efecto.

Parágrafo 1º. El Banco de la República podrá, excepcionalmente,
realizar nuevas actividades del mercado de valores previstas en el
artículo 3º literales d), e) y f) de la presente ley así como las relativas a
los sistemas de negociación, registro, compensación y liquidación de
divisas, para lo cual deberá inscribirse en el respectivo registro teniendo
en cuenta lo previsto en el artículo 57 de la presente ley.

Esta facultad se ejercerá en los términos y condiciones previstas por
la Junta Directiva del Banco de la República, previo concepto del
Gobierno Nacional, a fin de que este pueda pronunciarse sobre la
incidencia de dichas actividades en la prestación de servicios al mercado
de valores.

Parágrafo 2º. El Banco de la República continuará regulando los
sistemas de negociación y registro de divisas o de sus derivados y a sus
operadores.

Parágrafo 3º. De la misma manera y en concordancia con el Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero, el Banco de la República continuará
regulando los sistemas de pago de alto valor.
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Parágrafo 4º. Para efectos de lo previsto en el presente artículo, el
Banco de la República se regirá por su régimen ordinario y, por lo tanto,
no le serán aplicables las condiciones previstas en esta ley en relación con
la naturaleza jurídica, la composición accionaria, u objeto exclusivo de
las entidades participantes del mercado de valores.

Artículo 55. Sistemas de Negociación de Valores. Para efectos de la
presente ley, la actividad de administración de sistemas de negociación
de valores también podrá ser desarrollada por sociedades anónimas, de
objeto exclusivo, que tengan como propósito facilitar la negociación de
valores inscritos mediante la provisión de infraestructura, servicios y
sistemas, y de mecanismos y procedimientos adecuados para realizar las
transacciones, las cuales se denominarán “Sociedades Administradoras
de Sistemas de Negociación”. Podrán ser socios de las sociedades
administradoras de sistemas de negociación los intermediarios de valores,
los establecimientos de crédito, las sociedades de servicios financieros,
las compañías de seguros, las sociedades de capitalización, las bolsas de
valores, las bolsas de productos agropecuarios, agroindustriales o de
otros activos o bienes, los intermediarios de estas últimas y los depósitos
centralizados de valores, así como las demás personas que autorice el
Gobierno Nacional por vía general.

De igual forma, el Gobierno Nacional establecerá el porcentaje
máximo del capital social de las sociedades administradoras de sistemas
de negociación que podrá ser suscrito por cualquier persona.

Parágrafo. Corresponderá a la Superintendencia de Valores la
aprobación de los reglamentos de los sistemas de negociación de valores.

Artículo 56. Separación patrimonial. Los bienes que formen parte de
los fondos de valores, fondos de inversión, fondos mutuos de inversión
y de las titularizaciones de que trata la Ley 546 de 1999, para todos los
efectos legales, no hacen parte de los bienes de las entidades que los
administren y constituirán un patrimonio independiente y separado que
responderá únicamente por las obligaciones que en su nombre contraiga
el administrador que tenga la capacidad de representarlo, sin perjuicio de
la responsabilidad profesional de este por la gestión y el manejo de los
respectivos recursos.

Por consiguiente, los bienes que formen parte de los fondos de valores,
fondos de inversión, fondos mutuos de inversión y de las titularizaciones
de que trata la Ley 546 de 1999 no constituirán prenda general de los
acreedores de quienes los administren y estarán excluidos de la masa de
bienes que pueda conformarse para efectos de cualquier procedimiento
mercantil o de cualquier otra acción que pudiera afectarlas.

En todo caso, cuando el administrador de los fondos de valores, los
fondos de inversión, los fondos mutuos de inversión y de las titularizaciones
de que trata la Ley 546 de 1999 actúe por cuenta de los mismos, se
considerará que compromete únicamente los recursos del respectivo
fondo o titularización.

Asimismo, los fondos y valores que se encuentren en poder de las
entidades sujetas a la inspección y vigilancia permanente de la
Superintendencia de Valores y del Banco de la República, que sean de
propiedad de terceros o que hayan sido adquiridos a nombre y por cuenta
de terceros no forman parte de la garantía general de los acreedores de
tales entidades, sin perjuicio de la responsabilidad de las entidades y de
sus administradores por las operaciones que realicen en fraude de sus
acreedores.

Artículo 57. Continuidad de las Inscripciones de los Valores y los
Intermediarios, e Inscripciones Especiales. A partir de la entrada en
vigencia de la presente ley tanto los valores como los intermediarios que
aparezcan inscritos en el Registro Nacional de Valores e Intermediarios,
se considerarán inscritos en el Registro Nacional de Valores y Emisores
o en el Registro Nacional de Agentes del Mercado, sin que sea necesario
ningún trámite.

Las entidades que hubiesen obtenido autorización antes de la entrada
en vigencia de la presente ley para desempeñar actividades que
correspondan a las establecidas en el artículo 3º de la presente ley se
entenderán inscritas en el Registro Nacional de Agentes del Mercado, sin
que sea necesario ningún trámite.

De igual manera, se entenderán inscritos en el Registro Nacional de
Profesionales del Mercado de Valores, las personas naturales que
desempeñen los cargos o funciones de tesorero o quien haga sus veces,
las personas que realicen operaciones en las mesas de dinero y las
personas que gerencien o administren fondos de valores, fondos de
inversión, y fondos mutuos de inversión, que hayan cumplido con el
trámite de posesión conforme a la ley. Sin perjuicio de lo anterior, la
Superintendencia de Valores deberá exigir que los interesados se sometan
a exámenes de idoneidad para permanecer en el Registro, en los términos
que establece el artículo 7º de la presente ley.

Parágrafo. Lo dispuesto en el presente artículo se entenderá sin
perjuicio de las facultades de la Superintendencia de Valores para
ordenar que se proporcione, complemente o actualice la información
necesaria, para que los respectivos registros reúnan los requisitos
establecidos en la presente ley o en las normas que la desarrollen, o que
se efectúen los ajustes requeridos para ese fin.

Artículo 58. Estatuto Orgánico del Mercado de Valores. Autorízase
al Gobierno Nacional para que pueda compilar las normas de esta ley, las
leyes vigentes y los reglamentos constitucionales autónomos expedidos
con anterioridad a la vigencia de esta ley que regulan el mercado público
de valores, las entidades sometidas a inspección y vigilancia permanente
de la Superintendencia de Valores, y las facultades y funciones asignadas
a esta, sin cambiar su redacción ni contenido. Esta compilación será el
Estatuto Orgánico del Mercado de Valores.

Artículo 59. Bolsas, intermediarios y sistemas de compensación y
liquidación de productos agropecuarios, agroindustriales o de otros
activos o bienes. Lo dispuesto en la presente ley se aplicará a las bolsas
de productos agropecuarios, agroindustriales o de otros activos o bienes,
a los intermediarios que transen en ellas y a sus sistemas de compensación
y liquidación y las Cámaras de Riesgo Central de Contraparte.

En ejercicio de las facultades previstas en el artículo 4º de la presente
ley, el Gobierno Nacional establecerá la regulación aplicable al
funcionamiento de los mercados de bienes, productos y servicios
agropecuarios y agroindustriales cuando los mismos se transen a través
de bolsas de bienes y productos agropecuarios, agroindustriales o de
otros activos o bienes, con el fin de asegurar el debido funcionamiento de
los mercados de títulos, valores, derechos, derivados y contratos que
puedan transarse en dichas bolsas.

Asimismo, el Gobierno Nacional podrá reconocer la calidad de valor
a los contratos que se transen en las bolsas de bienes y productos
agropecuarios, agroindustriales o de otros activos o bienes.

Artículo 60. Agencia numeradora nacional. La Superintendencia de
Valores será la agencia numeradora nacional de los valores. Esta función
podrá ser ejercida por los depósitos centralizados de valores cuando la
Superintendencia de Valores así lo disponga.

Parágrafo. Previo concepto favorable del Ministerio de Hacienda y
Crédito Público y la incorporación del rubro presupuestal correspondiente,
la Superintendencia de Valores podrá afiliarse a la Association of
National Numbering Agencies, ANNA. La Superintendencia podrá
pagar las cuotas de afiliación y sostenimiento a esa entidad.

Artículo 61. Modificaciones. Modifícanse los numerales 1 y 6 del
artículo 65 de la Ley 510 de 1999, los cuales quedarán así:

“1. Las contribuciones impuestas sobre quienes estén sujetos a la
inspección, vigilancia o control y los derechos por concepto de oferta
pública de valores”.

“6. Los recursos originados en el acceso a sistemas de información
diseñados en la entidad o de su propiedad, así como en los derechos por
licencias exclusivas y no exclusivas sobre programas diseñados o
desarrollados por la entidad”.

Artículo 62. Fusión, integración o reorganización. De conformidad
con lo señalado en la Constitución Política artículo 189 numeral 16, para
efectos de ejercer las facultades señaladas en el artículo 189 numeral 24
de la Constitución Política, el Gobierno Nacional podrá disponer la
fusión, integración o reorganización de las Superintendencias Bancaria
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y de Valores con sujeción a los principios y reglas generales contemplados
en los artículos 54 de la Ley 489 de 1998 y 2º de la Ley 790 de 2002.
Asimismo, el Presidente de la República podrá suprimir o disponer la
disolución y la consiguiente liquidación de la o las entidades que
considere oportuno de conformidad con lo señalado en el artículo 52 de
la Ley 489 de 1998.

En tal evento, los objetivos, las entidades vigiladas, las funciones y
facultades asignadas a las Superintendencias Bancaria y de Valores en las
normas vigentes, en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, en la
presente ley y en las normas que las desarrollen, modifiquen o sustituyan,
se entenderán trasladadas en su integridad a la entidad encargada de
adelantarlas, o a aquella que resulte del respectivo proceso de fusión,
integración o reorganización.

Del mismo modo, las contribuciones que exigen las Superintendencias
Bancaria y de Valores de conformidad con la ley, serán percibidas por la
entidad que resulte del respectivo proceso de fusión, integración o
reorganización.

El Gobierno Nacional señalará la denominación, estructura funcional,
organización y asignación interna de las funciones de la nueva
Superintendencia. En ejercicio de la misma facultad el Gobierno Nacional
podrá crear dependencias u órganos directivos distintos a los señalados
en las normas vigentes.

En el mismo sentido, las menciones hechas a la Superintendencia
Bancaria, a la Superintendencia Bancaria de Colombia o a la
Superintendencia de Valores se entenderán efectuadas a la entidad
encargada de adelantar las funciones asignadas a dicha entidad de
vigilancia y control, o a aquella que resulte del respectivo proceso de
fusión, integración o reorganización.

Artículo 63. Alcance, derogatorias e interpretación. La presente Ley
deroga todas las disposiciones que le sean contrarias y en particular las
siguientes: los artículos 3º, 6º, 7º y 8º de la Ley 32 de 1979; la expresión
“en todo caso, las sociedades comisionistas miembros de la bolsa tendrán
derecho a una participación mayoritaria en el Consejo Directivo” del
literal c) del numeral 2 del artículo 2º; el artículo 6º, numeral 1 del artículo
15, el parágrafo del artículo 13, el artículo 20, el inciso 4º del artículo 23
y los incisos 1º y 2º del artículo 26 de la Ley 27 de 1990; el artículo 4º y
los incisos 3º, 4º y 5º del artículo 33 de la Ley 35 de 1993; los artículos
57 y 64 de la Ley 510 de 1999; los artículos 27 y 28 del Decreto 2969 de
1960; los artículos 3º, 15, 16 y 18 del Decreto 1167 de 1980; los artículos
5º, 6º, 7º y 18 del Decreto 1169 de 1980; los artículos 1º y 2º del Decreto
1688 de 1990; los numerales 3, 6, 7, 10, 14, 15, 16, 24, 25, 26, 27, 28, 36,
39 y 41 del artículo 3º del Decreto 2739 de 1991; el literal a) del artículo
3º del Decreto 437 de 1992, los artículos 1º y 2º del Decreto 1399 de 1993;
el artículo 1º del Decreto 1168 de 1993; el inciso 3º del artículo 12 del
Decreto-ley 1299 de 1994, el inciso primero del artículo 102 y el artículo
103 del Decreto 2150 de 1995.

Parágrafo 1º. Las expresiones “sociedades comisionistas de valores”
o “comisionistas de valores” que se encuentren contenidas en normas
vigentes, se entenderán sustituidas por la expresión “sociedades
comisionistas”. Igualmente, se entenderá que, cuando cualquier norma
mencione el Registro Nacional de Valores e Intermediarios, dicha
mención corresponderá al Registro Nacional de Valores y Emisores, o al
Registro Nacional de Agentes del Mercado de Valores, según se trate de
un valor o de un intermediario.

Parágrafo 2º. Se sustituyen los términos “Registro Nacional de Valores”,
y “Registro Nacional de Valores e Intermediarios” de los artículos 258 y
317 de la Ley 599 de 2000 por el término “Registro Nacional de Valores
y Emisores”.

Parágrafo 3º. Para los efectos de la presente ley se entenderá por:

1. Entidades sometidas a la inspección y vigilancia permanente de
la Superintendencia de Valores: Las bolsas de valores, las bolsas de
bienes y productos agropecuarios y agroindustriales y sus miembros, las
bolsas de futuros y opciones y sus miembros, las sociedades que realicen
la compensación y liquidación de valores, contratos de futuros, opciones
y otros; las sociedades comisionistas de bolsa, los comisionistas

independientes de valores, las sociedades administradoras de fondos de
inversión, las sociedades administradoras de depósitos centralizados de
valores, las sociedades calificadoras de valores, las sociedades
titularizadoras, los fondos mutuos de inversión que a 31 de diciembre de
cada año, registren activos iguales o superiores a cuatro mil (4.000)
salarios mínimos mensuales legales vigentes a la fecha del respectivo
corte, los fondos de garantía que se constituyan en el mercado público de
valores, las sociedades administradoras de sistemas de negociación de
valores y las entidades que administren sistemas de negociación y
registro de divisas.

El Gobierno Nacional, mediante normas de carácter general, podrá
someter a la inspección y vigilancia permanente de la Superintendencia
de Valores a los intermediarios de valores que se anuncien al público
como prestadores de servicios en el mercado de valores y/o los ofrezcan
al público. Igualmente, el Gobierno Nacional, mediante normas de
carácter general, podrá someter a la inspección y vigilancia permanente
de la Superintendencia de Valores a las personas que realicen las
actividades a que se refiere el artículo 3º de la presente ley, salvo que se
encuentren sujetas a la inspección y vigilancia de la Superintendencia
Bancaria.

2. Emisores de valores sometidos al control exclusivo de la
Superintendencia de Valores: Aquellas entidades que tengan títulos
inscritos en el Registro Nacional de Valores y Emisores que no se
encuentren sometidos por ley a la inspección y vigilancia de otra entidad
del Estado.

3. Fondos de Inversión: Son los fondos a que se refiere el Decreto 384
de 1980.

Parágrafo 4º. Se entenderá que las normas que ha emitido el Gobierno
Nacional o la Sala General de la Superintendencia de Valores hasta la
fecha de promulgación de la presente ley que no hayan sido derogadas
expresamente, continuarán vigentes hasta tanto el Gobierno Nacional
emita regulación que expresamente las derogue, modifique o adicione.

Asimismo, los reglamentos relacionados con el ejercicio de cualquier
actividad relevante para el mercado de valores colombiano que fueron
aprobados por la Superintendencia de Valores antes de la entrada en
vigencia de la presente ley, o aquellos que no requerían aprobación,
continuarán vigentes, sin perjuicio de la facultad de la Superintendencia
de Valores de requerir que se ajusten a normas expedidas con posterioridad
a esta ley.

Parágrafo 5º. La presente Ley deroga las siguientes disposiciones del
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero: artículo 326 numeral 3 literales
c), d), inciso 1 de los literales e), f), g), h) y k); y numerales 6 y 7; artículo
327 numerales 1, 3, 4, 5, 6 y 7; artículos 328, 329, 330, 331, 332, 333 y
334; y artículo 337 numerales 1 y 7.

Artículo 64. Prohibiciones. Las entidades sometidas a la inspección y
vigilancia permanente de la Superintendencia de Valores no podrán
adoptar esquemas de negocio, mecanismos o figuras legales a través de
las cuales encarguen o faculten a terceros la ejecución de sus actividades,
salvo en los casos autorizados en las normas aplicables.

Asimismo, las sociedades comisionistas no podrán transferir a terceras
personas, sea que estas estén vinculadas o no con las primeras, los riesgos
financieros que corresponda asumir a aquellas, salvo en los casos
autorizados en las normas aplicables.

Artículo 65. Acceso a la bolsa de valores. Quienes cumplan con los
requisitos para ser sociedades comisionistas de bolsa podrán tener acceso
a la bolsa de valores o de otros activos o bienes y productos, previa la
respectiva inscripción en el Registro Nacional de Agentes del Mercado
de Valores y el cumplimiento de los requisitos objetivos que fijen los
administradores de las mismas.

Las bolsas de valores podrán autorizar el acceso de otras personas al
foro bursátil, previo el cumplimiento de los requisitos que establezcan
para el efecto.

Artículo 66. Será aplicable a los traspasos de acciones inscritas en
bolsas de valores el numeral 7 del artículo 127 del Estatuto Orgánico del
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Sistema Financiero y las normas que lo desarrollen, complementen o
modifiquen. En este evento el emisor aplicará las referidas normas y la
cuantía se calculará con base en el último precio de la acción registrado
en bolsa.

Artículo 67. Vigencia. La presente ley entrará a regir a partir de su
promulgación, con excepción de lo dispuesto en los artículos 21 y 22 en
lo que hace relación al Defensor del Cliente y el parágrafo 5º del artículo
63, los cuales entrarán a regir seis (6) meses después de la promulgación,
lo dispuesto en el artículo 25, para las entidades que a la entrada en
vigencia de la presente ley no se encuentren obligadas a autorregularse,
y en el artículo 35, los cuales entrarán a regir un (1) año después de la
promulgación.

Durante el primer año de vigencia de la presente ley, las entidades
previstas en el artículo 34 deberán contar con un (1) director independiente.
A partir del segundo año de vigencia de la presente ley, se dará
cumplimiento al porcentaje previsto en el citado artículo.

Las sociedades que emitan valores por primera vez con posterioridad
a la entrada en vigencia de la presente ley, deberán contar con un (1)
director independiente durante el año siguiente a la emisión. A partir del
segundo año de la emisión, se dará cumplimiento al porcentaje previsto
en el artículo 34 de la presente ley.

CAMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., 13 de diciembre de 2004.

En sesión plenaria del día 13 de diciembre de 2004, fue considerado
y aprobado en segundo debate el texto definitivo del Proyecto de ley
número 033 de 2004 Cámara, por la cual se dictan normas generales y
se señalan en ellas los objetivos y criterios a los cuales debe sujetarse el
Gobierno Nacional para regular las actividades de manejo,
aprovechamiento e inversión de recursos captados del público que se
efectúen mediante valores y se dictan otras disposiciones. Esto con el fin
de que el citado proyecto de ley siga su curso legal y reglamentario en el
honorable Senado de la República y de esta manera dar cumplimiento con
lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. Lo anterior según
consta en el acta de sesión plenaria número 153 de diciembre 13 de 2004.

Cordialmente,

Oscar Darío Pérez Pineda, Sergio Diazgranados Guida, Represen-
tantes Coordinadores Ponentes; Rafael F. Amador Campos, Santiago
Castro Gómez, Jorge Luis Feris Chadid, César L. Negret Mosquera,
Fernando Tamayo Tamayo, Zulema del C. Jattin Corrales, Juan Martín
Hoyos Villegas, Representantes Ponentes.

El Secretario General,

Angelino Lizcano Rivera.

* * *

TEXTO DEFINITIVO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 052
DE 2003 CAMARA, ACUMULADO CON EL PROYECTO

DE LEY NUMERO 172 DE 2003 CAMARA

Aprobado en segundo debate en sesión Plenaria de la honorable
Cámara de Representantes el día 13 de diciembre de 2004, según
consta en el Acta número 153, por la cual se modifica  parcialmente

la Ley 300 de 1996 y se autoriza la creación de  unos círculos
metropolitanos de turismo.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. El artículo 109 de la Ley 300 de 1996 quedará así:

Artículo 109. De los Círculos Metropolitanos-Turísticos. El Círculo
Metropolitano-Turístico es una forma de integración de municipios que
puede mejorar la prestación de servicios turísticos por cooperación o
asociación.

Créase el Círculo o Area Metropolitana-Turística de Buga, conformado
por los municipios de Buga, Darién, Restrepo, Yotoco, Guacarí, Cerrito,
Ginebra y San Pedro.

Créase el Círculo Metropólitano-Turístico del Oriente Antioqueño,
conformado por los municipios de El Peñol-Guatapé, San Rafael y San
Carlos.

Créase el Círculo Metropolitano-Turístico del Oriente colombiano y
que conforman los municipios de Socorro, San Gil, Girón, Piedecuesta,
Floridablanca, Bucaramanga, Pamplona, Barichara y Charalá.

Créase el Círculo Metropolitano-Turístico de Villavicencio,
conformado por los municipios de Restrepo, Cumaral y Acacías.

Créase el Círculo Metropolitano-Turístico de Boyacá, conformado
por los municipios de Paipa, Duitama, Tibasosa, Nobsa, Monguí,
Sogamoso, Iza, Tota, Aquitania, Tunja, Villa de Leyva, Ráquira, Sáchica,
Chiquinquirá, Tópaga, Mongua, Gámeza, Cuitiva, Firavitoba, Corrales
y Busbanza.

Créase el Círculo Metropolitano-Turístico de Fusagasugá, con los
municipios de Silvania, Pasca, San Bernardo, Cabrera, Tibacuy, Venecia,
Arbeláez-Pandi.

Créase el Círculo Metropolitano-Turístico del Norte del Tolima,
conformado por los municipios de Venadillo, Armero, Guayabal,
Mariquita, Líbano, Murillo, Fresno, Honda, Ambalema y Anzoátegui.

Créase como Círculo Metropolitano-Turístico el grupo de municipios
del occidente de Antioquia: San Jerónimo, Sopetrán, Olaya, Santa Fe de
Antioquia, Anzá y Bolombolo.

Créase como Círculo Metropolitano-Turístico de Ipiales, conformado
por los municipios de Aldana, Carlosama, Cumbal, Guachucal, Potosí,
Córdoba, Iles, Puerres, El Cantadero, Gualmatán, Funes y Pupiales.

Créase como Círculo Metropolitano-Turístico de Rionegro, Antioquia,
conformado por los municipios de Rionegro, La Ceja, El Carmen de
Viboral, Marinilla, Guarne, El Santuario.

Créase como Círculo Metropolitano-Turístico del Suroeste Antioqueño
conformado por los municipios de Jardín, Andes, Ciudad Bolívar,
Valparaíso, La Pintada, Támesis.

Créase el Círculo Metropolitano-Turístico del municipio de Puerto
Colombia, conformado por los municipios de Puerto Colombia,  Tubará,
Juan de Acosta, Piojó y Usiacurí.

Créase el Círculo Metropolitano Turístico del Quindío, conformado
por los municipios de Armenia, Calarcá, Circacia, Montenegro, Quimbaya,
Salento, Filandia, La Tebaida, Pijao, Córdoba, Buenavista y Génova.

Crease el Círculo Metropolitano-Turístico José Ignacio de Márquez,
conformado por los municipios de Ramiriquí, Boyacá, Jenesano, Tibaná,
Turmequé, Nuevo Colón, Ciénaga y Viracachá.

Créase el Círculo Metropolitano-Turístico Valle de Tenza, conformado
por los municipios de Guateque, Garagoa, Macanal, Chinavita,
Somondoco, Tenza, Sutatenza, Santa María, Guayatá, Chivor, Almeida,
La Capilla y San Luis de Gaceno.

Créase el Círculo Metropolitano-Turístico, conformado por los
municipios de Maripí, Muzo, Otanche, San Pablo de Borbur, Quipama,
La Victoria, Coper, Caldas, Pauna y Puerto Boyacá.

Créase el Círculo Metropolitano-Turístico del departamento del
Tolima, conformado por los municipios de Prado, Flandes, Suárez,
Carmen de Apicalá e Ibagué.

Créase el Círculo Metropolitano-Turístico del Centro Occidente
conformado por Pereira, Dosquebradas, La Virginia, Marsella, Santa
Rosa de Cabal, Cartago (Valle) y Belalcázar (Caldas).  (Círculo Turístico
del  Café).

Créase el Círculo Metropolitano-Turístico del Gualivá, conformado
por los municipios de La Vega, Tocaima, Vergara, Nimaima, La Peña,
Utica, Quebradanegra, Villeta y San Francisco.

Créase el Círculo Metropolitano de Turismo de Popayán, conformado
por Popayán, Timbío, Piendamó, Morales, Santander, Caloto, Cajibío,
Silvia, Totoró, Inzá, Páez, Rosas, Sotará, Puracé, del departamento del
Cauca y del mismo modo el Círculo Metropolitano-Turístico de Güapi,
Timbiquí y López de Micay.
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Créase el Círculo Metropolitano-Turístico del Valle del Cauca,
conformado por los municipios de Palmira, Cerrito, Guacarí, Buga,
Ginebra, Tuluá y San Pedro, Bugalagrande y Andalucía.

Créase el Círculo Metropolitano-Turístico, comprendido entre los
municipios de Puerto Triunfo, Puerto Berrío y Puerto Perales en Antioquia,
Puerto Boyacá en Boyacá y La Dorada en Caldas.

Créase el Círculo Metropolitano-Turístico de la Provincia  de Ubaté,
conformado por los municipios de Tausa, Sutatausa, Ubaté, Lenguasaque,
Carmen de Carupa, Susa, Simijaca y Cucunubá, en el departamento de
Cundinamarca.

Créase el Círculo Metropolitano-Turístico del Norte de Boyacá, en el
cual se incluyan los municipios que estén dentro del área de influencia del
Nevado del Cocuy, como son, Panqueva, Guican, Chiscas, El Espino, El
Cocuy, Chita, San Mateo y Guacamayas.

Créase el Círculo Metropolitano-Turístico del Oriente colombiano,
que conforman las Provincias de Guanenta, Socorro, Soto y municipio de
Pamplona.

Parágrafo. A partir de la vigencia de la presente ley, los municipios o
corregimientos que, previa autorización de sus respectivos Concejos
Municipales expresen su deseo de asociarse, podrán convertirse en
Círculos Metropolitanos de Turismo.

Artículo 2º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación
y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

CAMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., 13 de diciembre de 2004.

En sesión Plenaria del día 13 de diciembre de 2004, fue aprobado en
segundo debate el texto definitivo al Proyecto de ley número 052 de 2003
Cámara, acumulado con el Proyecto de ley número 172 de 2003 Cámara,
“por la cual se modifica  parcialmente la Ley 300 de 1996 y se autoriza
la creación de  unos Círculos Metropolitanos de Turismo”. Esto, con el
fin de que el citado proyecto de ley siga su curso legal y reglamentario en
el honorable Senado de la República y de esta manera dar cumplimiento
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. Lo anterior,
según consta en el Acta de sesión Plenaria número 153 de diciembre 13
de 2004.

Cordialmente,

Plinio Olano Becerra, José Gerardo Piamba, Miguel Angel Rangel
Sosa,

Ponentes.

El Secretario General,

Angelino Lizcano Rivera.

* * *

TEXTO DEFINITIVO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 060
DE 2004 CAMARA

Aprobado en segundo debate en sesión Plenaria de la honorable
Cámara de Representantes el día 14 de diciembre de 2004, según
consta en el Acta número 154, “por  medio de la cual se reconoce a los
empleados y trabajadores de la administración pública y del sector
privado, el derecho a la compensación en dinero de las vacaciones,
en caso de retiro del servicio o terminación del contrato de trabajo,
             sin haber alcanzado a causarlas por año cumplido”.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. Del reconocimiento de vacaciones en caso de retiro del
servicio o terminación del contrato de trabajo. Los empleados públicos,
trabajadores oficiales y trabajadores del sector privado que cesen en sus
funciones o hayan terminado sus contratos de trabajo sin que hubieren
causado las vacaciones por año cumplido, tendrán derecho a que estas se
les reconozcan y compensen en dinero proporcionalmente por el tiempo
efectivamente trabajado.

Artículo 2º. Vigencia. La presente ley rige a partir de su sanción y
deroga las normas que le sean contrarias, en especial el artículo 21 del
Decreto 1045 de 1978 y el numeral 2 del artículo 189 del Código
Sustantivo del Trabajo, modificado por el artículo 27 de la Ley 789 de
2002.

CAMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., 14 de diciembre de 2004

En sesión Plenaria del día 14 de diciembre de 2004 fue aprobado en
segundo debate el texto definitivo del Proyecto de ley número 060 de
2004 Cámara, “por  medio de la cual se reconoce a los empleados y
trabajadores de la administración pública y del sector privado, el derecho
a la compensación en dinero de las vacaciones, en caso de retiro del
servicio o terminación del contrato de trabajo, sin haber alcanzado a
causarlas por año cumplido”. Esto, con el fin de que el citado proyecto de
ley siga su curso legal y reglamentario en el honorable Senado de la
República y de esta manera dar cumplimiento con lo establecido en el
artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. Lo anterior, según consta en el Acta de
sesión Plenaria número 154 de diciembre 14 de 2004.

Cordialmente,

María Isabel Urrutia Ocoró, Venus Albeiro Silva Gómez.

Ponentes.

El Secretario General,

Angelino Lizcano Rivera.

* * *

TEXTO DEFINITIVO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 088
DE 2004 CAMARA

Aprobado en segundo debate en sesión Plenaria de la honorable
Cámara de Representantes el día 15 de diciembre de 2004, según

consta en el Acta número 155“por medio de la cual se  adoptan
medidas para prevenir, corregir y sancionar el acoso laboral y otros

hostigamientos en el marco de las relaciones de trabajo”.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. Objeto de la ley y bienes protegidos por ella. La presente
ley tiene por objeto definir, prevenir, corregir y sancionar las diversas
formas de agresión, maltrato, vejámenes, trato desconsiderado y ofensivo
y en general todo ultraje a la dignidad humana que se ejercen sobre
quienes realizan sus actividades económicas en el contexto de una
relación laboral privada o pública o de un contrato de prestación de
servicios personales.

Son bienes jurídicos protegidos por la presente ley: El trabajo en
condiciones dignas y justas, la libertad, la intimidad, la honra y la salud
mental de los trabajadores, empleados y contratistas, la armonía entre
quienes comparten un mismo ambiente laboral y el buen ambiente en la
empresa.

Parágrafo. La presente ley no se aplicará en el ámbito de las relaciones
civiles y/o comerciales derivadas de los contratos de prestación de
servicios en los cuales no se presenta una relación de jerarquía o
subordinación.

Artículo 2º. Definición y modalidades de acoso laboral. Para efectos
de la presente ley, se entenderá por acoso laboral toda conducta persistente
y demostrable, ejercida sobre un empleado, trabajador o contratista por
parte de un empleador, un jefe o superior jerárquico inmediato o mediato,
un compañero de trabajo o un subalterno, encaminada a infundir miedo,
intimidación, terror y angustia, a causar perjuicio laboral, generar
desmotivación en el trabajo o inducir la renuncia del mismo.

En el contexto del inciso primero de este artículo, el acoso laboral
puede darse, entre otras, bajo las siguientes modalidades generales:

1. Agresión laboral: Todo acto de violencia contra la integridad física
o moral, la libertad física o sexual y los bienes de quien se desempeñe



Página 28 Viernes 1° de abril de 2005 GACETA DEL CONGRESO  138

como empleado, trabajador o contratista de prestación de servicios
personales.

2. Maltrato laboral: Toda expresión verbal injuriosa o ultrajante que
lesione la integridad moral o los derechos a la intimidad y al buen nombre
de quienes participen en una relación de trabajo de tipo laboral o de
prestación de servicios personales.

3. Humillación laboral: Todo comportamiento tendiente a menoscabar
la autoestima y la dignidad de quien participe en una relación de trabajo
de tipo laboral o de prestación de servicios personales.

4. Persecución laboral: Toda conducta cuyas características de
reiteración o evidente arbitrariedad permitan inferir el propósito de
inducir la renuncia del empleado, trabajador o contratista de servicios
personales, mediante la descalificación, la carga excesiva de trabajo y
cambios permanentes de horario que puedan producir desmotivación
laboral.

5. Discriminación laboral: Todo trato diferenciado por razones de
raza, género, origen familiar o nacional, credo religioso, preferencia
política o situación social o que carezca de toda razonabilidad desde el
punto de vista laboral.

6. Entorpecimiento laboral: Toda acción tendiente a obstaculizar el
cumplimiento de la labor o hacerla más gravosa o retardarla con perjuicio
para el trabajador, empleado o contratista de servicios personales.
Constituyen acciones de entorpecimiento laboral, entre otras, la privación,
ocultación o inutilización de los insumos, documentos o instrumentos
para la labor, la destrucción o pérdida de información, el ocultamiento de
correspondencia o mensajes electrónicos.

7. Inequidad laboral: Asignación de funciones a menosprecio del
trabajador.

8. Desprotección laboral: Toda conducta tendiente a poner en riesgo
la integridad y la seguridad del trabajador mediante órdenes o asignación
de funciones sin el cumplimiento de los requisitos mínimos de protección
y seguridad para el trabajador.

Parágrafo 1º. Son conductas atenuantes del acoso laboral:

a) Haber observado buena conducta anterior;

b) Obrar en estado de emoción o pasión excusable o temor intenso;

c) Procurar voluntariamente, después de realizada la conducta,
disminuir o anular sus consecuencias;

d) Reparar, discrecionalmente, el daño ocasionado, aunque no sea en
forma total;

e) Las condiciones de inferioridad síquicas determinadas por la edad
o por circunstancias orgánicas que hayan influido en la realización de la
conducta;

f) Los vínculos familiares y afectivos;

g) Cuando existe manifiesta o velada provocación o desafío por parte
del superior, compañero o subalterno;

h) Cualquier circunstancia de análoga significación a las anteriores.

Parágrafo 2º. Son circunstancias agravantes:

a) Reiteración de la conducta;

b) Cuando exista concurrencia de causales;

c) Realizar la conducta por motivo abyecto, fútil o mediante precio,
recompensa o promesa remuneratoria;

d) Mediante ocultamiento, con abuso de la condición de superioridad
sobre el sujeto pasivo, o aprovechando las condiciones de tiempo, modo
y lugar, que dificulten la defensa del ofendido o la identificación del autor
partícipe;

e) Aumentar deliberada e inhumanamente el daño síquico y biológico
causado al sujeto pasivo;

f) La posición predominante que el autor ocupe en la sociedad, por su
cargo, rango económico, ilustración, poder, oficio o dignidad;

g) Ejecutar la conducta valiéndose de un tercero o de un inimputable.

Parágrafo 3º. Lo anterior, sin perjuicio de la aplicación en el sector
público de lo dispuesto en el Código Disciplinario Unico para la graduación
de las faltas.

Artículo 3º. Sujetos y ámbito de aplicación de la ley. Pueden ser
sujetos activos o autores del acoso laboral:

– La persona natural que se desempeñe como Gerente, Jefe, Director,
Supervisor o cualquier otra posición de dirección y mando en una
empresa u organización en la cual haya relaciones laborales regidas por
el Código Sustantivo del Trabajo.

– La persona natural que se desempeñe como superior jerárquico o
tenga la calidad de jefe de una dependencia estatal.

– La persona natural que se desempeñe como trabajador, empleado o
contratista de servicios personales.

Son sujetos pasivos o víctimas del acoso laboral:

– Los trabajadores o empleados vinculados a una relación laboral de
trabajo en el sector privado.

– Los servidores públicos, tanto empleados públicos como trabajadores
oficiales y servidores con régimen especial que se desempeñen en una
dependencia pública.

– Los contratistas de servicios personales a favor del Estado que
desempeñen sus labores de manera permanente en una oficina pública.

– Los jefes inmediatos cuando el acoso provenga de sus subalternos.

Son sujetos partícipes del acoso laboral:

– La persona natural que como empleador promueva, induzca o
favorezca el acoso laboral.

– La persona natural que omita cumplir los requerimientos o
amonestaciones que se profieran por los Inspectores de Trabajo en los
términos de la presente ley.

Parágrafo. Las situaciones de acoso laboral que se corrigen y sancionan
en la presente ley son solo aquellas que ocurren en un ámbito de
relaciones de dependencia o subordinación de carácter laboral o de
contratos de prestación permanente de servicios personales.

Artículo 4º. Conductas que constituyen acoso laboral. Se presumirá
que hay acoso laboral si se acredita la ocurrencia repetida y pública de
cualquiera de las siguientes conductas:

a) Los actos de agresión física, independientemente de sus
consecuencias;

b) Las expresiones injuriosas o ultrajantes sobre la persona, con
utilización de palabras soeces o con alusión a la raza, el género, el origen
familiar o nacional, la preferencia política o el estatus social;

c) Los comentarios hostiles y humillantes de descalificación profesional
expresados en presencia de los compañeros de trabajo;

d) Las injustificadas amenazas de despido expresadas en presencia de
los compañeros de trabajo;

e) Las múltiples denuncias disciplinarias de cualquiera de los sujetos
activos del acoso, cuya temeridad quede demostrada por el resultado de
los respectivos procesos disciplinarios;

f) La descalificación humillante y en presencia de los compañeros de
trabajo de las propuestas u opiniones de trabajo;

g) Las burlas sobre la apariencia física o la forma de vestir, formuladas
en público;

h) La alusión pública a hechos pertenecientes a la intimidad de la
persona;

i) La imposición de deberes ostensiblemente extraños a las obligaciones
laborales, las exigencias abiertamente desproporcionadas sobre el
cumplimiento de la labor encomendada y el brusco cambio del lugar de
trabajo o de la labor contratada sin ningún fundamento objetivo referente
a la necesidad técnica de la empresa;

j) La exigencia de laborar en horarios excesivos respecto a la jornada
laboral contratada o legalmente establecida, los cambios sorpresivos del
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turno laboral y la exigencia permanente de laborar en dominicales y días
festivos sin ningún fundamento objetivo en las necesidades de la empresa
o en forma discriminatoria respecto a los demás trabajadores o empleados;

k) El trato notoriamente discriminatorio respecto a los demás empleados
en cuanto al otorgamiento de derechos y prerrogativas laborales y la
imposición de deberes laborales;

l) La negativa a suministrar materiales e información absolutamente
indispensables para el cumplimiento de la labor;

m) La negativa claramente injustificada a otorgar permisos, licencias
por enfermedad, licencias ordinarias y vacaciones, cuando se dan las
condiciones legales, reglamentarias o convencionales para pedirlos;

n) El envío de anónimos, llamadas telefónicas y mensajes virtuales
con contenido injurioso, ofensivo o intimidatorio o el sometimiento a una
situación de aislamiento social.

En los demás casos no enumerados en este artículo, la autoridad
competente valorará, según las circunstancias del caso y la gravedad de
las conductas denunciadas, la ocurrencia del acoso laboral descrito en el
artículo 2º.

Excepcionalmente un solo acto hostil bastará para acreditar el acoso
laboral. La autoridad competente apreciará tal circunstancia, según la
gravedad de la conducta denunciada y su capacidad de ofender por sí sola
la dignidad humana, la vida e integridad física, la libertad sexual y demás
derechos fundamentales.

Artículo 5º. Conductas que no constituyen acoso laboral. No
constituyen acoso laboral bajo ninguna de sus modalidades:

a) Las exigencias y órdenes necesarias para mantener la disciplina en
los cuerpos que componen las Fuerzas Armadas conforme al principio
constitucional de obediencia debida;

b) Los actos destinados a ejercer la potestad disciplinaria que legalmente
corresponde a los superiores jerárquicos sobre sus subalternos;

c) La formulación de exigencias razonables de fidelidad laboral o
lealtad empresarial e institucional;

d) La formulación de circulares o memorandos de servicio encaminados
a solicitar exigencias técnicas o mejorar la eficiencia laboral y la
evaluación laboral de subalternos conforme a indicadores objetivos y
generales de rendimiento;

e) La solicitud de cumplir deberes extras de colaboración con la
empresa o la institución, cuando sean necesarios para la continuidad del
servicio o para solucionar situaciones difíciles en la operación de la
empresa o la institución;

f) Las actuaciones administrativas o gestiones encaminadas a dar por
terminado el contrato de trabajo con base en una causa legal o una justa
causa prevista en el Código Sustantivo del Trabajo o en la legislación
sobre la función pública.

g) La solicitud de cumplir los deberes de la persona y el ciudadano de
que trata el artículo 95 de la Constitución;

h) La exigencia de cumplir las obligaciones o deberes de que tratan los
artículos 55 a 57 del Código Sustantivo del Trabajo, así como de no
incurrir en las prohibiciones de que tratan los artículo 59 y 60 del mismo
Código.

i) Las exigencias de cumplir con las estipulaciones contenidas en los
reglamentos y cláusulas de los contratos de trabajo;

j) La exigencia de cumplir con las obligaciones, deberes y prohibiciones
de que trata la legislación disciplinaria aplicable a los servidores públicos.

Parágrafo. Las exigencias técnicas, los requerimientos de eficiencia y
las peticiones de colaboración a que se refiere este artículo deberán ser
justificados, fundados en criterios objetivos y no discriminatorios.

Artículo 6º. Medidas preventivas y correctivas del acoso laboral.

1. Los reglamentos de trabajo de las empresas e instituciones deberán
prever mecanismos de prevención de las conductas de acoso laboral y
establecer un procedimiento interno, confidencial, conciliatorio y efectivo

para superar las que ocurran en el lugar de trabajo. Los comités de
empresa de carácter bipartito, donde existan, podrán asumir funciones
relacionados con acoso laboral en los reglamentos de trabajo.

2. La víctima del acoso laboral podrá poner en conocimiento del
Inspector de Trabajo con competencia en el lugar de los hechos, de los
Inspectores Municipales de Policía, de los Personeros Municipales o de
la Defensoría del Pueblo, a prevención, la ocurrencia de una situación
continuada y ostensible de acoso laboral. La denuncia deberá dirigirse
por escrito en que se detallen los hechos denunciados y al que se anexa
prueba sumaria de los mismos. La autoridad que reciba la denuncia en
tales términos conminará preventivamente al empleador para que ponga
en marcha los procedimientos confidenciales referidos en el numeral 1 de
este artículo y programe actividades pedagógicas o terapias grupales de
mejoramiento de las relaciones entre quienes comparten una relación
laboral dentro de una empresa. Para adoptar esta medida se escuchará a
la parte denunciada.

3. Quien se considere víctima de una conducta de acoso laboral bajo
alguna de las modalidades descritas en el artículo 2º de la presente ley,
podrá solicitar la intervención de una institución de conciliación autorizada
legalmente a fin de que amigablemente se supere la situación de acoso
laboral.

Parágrafo 1º. Los empleadores deberán adaptar el reglamento de
trabajo a los requerimientos de la presente ley, dentro de los tres (3) meses
siguientes a su promulgación, y su incumplimiento será sancionado
administrativamente por el Código Sustantivo del Trabajo.

Parágrafo 2º. La omisión en la adopción de medidas preventivas y
correctivas de la situación de acoso laboral por parte del empleador o
jefes superiores de la administración, se entenderá como tolerancia de la
misma.

Parágrafo 3º. La denuncia a que se refiere el numeral 2 de este artículo
podrá acompañarse de la solicitud de traslado a otra dependencia de la
misma empresa, si existiera una opción clara en ese sentido y será
sugerida por la autoridad competente como medida correctiva cuando
ello fuere posible.

Artículo 7º. Tratamiento sancionatorio al acoso laboral. El acoso
laboral, cuando estuviere debidamente acreditado, se sancionará así:

1. Como falta disciplinaria gravísima en el Código Disciplinario
Unico, cuando su autor sea un servidor público.

2. Como terminación del contrato de trabajo sin justa causa, cuando
haya dado lugar a la renuncia o el abandono del trabajo por parte del
trabajador regido por el Código Sustantivo del Trabajo. En tal caso,
procede la indemnización en los términos del artículo 64 del Código
Sustantivo del Trabajo.

3. Con sanción administrativa de multa entre dos (2) y diez (10)
salarios mínimos legales mensuales para la persona que lo realice y para
el empleador que lo tolere.

4. Con la obligación de pagar a las Empresas Prestadoras de Salud y
las Aseguradoras de Riesgos Profesionales el cincuenta por ciento (50%)
del costo del tratamiento de enfermedades profesionales, alteraciones de
salud y demás secuelas originadas en el acoso laboral. Esta obligación
corre por cuenta del empleador que haya ocasionado el acoso laboral o
lo haya tolerado, sin perjuicio a la atención oportuna y debida al
trabajador afectado antes de que la autoridad competente dictamine si su
enfermedad ha sido como consecuencia del acoso laboral.

5. Con la presunción de justa causa de terminación del contrato de
trabajo por parte del trabajador particular y exoneración del pago de
preaviso en caso de renuncia o retiro del trabajo.

6. Como justa causa de terminación o no renovación del contrato de
trabajo o de prestación de servicios personales, según la gravedad de los
hechos, cuando el acoso laboral sea ejercido por un compañero de trabajo
o un subalterno.

Parágrafo. Los dineros provenientes de las multas impuestas por
acoso laboral se destinarán al presupuesto de la entidad pública cuya
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autoridad la imponga y podrá ser cobrada mediante la jurisdicción
coactiva con la debida actualización de valor.

Artículo 8º. Garantías contra actitudes retaliatorias. A fin de evitar
actos de represalia contra quienes han formulado peticiones, quejas y
denuncias de acoso laboral o sirvan de testigos en tales procedimientos,
establézcanse las siguientes garantías:

1. La terminación unilateral del contrato de trabajo o la destitución de
la víctima del acoso laboral que haya ejercido los procedimientos
preventivos, correctivos y sancionatorios consagrados en la presente ley,
carecerán de todo efecto cuando se profieran dentro de los seis (6) meses
siguientes a la petición o queja, siempre y cuando la autoridad
administrativa, judicial o de control competente verifique la ocurrencia
de los hechos puestos en conocimiento.

Parágrafo. Esta garantía no regirá para los despidos autorizados por el
Ministerio de Protección Social conforme a las leyes, para las sanciones
disciplinarias que imponga el Ministerio Público o las Salas Disciplinarias
de los Consejos Superiores o Seccionales de la Judicatura, ni para las
sanciones disciplinarias que se dicten como consecuencia de procesos
iniciados antes de la denuncia o queja de acoso laboral.

2. La formulación de denuncia de acoso laboral en una dependencia
estatal, producirá el ejercicio del poder preferente a favor del Ministerio
Público y, en consecuencia, la competencia disciplinaria contra el
denunciante solo podrá ser ejercida por dicho órgano de control mientras
se decide la situación de acoso por el Inspector del Trabajo o se decida
la acción laboral en la que se discuta tal situación. Esta garantía no
operará cuando el denunciado sea un funcionario de la Rama Judicial.

3. Las demás que le otorguen la Constitución, la ley y las convenciones
colectivas de trabajo.

Las anteriores garantías cobijarán también a quienes hayan servido
como testigos en los procedimientos disciplinarios y administrativos de
que trata la presente ley.

Artículo 9º. Competencia. Corresponde a los jueces de trabajo con
jurisdicción en el lugar de los hechos adoptar las medidas sancionatorias
que prevé el artículo 7º de la presente ley, cuando las víctimas del acoso
sean trabajadores o empleados particulares.

Cuando la víctima del acoso laboral sea un servidor público o un
contratista de prestación de servicios personales, la competencia para
conocer de la falta disciplinaria corresponde al Ministerio Público o a las
Salas Jurisdiccional Disciplinaria de los Consejos Superior y Seccionales
de la Judicatura, conforme a las competencias que señala la ley.

Artículo 10. Procedimiento sancionatorio. Para la imposición de las
sanciones de que trata la presente ley, se seguirá el siguiente procedimiento:

Cuando la competencia para la sanción correspondiere al Ministerio
Público, se aplicará el procedimiento previsto en el Código Disciplinario
Unico.

Cuando la sanción fuere de competencia de los Jueces del Trabajo se
citará a audiencia, la cual tendrá lugar dentro de los treinta (30) días
siguientes a la presentación de la solicitud o queja. De la iniciación del
procedimiento se notificará personalmente al acusado de acoso laboral y
al empleador que lo haya tolerado, dentro de los cinco (5) días siguientes
al recibo de la solicitud o queja. Las pruebas se practicarán antes de la
audiencia o dentro de ella. La decisión se proferirá al finalizar la
audiencia, a la cual solo podrán asistir las partes y los testigos o peritos.
Contra la sentencia que ponga fin a esta actuación, procederá el recurso
de apelación, que se decidirá en los treinta (30) días siguientes a su
interposición. En todo lo no previsto en este artículo se aplicará el Código
Contencioso Administrativo.

Artículo 11. Temeridad de la queja de acoso laboral. Cuando, a juicio
del Inspector del Trabajo, del Inspector Municipal de Policía, del Ministerio
Público o del juez laboral competente la queja de acoso laboral carezca
de todo fundamento fáctico o razonable, se impondrá a quien la formuló
una sanción de multa entre medio y tres salarios mínimos legales
mensuales, los cuales se descontarán sucesivamente de la remuneración

que el quejoso devengue, durante los seis (6) meses siguientes a su
imposición.

Igual sanción se impondrá a quien formule más de una denuncia o
queja de acoso laboral con base en los mismos hechos.

Los dineros recaudados por tales multas se destinarán a la entidad
pública a que pertenece la autoridad que la impuso.

Artículo 12. Vigencia y derogatoria. La presente ley rige a partir de su
promulgación y deroga o modifica todas las que le sean contrarias o
incompatibles.

CAMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., 15 de diciembre de 2004

En sesión Plenaria del día 15 de diciembre de 2004 fue aprobado en
segundo debate el texto definitivo del Proyecto de ley número 088 de
2004 Cámara, “por medio del cual se  adoptan medidas para prevenir,
corregir y sancionar el acoso laboral y otros hostigamientos en el marco
de las relaciones de trabajo”. Esto, con el fin de que el citado proyecto de
ley siga su curso legal y reglamentario en el honorable Senado de la
República y de esta manera dar cumplimiento con lo establecido en el
artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. Lo anterior, según consta en el Acta de
sesión Plenaria número 155 de diciembre 15 de 2004.

Cordialmente,

Carlos Augusto Celis Gutiérrez,

Ponente.

El Secretario General,

Angelino Lizcano Rivera.

* * *

TEXTO DEFINITIVO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 114
DE 2004 CAMARA, 26 DE 2003 SENADO

Aprobado en segundo debate en la sesión plenaria de la honorable
Cámara de Representantes del día 13 de diciembre de 2004, según

consta en el Acta de Plenaria número 153, por la cual se expiden
normas sobre requisitos para el desempeño de cargos

en la Jurisdicción Penal Militar.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

CAPITULO I

Normas Rectoras

Artículo 1º. Ambito. La presente ley se aplicará en todo el territorio
nacional, a los miembros de la fuerza pública en servicio activo y en
retiro, así como al personal civil que se desempeñan como funcionarios
en la Justicia Penal Militar.

Artículo 2º. Objeto. Esta ley responde a los propósitos y exigencias del
artículo 221 de la Constitución Política, señalando los requisitos para el
desempeño de los distintos cargos de los funcionarios de la Jurisdicción
Penal Militar.

Artículo 3º. Exclusividad. El Gobierno Nacional, Ministerio de Defensa,
realizará el proceso de selección del personal que desempeñe funciones
jurisdiccionales en la Justicia Penal Militar, a través de la Dirección
Ejecutiva de la Justicia Penal Militar, de acuerdo con las directrices
impartidas por el Ministro de Defensa Nacional y el Consejo Asesor de
la Justicia Penal Militar.

CAPITULO II

Requisitos Generales

Artículo 4º. Requisitos Generales. Para acceder a los cargos de
Magistrados del Tribunal Superior Militar, Fiscal Penal Militar ante el
Tribunal Superior Militar, Juez de primera instancia Penal Militar, Fiscal
Penal Militar ante los juzgados de primera instancia, Auditor de Guerra
y juez de instrucción penal militar, se requiere:
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a) Ser colombiano de nacimiento y ciudadano en ejercicio;

b) Tener título de Abogado otorgado por Universidad oficialmente
reconocida;

c) Tener especialización en derecho penal, ciencias penales o
criminológicas o criminalísticas, o en derecho constitucional, o en
derecho probatorio, o en derecho procesal;

d) Gozar de reconocido prestigio profesional y personal.

Parágrafo. Será inhabilidad para ocupar uno cualquiera de los cargos
de la justicia penal militar descritos en el presente artículo, haber sido
condenado por sentencia judicial  a pena privativa de la libertad, excepto
por delitos culposos.

Artículo 5º. Evaluación del Desempeño. La evaluación del desempeño
de los magistrados del Tribunal Superior Militar y Fiscales Penales
Militares ante el mismo tribunal, corresponderá al Presidente de la
Corporación. A los funcionarios de la primera instancia, los evaluará el
Tribunal Superior Militar en Sala plena, y se tendrá en cuenta:

a) El rendimiento del funcionario determinado por los informes
estadísticos mensuales;

b) La acuciosidad, juicio y contundencia de las providencias, que
hayan contribuido a crear jurisprudencia en la jurisdicción penal militar;

c) Cuando se trate de funcionarios de la primera instancia, se verificará
el porcentaje de providencias confirmadas, revocadas o anuladas por el
Tribunal Superior Militar ya sea por vía de apelación o de consulta;

d) Que el funcionario no haya sido objeto de sanción disciplinaria
alguna impuesta en el desempeño de su cargo.

CAPITULO III

De los Magistrados del Tribunal Superior Militar y Fiscales
Penales Militares ante el mismo tribunal

Artículo 6º. Magistrados del Tribunal Superior Militar. Para ser
Magistrado del Tribunal Superior Militar, será necesario acreditar a más
de los requisitos generales consignados en el articulo 4º de la presente ley,
ser miembro de la fuerza pública en grado de oficial superior en servicio
activo o en retiro y acreditar una experiencia mínima de ocho (8) años en
el desempeño de cargos como funcionario de la Justicia Penal Militar.

Parágrafo Transitorio. Por una sola vez para acceder a las vacantes que
se causen en el Tribunal Superior Militar, se exigirá una experiencia
mínima de seis (6) años en el desempeño de cargos como funcionarios de
la Justicia Penal Militar.

Artículo 7º. Fiscal Penal Militar ante el Tribunal Superior Militar.
Para ser Fiscal Penal Militar ante el Tribunal Superior Militar se requiere,
además de los requisitos generales consignados en el artículo 4º de la
presente ley, acreditar una experiencia mínima de ocho (8) años en el
desempeño de cargos como funcionario en la Justicia Penal Militar.

Parágrafo: Cuando el cargo sea desempeñado por un miembro de la
Fuerza Pública en servicio activo o en retiro, deberá ostentar el grado no
inferior al de Oficial Superior.

Artículo 8º. Cargos de Período. Los cargos de Magistrado del Tribunal
Superior Militar y Fiscal Penal Militar ante el mismo, serán proveídos por
el Gobierno Nacional para períodos individuales de ocho (8) años, no
prorrogables, de listas de candidatos presentadas por el Comandante
General de las Fuerzas Militares, Comandantes de Fuerza y Director
General de la Policía Nacional, seleccionados por el consejo asesor de la
Justicia Penal Militar.

Parágrafo. Los Magistrados del Tribunal Superior Militar nombrados
con anterioridad a la vigencia de la ley 522 de 1999, y los Fiscales Penales
Militares ante el Tribunal Superior Militar nombrados a partir de la
vigencia de la mencionada ley, continuarán en sus cargos hasta cuando
totalicen el período para el cual fueron elegidos.

Parágrafo Transitorio. Se exceptúan de lo dispuesto, los Magistrados
del Tribunal Superior Militar que al entrar en vigencia la presente ley se
encuentren en prórroga del período para el cual fueron nombrados.

Parágrafo Transitorio. Los Magistrados del Tribunal Superior Militar
nombrados en vigencia de la Ley 522 de 1999 continuarán en sus cargos
hasta cumplir el periodo de ocho (8) años fijado en la presente ley.

CAPITULO IV

De los Jueces de Primera Instancia

Artículo 9º. Jueces de Primera Instancia. Para desempeñar el cargo de
Juez de Primera Instancia, se requiere además de los requisitos generales
consignados en el artículo 4º de la presente ley, ser miembro de la Fuerza
Pública en servicio activo o en uso de buen retiro, con el grado que en cada
caso se indica y acreditar la experiencia señalada para cada cargo.

1. Jueces de Primera Instancia en las Fuerzas Militares

1.1. Juez de Primera Instancia de Inspección General, del Comando
General, de las Fuerzas  Militares, del Ejército, de la Armada Nacional
y de la Fuerza Aérea. Para desempeñar el cargo de Juez de Primera
Instancia de Inspección General del Comando General de las Fuerzas
Militares,  del Ejército, de la Armada Nacional y de la Fuerza Aérea, se
requiere ostentar grado no inferior a Coronel en servicio activo o en retiro
de las Fuerzas Militares y acreditar una experiencia mínima de cinco (5)
años en el desempeño de cargos como funcionario en la Justicia Penal
Militar.

1.2. Juez de Primera Instancia de División en el Ejército o sus
equivalentes en la Armada Nacional y la Fuerza Aérea. Para desempeñar
el cargo de Juez de Primera Instancia de División en el  Ejército o sus
equivalentes en la Armada Nacional y la Fuerza Aérea, se requiere
ostentar grado no inferior a oficial superior en servicio activo o en retiro
de las Fuerzas Militares y acreditar una experiencia mínima de cuatro (4)
años en el desempeño de cargos como funcionario en la Justicia Penal
Militar.

1.3. Juez de Primera Instancia de Brigada en el Ejército o sus
equivalentes en la Armada Nacional y la Fuerza Aérea. Para desempeñar
el cargo de Juez de Primera Instancia de Brigada en el Ejército o sus
equivalentes en la Armada Nacional y la Fuerza Aérea, se requiere
ostentar grado no inferior a oficial superior en servicio activo o en retiro
de las Fuerzas Militares y acreditar una experiencia mínima de tres (3)
años en el desempeño de cargos como funcionario en la Justicia Penal
Militar.

2.  Jueces de Primera Instancia en la Policía Nacional

2.1. Juez de Primera Instancia de Dirección General de la Policía
Nacional. Para ser Juez de Primera Instancia de Dirección General de la
Policía Nacional, se requiere ostentar grado no inferior al de Coronel en
servicio activo o en retiro de la Policía Nacional y acreditar una experiencia
mínima de cinco (5) años en el desempeño de cargos como funcionario
en la Justicia Penal Militar.

2.2. Juez de Primera Instancia de Inspección General de la Policía
Nacional. Para ser Juez de Primera Instancia de Inspección General de la
Policía Nacional, se requiere ostentar grado no inferior al de Teniente
Coronel en servicio activo o en retiro de la Policía Nacional y acreditar
una experiencia mínima de cinco (5) años en el desempeño de cargos
como funcionario en la Justicia Penal Militar.

2.3. Juez de Primera Instancia de Policía Metropolitana. Para ser Juez
de Primera Instancia de Policía Metropolitana se requiere ostentar grado
de Oficial en servicio activo o en retiro en cualquier jerarquía de la Policía
Nacional y acreditar una experiencia mínima de cuatro (4) años en el
desempeño de cargos como funcionario en la Justicia Penal Militar.

2.4. Juez de Primera Instancia de Departamento de Policía. Para ser
Juez de Primera Instancia de Departamento de Policía se requiere
ostentar grado de Oficial en servicio activo o en retiro en cualquier
jerarquía de la Policía Nacional y acreditar una experiencia mínima de
tres (3) años en el desempeño de cargos como funcionario en la Justicia
Penal Militar.

CAPITULO V

De los Fiscales Penales Militares ante los Juzgados
de Primera Instancia

Artículo 10. Fiscales Penales Militares ante los Juzgados de Primera
Instancia.  Para desempeñar el cargo de Fiscal penal Militar ante los
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Juzgados de Primera Instancia se requiere además de los requisitos
generales consignados en el artículo 4º de la presente ley, acreditar la
experiencia señalada para el cargo.

1. Fiscales ante los Jueces de Primera Instancia de las Fuerzas
Militares

1.1 Fiscales Penales Militares ante Juzgados de Primera Instancia de
Inspección General del Comando General de las Fuerzas Militares,  del
Ejército, de la Armada Nacional y de la Fuerza Aérea. Para desempeñar
el cargo de Fiscal Penal Militar ante los Juzgados  de Primera Instancia
de Inspección General del Comando General, de las Fuerzas Militares,
del Ejército, de la Armada Nacional y de la Fuerza Aérea, se requiere
acreditar una experiencia mínima de cinco (5) años en el desempeño de
cargos como funcionario en la Justicia Penal Militar.

1.2. Fiscales Penales ante los Juzgados  de Primera Instancia de
División en el Ejército o sus equivalentes en la Armada Nacional y la
Fuerza Aérea. Para desempeñar el cargo de Fiscal Penal Militar ante
Juzgados  de Primera Instancia de División en el Ejército o sus equivalentes
en la Armada Nacional y la Fuerza Aérea, se requiere acreditar una
experiencia mínima de cuatro (4) años en el desempeño de cargos como
funcionario en la Justicia Penal Militar.

1.3. Fiscales Penales ante los Juzgados de Primera Instancia de
Brigada en el Ejército o sus equivalentes en la Armada Nacional y la
Fuerza Aérea. Para desempeñar el cargo de Fiscal Penal Militar ante
Juzgados de Primera Instancia de Brigada en el Ejército o sus equivalentes
en la Armada Nacional y la Fuerza Aérea, se requiere acreditar una
experiencia mínima de tres (3) años en el desempeño de cargos como
funcionario en la Justicia Penal Militar.

2. Fiscales ante los Jueces de Primera Instancia de la Policía Nacional

2.1. Fiscal Penal Militar ante  Juzgado de Primera Instancia de
Dirección General de la Policía Nacional. Para desempeñar el cargo de
Fiscal Penal Militar ante Juzgado de Primera Instancia de Dirección
General de la Policía Nacional se requiere acreditar una experiencia
mínima de cinco (5) años en el desempeño de cargos como funcionario
en la Justicia Penal Militar.

2.2. Fiscal Penal Militar ante Juzgado  de Primera Instancia de
Inspección General de la Policía Nacional. Para desempeñar el cargo de
Fiscal Penal Militar ante Juzgado de Primera Instancia de Inspección
General de la Policía Nacional, se requiere acreditar una experiencia
mínima de cinco (5) años en el desempeño de cargos como funcionario
en la Justicia Penal Militar.

2.3. Fiscales Penales Militares ante Juzgados de Primera Instancia
de Policía Metropolitana. Para desempeñar el cargo de Fiscal Penal
Militar ante Juzgados de Primera Instancia de Policía Metropolitana, se
requiere acreditar una experiencia mínima de cuatro (4) años en el
desempeño de cargos como funcionario en la Justicia Penal Militar.

2.4. Fiscales Penales Militares ante Juzgados de Primera Instancia
de Departamento de Policía. Para desempeñar el cargo de Fiscal penal
Militar ante Juzgados de Primera Instancia de Departamento de Policía,
se requiere acreditar una experiencia mínima de tres (3) años en el
desempeño de cargos como funcionario en la Justicia Penal Militar.

Parágrafo. El cargo de Fiscal Penal Militar será desempeñado por
miembros de la Fuerza Pública en servicio activo o en retiro, quienes
deberán ostentar el grado exigido para el funcionario de la instancia, ante
la cual actúan.

CAPITULO VI

De los Auditores de Guerra

Artículo 11. Auditores de Guerra ante Juzgados de Primera Instancia.
Para desempeñar el cargo de Auditor de Guerra ante Juzgados de Primera
Instancia se requiere además de los requisitos generales consignados en
el artículo 4º de la presente ley, acreditar la experiencia señalada para
cada cargo.

1. Auditores de Guerra en las Fuerzas Militares

1.1. Auditores de Guerra ante Juzgados de Primera Instancia de
Inspección General del Comando General de las Fuerzas Militares, del

Ejército, de la Armada Nacional y de la Fuerza Aérea. Para desempeñar
el cargo de Auditor de Guerra ante los Juzgados de Primera instancia de
Inspección General del Comando General de las Fuerzas Militares, del
Ejército, de la Armada Nacional, y de la Fuerza Aérea, se requiere
acreditar una experiencia mínima de cinco (5) años en el desempeño de
cargos como funcionario en la Justicia Penal Militar.

1.2. Auditores de Guerra ante los Juzgados  de Primera Instancia de
División en el  Ejército o sus equivalentes en la Armada Nacional y la
Fuerza Aérea. Para desempeñar el cargo de Auditor de Guerra ante
Juzgados  de Primera Instancia de División del Ejército o sus equivalentes
en la Armada Nacional y la Fuerza Aérea, se requiere acreditar una
experiencia mínima de cuatro (4) años en el desempeño de cargos como
funcionario en la Justicia Penal Militar.

1.3. Auditores de Guerra ante los Juzgados de Primera Instancia de
Brigada en el Ejército o sus equivalentes en la Armada Nacional y la
Fuerza Aérea. Para desempeñar el cargo de Auditor de Guerra ante
Juzgados   de Primera Instancia de Brigada en el Ejército o sus equivalentes
en la Armada Nacional y la Fuerza Aérea, se requiere acreditar una
experiencia mínima de tres (3) años en el desempeño de cargos como
funcionario en la Justicia Penal Militar.

2. Auditores de Guerra en la Policía Nacional

2.1. Auditor  de Guerra ante  Juzgado de Primera Instancia de
Dirección General de la Policía Nacional. Para desempeñar el cargo de
Auditor de Guerra ante el Juzgado de Primera Instancia de Dirección
General de la Policía Nacional, se requiere acreditar una experiencia
mínima de cinco (5) años en el desempeño de cargos como funcionario
en la Justicia Penal Militar.

2.2. Auditor de Guerra ante Juzgado  de Primera Instancia de
Inspección General de la Policía Nacional. Para desempeñar el cargo de
Auditor de Guerra ante Juzgado de Primera Instancia de Inspección
General de la Policía Nacional, se requiere acreditar una experiencia
mínima de cinco (5) años en el desempeño de cargos como funcionario
en la Justicia Penal Militar.

2.3. Auditores de Guerra ante Juzgados de Primera Instancia de
Policía Metropolitana. Para desempeñar el cargo de Auditor de Guerra
ante Juzgados de Primera Instancia de Policía Metropolitana, se requiere
acreditar una experiencia mínima de cuatro (4) años en el desempeño de
cargos como funcionario en la Justicia Penal Militar.

2.4. Auditores de Guerra  ante Juzgados de Primera Instancia de
Departamento de Policía. Para desempeñar el cargo de Auditor de
Guerra ante Juzgados de Primera Instancia de Departamento de Policía,
se requiere acreditar una experiencia mínima de tres (3) años en el
desempeño de cargos como funcionario en la Justicia Penal Militar.

CAPITULO VII

De los Jueces de Instrucción Penal Militar

Artículo 12. Juez de Instrucción Penal Militar. Para desempeñar el
cargo de Juez de Instrucción Penal Militar, se requiere, además de los
requisitos generales consignados en el artículo 4º de la presente ley,
acreditar una experiencia profesional mínima de dos (2) años, o haber
desempeñando empleos en la Justicia Penal Militar por tiempo no
inferior a cinco (5) años.

Parágrafo. La experiencia de que trata el presente artículo, deberá ser
adquirida con posterioridad a la obtención del título de Abogado en
actividades jurídicas.

CAPITULO VIII

Artículo 13. Estabilidad. Para los funcionarios de la Jurisdicción
Penal Militar designados en los distintos cargos antes de entrar en
vigencia la presente ley, que hoy se desempeñan como tales, los requisitos
que acreditaron a la fecha de su nombramiento y posesión, se les tendrán
por suficientes y válidos para respaldar su idoneidad, y asegurar su
continuidad en el ejercicio de su función.

No obstante, para los funcionarios a que se refiere el párrafo anterior,
que aspiren a ocupar cualquiera de los cargos señalados en los artículos
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7º, 10, 11 y 12 de la presente ley, no podrá exigírseles otro requisito
diferente a la experiencia mínima que para cada cargo se indique, y en el
evento que se trate de miembro de la Fuerza Pública en servicio activo,
además, el grado requerido.

Artículo 14. Vigencia y derogatoria. La presente ley rige a partir de la
fecha de su publicación y deroga las disposiciones contenidas en el
Decreto 1790 de 2000 artículos 75, 76, 77, 78, 79, 80 y 81, en el Decreto
1791 de 2000 artículos 33, 34,  35, 36, 37, 38 y 39  y en el Decreto 1792
de 2000 artículos 4º y 108, como también todas aquellas que le sean
contrarias.

Artículo 15. Suprimido.

CAMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D.C., 13 de diciembre de 2004.

En Sesión Plenaria del día 13 de diciembre de 2004, fue aprobado en
segundo debate el texto definitivo del Proyecto de ley número 114 de
2004 Cámara, 026 de 2003 Senado, por el cual se expiden normas sobre
requisitos para el desempeño de cargos en la Jurisdicción Penal Militar.
Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga su curso legal y
reglamentario en el honorable Senado de la República y de esta manera
dar cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de
1992. Lo anterior según consta en el acta de sesión plenaria número 153
del 13 de diciembre de 2004.

Cordialmente,

Pedro Nelson Pardo Rodríguez,

Ponente.

El Secretario General.

Angelino Lizcano Rivera.

* * *

TEXTO DEFINITIVO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 165
DE 2003 CAMARA

Aprobado en segundo debate en la sesión plenaria de la honorable
Cámara de Representantes del día 13 de diciembre de 2004, según

consta en el Acta de Plenaria número 153, por la cual se vincula
el núcleo Familiar de las Madres Comunitarias al Sistema General

de Seguridad Social en Salud y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º.  El artículo 1º de la Ley 509 de 1999 quedará así:

Artículo 1º. Afiliación. Las Madres Comunitarias del programa de
Hogares Comunitarios del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar,
se  afiliarán con su grupo familiar al régimen contributivo del Sistema
General de Seguridad Social en Salud y se harán acreedoras a todas las
prestaciones asistenciales y económicas del mismo.

Parágrafo 1º. Las prestaciones económicas a que se refiere el presente
artículo, se liquidarán con base en las sumas que efectivamente reciban
las Madres Comunitarias por concepto de la bonificación prevista por los
reglamentos del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.

Artículo 2º.  El artículo 2º de la Ley 509 de 1999, quedará así:

Artículo 2º. Ingreso base de Cotización. Las Madres Comunitarias
cotizarán mensualmente como aporte al Sistema General de Seguridad
Social en Salud un valor equivalente al cuatro por ciento (4%) de la suma
que reciben por concepto de bonificación del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar.

Parágrafo. Las Organizaciones administradoras del programa Hogares
de Bienestar recaudarán las sumas citadas, mediante la retención y giro
del porcentaje descrito, a la Entidad Promotora de Salud,  EPS, escogida
por la Madre Comunitaria, dentro de la oportunidad prevista por la ley
para el pago de las cotizaciones.

Las tasas de compensación que las Madres Comunitarias cobran a los
padres usuarios serán de su propiedad exclusiva.

Artículo 3º.  Vigencia y Derogatorias.

La presente ley rige a partir de su publicación y deroga todas las
normas que le sean contrarias.

CAMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D.C.,   13 de diciembre de 2004.

En Sesión Plenaria del día 13 de diciembre de 2004, fue aprobado en
segundo debate el texto definitivo del Proyecto de ley número 165 de
2003 Cámara,  por la cual se vincula el Núcleo  Familiar de las Madres
Comunitarias  al Sistema  General de Seguridad Social en Salud y se
dictan otras disposiciones”. Esto con el fin de que el citado proyecto de
ley siga su curso legal y reglamentario en el honorable Senado de la
República y de esta manera dar cumplimiento con lo establecido en el
artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. Lo anterior según consta en el acta de
sesión plenaria No.153 de diciembre 13 de 2004.

Cordialmente,

Juan de Dios Alfonso García, Venus Albeiro Silva, Edgar Fandiño
Cantillo, Carlos Ignacio Cuervo, Carlos Augusto Celis, Pompilio Avendaño
Lopera, María Isabel Urrutia, Miguel Angel Duran Gelvis, Elias Raad
Hernández, Germán Antonio Aguirre, José Gonzalo Gutiérrez, Ponentes.

El Secretario General,

Angelino Lizcano Rivera.

* * *

TEXTO DEFINITIVO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 173
DE 2003 CAMARA, 087 DE 2003 SENADO

Aprobado en segundo debate en la sesión plenaria de la honorable
Cámara de Representantes del día 14 de diciembre de 2004, según

consta en el Acta de Plenaria número 154, por  la cual se regula
el descubrimiento de Bienes por Servidores Públicos.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. Los bienes muebles e inmuebles por adhesión y/o destinación
sin propietario, encontrados por los servidores públicos en cumplimiento de
funciones o con ocasión de las mismas, pertenecen a la Nación.

La Nación destinará estos bienes o los recursos que quedaren de la
administración  o enajenación de los mismos al ICBF para atención de la
población infantil, particularmente de la primera infancia.

En el caso previsto en este artículo, se aplicará el proceso abreviado
establecido en el artículo 408 numeral 7 del Código de Procedimiento
Civil, para lo cual el Juez Competente, so pena de incurrir en falta
disciplinaria gravísima, deberá dar estricto cumplimiento a los términos
allí establecidos.

Corresponde al servidor público que haya realizado el descubrimiento,
hacer de manera inmediata la respectiva denuncia del (los) bien (es)
encontrado(s) ante el Juez Competente, adjuntando a la misma una
relación detallada e inventariada de estos.  Los bienes deberán ser puestos
a disposición del Juzgado respectivo.

Si hubiere varios jueces competentes en el lugar en que se efectuó el
descubrimiento, de manera que fuera necesario someter el proceso a
reparto, el servidor público que efectuó el descubrimiento conservará los
bienes bajo su custodia y los pondrá a disposición del respectivo despacho
una vez se haya efectuado el reparto.

Parágrafo. El Consejo Superior de la Judicatura ejercerá vigilancia
especial sobre estos procesos, y llevará una estadística sobre los mismos.

Artículo 2º. En los casos en que los bienes descubiertos provengan de
actividades ilícitas, se adelantará el proceso de extinción de dominio de
conformidad con lo previsto en la Ley 793 de 2002 y demás disposiciones
que la complementen, modifiquen o sustituyan.

Artículo 3º. Será considerada falta gravísima, sin perjuicio de las
sanciones fiscales o penales a que hubiere lugar, el hecho de que los
servidores públicos se apropiaren total o parcialmente, mantuviesen
ocultos o dejasen perder por acción u omisión, los bienes encontrados.
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Artículo 4º. Los recursos provenientes del hallazgo de bienes por parte
de miembros de la fuerza pública se destinarán al ICBF y formarán parte
del Presupuesto General de la Nación.

Artículo 5º. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga
todas las disposiciones que le sean contrarias.

CAMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., 14 de diciembre de 2004.

En Sesión Plenaria del día 14 de diciembre de 2004, fue aprobado en
segundo debate el texto definitivo del Proyecto de ley número 173 de 2003
Cámara,  087 de 2003 Senado, por  la cual se regula el descubrimiento de
Bienes por Servidores Públicos. Esto con el fin de que el citado proyecto
de ley siga su curso legal y reglamentario en el honorable Senado de la
República y de esta manera dar cumplimiento con lo establecido en el
artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. Lo anterior según consta en el acta de
sesión plenaria número 154 del 14 de diciembre de 2004.

Cordialmente,

Roberto Camacho W.,  Javier Ramiro Devia, Jorge Homero Giraldo,
José Luis Flórez R., William Vélez Mesa, Ponentes.

El Secretario General,

Angelino Lizcano Rivera.

* * *

TEXTO DEFINITIVO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 269
DE 2004 CAMARA, 110 DE 2003 SENADO

Aprobado en segundo debate en la sesión plenaria de la honorable
Cámara de Representantes del día 13 de diciembre de 2004, según
consta en el Acta de Plenaria número 153, por medio de la cual se
modifican los Decretos 1211 de 1990, 1790 y 1793 de 2000 relacionados
con el Régimen Salarial y Prestacional  del  personal de Oficiales,
Suboficiales y Soldados de las Fuerzas Militares; los Decretos 1091 de
1995, 1212 y 1213 de 1990 y 1791 de 2000, relacionados con el Régimen
Salarial y Prestacional de Oficiales, Suboficiales, personal del nivel
ejecutivo y  Agentes de la Policía Nacional y el Decreto 1214 de 1990
relacionado con el Régimen Prestacional Civil del Ministerio de Defensa
                                       y la Policía  Nacional.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. El artículo 52 del  Decreto 1790 de 2000  tendrá un nuevo
parágrafo con el siguiente contenido:

Parágrafo 2° Los oficiales y suboficiales que hayan sido víctimas del
delito de secuestro, serán ascendidos al grado inmediatamente superior
al que ostentaban en el momento del secuestro, por una sola vez, sin que
para el efecto se exija otro requisito, sino el haber cumplido en cautiverio
con el tiempo legal establecido para el respectivo ascenso.

Artículo 2º. El artículo 198 del decreto 1211 de 1990 quedará así:

Artículo 198. Secuestrados. El Oficial o Suboficial que estando en
servicio activo sea víctima del delito de secuestro por parte de grupo o
persona al margen de la ley y este hecho resultare suficientemente
comprobado por las autoridades judiciales competentes, sus beneficiarios
tendrán derecho a continuar recibiendo el setenta y cinco por ciento
(75%) de los haberes que le correspondan durante todo el tiempo que dure
el secuestro. El veinticinco por ciento (25%) restante será pagado al
uniformado una vez sea puesto en libertad.

Si el oficial o suboficial falleciere durante el cautiverio, sus
beneficiarios, en el orden preferencial, tendrán derecho al pago de dicho
veinticinco por ciento (25%) y a las demás prestaciones correspondientes
al grado y tiempo de servicio del causante, previa alta por tres (3) meses
para la formación del expediente de prestaciones sociales.

El personal al que se refiere este artículo gozará de todos los derechos
y garantías sociales y prestacionales.

Artículo 3º. El Decreto 1793 de 2000 tendrá un nuevo artículo con el
siguiente contenido:

Artículo 28A. Secuestrados. El soldado que estando en servicio activo
sea víctima del delito de secuestro por parte de grupo o persona al margen
de la ley y este hecho resultare suficientemente comprobado por las
autoridades judiciales competentes, sus beneficiarios tendrán derecho a
continuar recibiendo el setenta y cinco por ciento (75%) de los haberes
que le correspondan durante todo el tiempo que dure el secuestro. El
veinticinco por ciento (25%) restante será pagado al uniformado una vez
sea puesto en libertad.

Si el soldado falleciere durante el cautiverio, sus beneficiarios, en el
orden preferencial, tendrán derecho al pago de dicho veinticinco por
ciento (25%) y a las demás prestaciones correspondientes al tiempo de
servicio del causante, previa alta por tres (3) meses para la formación del
expediente de prestaciones sociales.

Artículo 4º. El artículo 20 del Decreto 1791 de 2000 tendrá un nuevo
parágrafo con el siguiente contenido:

Parágrafo. Los oficiales, suboficiales y personal de nivel ejecutivo de
la Policía Nacional que sean víctimas del delito de secuestro serán
ascendidos al grado inmediatamente superior al que ostentaban en el
momento del secuestro, por una sola vez, sin que para el efecto se exija
otro requisito, sino el de haber cumplido en cautiverio con el tiempo legal
establecido para el ascenso.

Artículo 5º. El artículo 179 del  Decreto 1212 de 1990 quedará así:

Artículo 179. Secuestrados. El Oficial o Suboficial de la Policía
Nacional, que estando en servicio activo sea víctima del delito de
secuestro por parte de grupo o persona al margen de la ley y este hecho
resultare suficientemente comprobado por las autoridades judiciales
competentes, sus beneficiarios tendrán derecho a continuar recibiendo el
setenta y cinco por ciento (75%) de los haberes que le correspondan
durante todo el tiempo que dure el secuestro. El veinticinco por ciento
(25%) restante será pagado al uniformado una vez sea puesto en libertad.

Si el oficial o suboficial falleciere durante el cautiverio, sus
beneficiarios, en el orden preferencial, tendrán derecho al pago de dicho
veinticinco por ciento (25%) y a las demás prestaciones correspondientes
al grado y tiempo de servicio del causante, previa alta por tres (3) meses
para la formación del expediente de prestaciones sociales.

El personal al que se refiere este artículo gozará de todos los derechos
y garantías sociales y prestacionales.

Artículo 6º. El artículo 82 del Decreto 1091 de 1995 quedará así:

Artículo 82. Secuestrados. El personal de nivel ejecutivo que estando
en servicio activo sea víctima del delito de secuestro por parte de grupo
o persona al margen de la ley y este hecho resultare suficientemente
comprobado por las autoridades judiciales competentes, sus beneficiarios
tendrán derecho a continuar recibiendo el setenta y cinco por ciento
(75%) de los haberes que le correspondan durante todo el tiempo que dure
el secuestro. El veinticinco por ciento (25%) restante será pagado al
uniformado una vez sea puesto en libertad.

Si el personal de nivel ejecutivo falleciere durante el cautiverio, sus
beneficiarios, en el orden preferencial, tendrán derecho al pago de dicho
veinticinco por ciento (25%) y a las demás prestaciones correspondientes
al grado y tiempo de servicio del causante, previa alta por tres (3) meses
para la formación del expediente de prestaciones sociales.

El personal al que se refiere este artículo gozará de todos los derechos
y garantías sociales y prestacionales.

Artículo 7º. El artículo 137 del Decreto 1213 de 1990 quedará así:

Artículo 137. Secuestrados. El Agente de la Policía Nacional que
estando en servicio activo, sea víctima del secuestro por parte de grupo
o persona al margen de la ley y este hecho resultare suficientemente
comprobado por las autoridades judiciales competentes, sus beneficiarios
tendrán derecho a continuar recibiendo el setenta y cinco por ciento
(75%) de los haberes que le correspondan durante todo el tiempo que dure
el secuestro. El veinticinco por ciento (25%) restante será pagado al
uniformado una vez sea puesto en libertad.
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Si el agente falleciere durante el cautiverio, sus beneficiarios, en el
orden preferencial, tendrán derecho al pago de dicho veinticinco por
ciento (25%) y a las demás prestaciones correspondientes al  tiempo de
servicio del causante, previa alta por tres (3) meses para la formación del
expediente de prestaciones sociales.

El personal al que se refiere este artículo gozará de todos los derechos
y garantías sociales y prestacionales.

Artículo 8º. El Decreto 1214 de 1990 tendrá un nuevo artículo con el
siguiente contenido:

Artículo 131A. Secuestrados. El empleado público, sea víctima del
secuestro por parte de grupo o persona al margen de la ley y este hecho
resultare suficientemente comprobado por las autoridades judiciales
competentes, sus beneficiarios tendrán derecho a continuar recibiendo el
setenta y cinco por ciento (75%) de los haberes que le correspondan
durante todo el tiempo que dure el secuestro. El veinticinco por ciento
(25%) restante será pagado al empleado civil una vez sea puesto en
libertad.

Si el empleado público del Ministerio de Defensa o de la Policía
Nacional falleciere durante el cautiverio, sus beneficiarios, en el orden
preferencial, tendrán derecho al pago de dicho veinticinco por ciento
(25%) y a las demás prestaciones correspondientes al  tiempo de servicio
del causante, previa alta por tres (3) meses para la formación del
expediente de prestaciones sociales.

El personal al que se refiere este artículo gozará de todos los derechos
y garantías sociales y prestacionales.

Artículo 9º. Fíjase una bonificación en cuantía de tres mil quinientos
trece pesos ($3.513), moneda corriente diaria para el personal del

servicio de protección y vigilancia de la Rama Legislativa del Poder
Público.

Artículo 10. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su
publicación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

CAMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., 13 de diciembre de 2004.

En Sesión Plenaria del día 13 de diciembre de 2004, fue aprobado en
segundo debate el texto definitivo del Proyecto de ley número 269 de
2004 Cámara, 110 de 2003 Senado por medio del cual se modifican los
Decretos 1211 de 1990, 1790 y 1793 de 2000 relacionados con el
Régimen Salarial y Prestacional  del  personal de Oficiales, Suboficiales
y Soldados de las Fuerzas Militares; los Decretos 1091 de 1995, 1212 y
1213 de 1990 y 1791 de 2000, relacionados con el Régimen Salarial y
Prestacional de Oficiales, Suboficiales, personal del nivel ejecutivo y
Agentes de la Policía Nacional y el Decreto 1214 de 1990 relacionado
con el Régimen Prestacional Civil del Ministerio de Defensa y la Policía
Nacional. Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga su curso
legal y reglamentario en el honorable Senado de la República y de esta
manera dar cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 de la Ley
5ª de 1992. Lo anterior según consta en el acta de sesión plenaria número
153 del 13 de diciembre de 2004.

Cordialmente,

Jaime Ernesto Canal Albán y Juan Hurtado Cano, Ponentes.

El Secretario General,

Angelino Lizcano Rivera.

A C T A S    D E   C O N C I L I A C I O N

ACTA DE CONCILIACION AL PROYECTO DE LEY
NUMERO 041 DE 2003 SENADO, 067 DE 2004 CAMARA

por medio de la cual se reconoce al Colombiano
y Colombiana de Oro.

Bogotá, D. C., marzo 29 de 2005

Señores

Secretario General

Cámara de Representantes

E. S. D.

Referencia: Proyecto de ley por medio de la cual se reconoce al
Colombiano y Colombiana de Oro.

Dando cumplimiento al encargo realizado por la Mesa Directiva me
permito remitir a ustedes en medio magnético el informe de aprobación
del Acta de Conciliación del Proyecto de ley  por medio de la cual se
reconoce al Colombiano y Colombiana de Oro, radicado bajo el número
041 de 2003 Senado y número 067 de 2004 Cámara, con la finalidad de
que se sirva publicar para luego aprobar en la Plenaria de Cámara.

Vale anotar que el mismo texto fue aprobado en Senado el pasado 16
de diciembre de 2004.

Agradezco de antemano la colaboración que me pueda brindar.

Cordialmente,

Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda,

Representante de la Cámara.

SENADO DE LA REPUBLICA

Bogotá D. C., 15 de diciembre de 2004

Doctor

LUIS HUMBERTO GOMEZ GALLO

Presidente Senado de la República

Doctora

ZULEMA JATTIN CORRALES

Presidenta Cámara de Representantes

Ciudad.

Referencia: Proyecto de ley número 41 de 2003 Senado y 067 de 2004
Cámara por medio de la cual se reconoce al Colombiano y Colombiana
de Oro.

De conformidad con la honrosa designación efectuada por ustedes de
acuerdo con el artículo 161 de la Constitución Política de Colombia, nos
permitimos someter por su digno conducto a consideración de las
plenarias de Senado de la República y de la Cámara de Representantes el
texto conciliado del proyecto de ley de la Referencia, para cuyo efecto
hemos decidido acoger el articulado aprobado por la Cámara de
Representantes en la sesión plenaria del 13 de diciembre del año que
transcurre.

Anexamos el texto conciliado para su publicación, discusión y
aprobación por parte de las plenarias.

Cordialmente,

Germán Hernández Aguilera, María Isabel Mejía Marulanda,
Senadores de la República; Germán Aguirre Muñoz, Nancy Patricia
Gutiérrez Castañeda, Representantes a la Cámara.

TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO DE LEY NUMERO 41
DE 2003 SENADO,  067 DE 2004 CAMARA

Aprobado en la Sesión del día 13 de octubre de 2004, por medio
de la cual se reconoce al Colombiano y Colombiana de Oro.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

CAPITULO I

Disposiciones Generales

Artículo 1º. Definición. Se entenderá como Colombiano de Oro, aquel
colombiano mayor de 65 años, residente en el país y debidamente
acreditado.
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Artículo 2º. Acreditación. Las personas que hagan uso de los beneficios
que se establecen en esta ley, acreditarán su derecho a adquirirlo
mediante la presentación, para cada caso, de la Tarjeta de Colombiano de
Oro expedida por la Registraduría Nacional cuyo costo estará a cargo del
interesado.

Parágrafo 1º. Para obtener la Tarjeta de Colombiano de Oro, se deberá
formular solicitud ante la Registraduría Nacional, allegando los
documentos que lo acrediten como Colombiano de Oro.

Parágrafo 2º. Los Alcaldes podrán celebrar convenios con la
Registraduría Nacional del Estado Civil, para asumir el costo de la
Tarjeta de Colombiano de Oro.

Artículo 3°. Todo Colombiano de Oro gozará de un régimen especial,
el cual le confiere derecho a atención preferencial, ágil y oportuna, así
como el servicio de salud brindado por el Sistema General en Seguridad
Social Integral, y también gozará de descuentos en programas especiales
de turismo ofrecidos por las Cajas de Compensación Familiar, para no
afiliados y afiliados.

Artículo 4º. Intransferibilidad. Los beneficios consignados en la
presente ley son intransferibles.

CAPITULO II

Convenios con el sector privado

Artículo 5º. Convenios. El Estado podrá celebrar convenios con el
sector privado de la economía nacional, para establecer los descuentos a
que tuvieren derecho los Colombianos de Oro.

CAPITULO III

Día del Colombiano de Oro

Artículo 6º. Día del Colombiano de Oro. Se declara el día 24 de
noviembre de cada año, como el Día del Colombiano de Oro. Durante
este día, los departamentos, distritos y municipios programarán y realizarán
diferentes actividades de promoción, participación, recreación e
integración social para los beneficiarios del programa, bajo la coordinación
del Ministerio de la Protección Social.

Artículo 7º. Homenaje al Colombiano de Oro del Año. En este día se
premiará al Colombiano de Oro del Año, que resulte elegido de entre las
personas que por sus actividades a lo largo del año sean merecedoras del
reconocimiento. El galardonado recibirá un premio acompañado de un
motivo conmemorativo.

CAPITULO IV

Sanciones

Artículo 8º. Sanciones. El beneficiario y terceros involucrados en
actos fraudulentos, en los que se abuse de los beneficios previstos por esta
ley, tendrán como consecuencia la pérdida definitiva de la calidad de
Colombiano de Oro, y estará sujeto a las investigaciones penales a que
hubiere lugar.

CAPITULO V

Disposiciones finales

Artículo 9º. Todas las entidades estatales y privadas que presten
servicios al público deberán tener un lugar o ventanillas de preferencia
para atender a los beneficiarios de esta ley. Además en todas las
ventanillas restantes se les dará preferencia.

Artículo 10. Los establecimientos y oficinas públicas a las que se
aplica, obligadas a prestar los beneficios que establece esta ley, colocarán
anuncios visibles y en lugar prominente que indiquen tal condición.

Artículo 11. Para efectos de los artículos anteriores las empresas
estatales y privadas de servicios públicos implementarán las medidas
necesarias para facilitar la atención a los beneficiarios.

Artículo 12. Cuando suceda el fallecimiento de un Colombiano de
Oro, sus familiares o personas más cercanas deberán informar este hecho
ante el Ministerio de la Protección Social, o ante la entidad administradora
del régimen solidario de prima media con prestación definida, o del
régimen de ahorro individual con solidaridad, dentro de los 60 días
siguientes del fallecimiento para impedir el uso indebido de los derechos
que se consagran en esta ley.

Artículo 13. El Gobierno Nacional deberá reglamentar la presente ley,
inicialmente, dentro de los seis (6) meses siguientes a su promulgación.

Artículo 14. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación
y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.
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